
               JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO  
                                  Armenia Q., Septiembre treinta (30) de dos mil veintiuno (21).  
  
  
PROCESO ORDINARIO LABORAL. RADICACIÓN: 63-001-31-05-003-2021-
00117-00  
  
  
INFORME SECRETARIAL. En relación con el proceso de la referencia, en la fecha, 
pasa a Despacho del señor Juez, escrito de contestación de la  ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, JUNTA REGIONAL  DE 
CALIFICACION DE INVALIDEZ Y JUNTA NACIONAL  DE CALIFICACION DE 
INVALIDEZ, lo cual hicieron dentro del término concedido para ello. Propusieron 
EXCEPCIONES DE MÉRITO. (Archivo 05, 07, 08). Informo que la parte actora 
presentó reforma a la demanda (Archivo 12). Sírvase proveer 
  
.  
  

MARIA CIELO ALZATE FRANCO  
Secretaria  

  
Visto el informe que precede y por reunir los requisitos del artículo 31 del C.P.L. y 
S.S., se tiene por contestada la demanda, por parte de las demandadas 
ADMINISTTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, JUNTA 
REGIONAL  DE CALIFICACION DE INVALIDEZ Y JUNTA NACIONAL  DE CALIFICACION 

DE INVALIDEZ. 

  
SE RECONOCE personería al abogado  MIGUEL ANGEL RAMIREZ GAITAN, 
titular de la C.C. No. 80421257 y T.P. No. 86.117 del CSJ, Representante Legal de  
WORLD LEGAL CORPORATION S.A.S. para actuar en este proceso en 
representación de la Entidad demandada, COLPENSIONES, en los términos del 
poder conferido. 

 

SE RECONOCE personería a la abogada ELIANA MILENA QUICENO MEJIA, 
titular de la C.C. No. 1094910029 y T.P. No.248097 del CSJ, para representar los 
intereses de la Entidad demandada en este proceso, en los términos de la 
sustitución conferida.   

 

SE RECONOCE personería a la abogada MARY PACHÓN PACHÓN, con T.P. No. 
60.870 del CSJ y C.C. No. 41737900, para obrar en representación de la 
demandada, JUNTA NACIONAL  DE CALIFICACION DE INVALIDEZ, en los 
términos del poder conferido.  
 
SE RECONOCE personería a la abogada MARLENY  GIRALDO SOTELO, con T.P. 
No. 100.684 del CSJ y C.C. No. 24574098, para obrar en representación de la 



demandada, JUNTA REGIONAL  DE CALIFICACION DE INVALIDEZ DEL 
QUINDÍO, en los términos del poder conferido.  
 
Comoquiera que la parte actora, a través de apoderado, presentó reforma a la 
demanda, reuniendo ésta, los requisitos establecidos por el Art. 93 num. 1 y 3 del 
CGP, aplicable por remisión expresa del Art. 145 del CPL y SS, se ADMITE  y se 
ordena correr traslado a la parte demandada, por el término de cinco (5) días, para 
su contestación. Art. 28 inc. final CPL y SS 
 

NOTIFÍQUESE. 
    
   

   
LUIS DARÍO GIRALDO GIRALDO    

Juez     
30/06/2021  
Caf  
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SEÑORES 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO 
ARMENIA, QUINDIO
E.S.D.

ASUNTO:  REFORMA DE DEMANDA 

DEMANDANTE:      ABEL DARIO QUICENO MORENO 
 
DEMANDADOS:       ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES (COLPENSIONES) Y
OTROS.
            
Cordial saludo, 

Comedidamente adjunto para su conocimiento y fines per�nentes REFORMA DE DEMANDA ordinaria
Laboral de Primera instancia junto con las pruebas y anexos dentro del proceso con Radicado 2021-
00117-00.

Atentamente, 

MÓNICA MARÍA MANCO POVEDA  
C.C 1.094.946.547 de Armenia (Quindío) 
T.P. 321.359 del Consejo Superior de la Judicatura 
Cel.: 3143483279 
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SEÑORES  
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO  
ARMENIA, QUINDIO 
E.S.D. 
 
 
REF:   PROCESO:      ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA  

 

DEMANDANTE:               ABEL DARIO QUICENO MORENO 

 

DEMANDADOS:               ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES  

                                                 (COLPENSIONES) 

                                                 JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ                

                                                 DEL QUINDIO  

                                                 JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ 

 

RACADO:                               630013105003-2021-00117-00 

              

ASUNTO:                               MEMORIA ALLEGA  REFORMA DE DEMANDA  

 
 
MÓNICA MARÍA MANCO POVEDA, identificada como aparece al pie de mi firma, 
obrando en calidad de apoderada judicial del señor  ABEL DARIO QUICENO 
MORENO, de forma respetuosa, a través del presente escrito, me permito allegar 
en un solo escrito y dentro del término legal,  REFORMA DE DEMANDA, dentro 
del proceso de la referencia.  
 
La reforma se realizó en los siguientes términos: 
 
Frente a las pretensiones: 
 
Se agregaron las pretensiones  7  y 8.  
 
Frente a las pruebas: 
 
Pruebas suprimidas: 
 

 Testimoniales: 
Se suprimió en su totalidad la prueba testimonial   
 

 Interrogatorio de parte: 
Se suprimió el interrogatorio de parte del señor ABEL DARIO QUICENO 
MORENO. 
 
 
 



 Pruebas agregadas: 
 

 Documentales: 
Se agregaron dos pruebas documentales (numerales 15 y 16)  correspondientes  

a “Control de consulta por Fisiatría  en Neuroimagenes S.A.  de  fecha 30 de junio 

de 2021 y  la Historia Clínica de la Clínica San Rafael del 14 de julio de 2021. 

 

 Frente a los Documentos que deben exhibir los demandados: 

Se agregó la solicitud correspondiente al Expediente administrativo del señor 

ABEL DARIO QUICENO MORENO y que se encuentra en poder de los 

demandados. 

 

Frente a las notificaciones: 

Se suprimió el correo electrónico servicioalusuario@juntanacional.com  y en su 

lugar se agregó  angelica.prieto@juntanacional.com .  

 
Con todo respeto. 

   

MÓNICA MARÍA MANCO POVEDA  

C.C 1.094.946.547 de Armenia (Quindío) 

T.P. 321.359 del Consejo Superior de la Judicatura 

Cel.: 3143483279 
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SEÑOR 

JUEZ  TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE ARMENIA  

E. S. D. 

 

REF:   PROCESO:      ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA  

 

DEMANDANTE:               ABEL DARIO QUICENO MORENO 

 

DEMANDADOS:               ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES  

                                                 (COLPENSIONES) 

                                                 JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ                

                                                 DEL QUINDIO  

                                                 JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ 

 

ASUNTO:                                 REFORMA DE DEMANDA  

                                     

 

MÓNICA MARÍA MANCO POVEDA, mayor de edad, domiciliada y residenciada 

en Armenia (Quindío), identificada con la Cédula de Ciudadanía número 

1.094.946.547 de Armenia (Quindío), abogada en ejercicio, portadora de la Tarjeta 

Profesional número 321.359 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en 

calidad de apoderada judicial  del señor  ABEL DARIO QUICENO MORENO, 

persona mayor de edad, domiciliado y residenciado en Armenia (Quindío), quien 

se identifica con la Cédula de Ciudadanía número de 15.406.015 de Antioquia, 

conforme al poder que adjunto, respetuosamente me permito interponer ante su 

despacho DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA en 

contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

(COLPENSIONES), identificada con el NIT 900.336.004-7  y con domicilio en  la 

ciudad de Armenia, Quindío, Calle 21 No.16-40; la JUNTA REGIONAL DE 

CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ  DEL QUINDIO, con domicilio en la Carrera 13 

número 19-09 Local 4 P-1 Centro Comercial Altavista de Armenia, Quindío y la 

JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, identificada con Nit. 

830.026.324 – 5 y con domicilio en Av Park way  Diagonal 36 Bis # 20 -74 de 

Bogotá D.C, para que a través del trámite legal correspondiente y mediante 

sentencia se decrete la readquisición de la pensión de invalidez a favor del señor  

ABEL DARIO QUICENO MORENO en las mismas condiciones en las que se le 

ha venido reconociendo por parte de Colpensiones  y conforme a la resolución 

GNR 124034 del 6 de junio de 2013. 

 

I. NOMBRE Y DOMICILIO DE LAS PARTES: 

 

La parte demandante: El señor ABEL DARIO QUICENO MORENO, mayor de 

edad domiciliado y residente en Armenia, Quindío,  identificado con la cédula de 

ciudadanía número 15.406.015 de Antioquia, tiene su domicilio en el barrio la 

Patria Manzana 53 casa número 42 de Armenia, Quindío. 
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La parte demandada: 

 La ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

(COLPENSIONES), identificada con el NIT 900.336.004-7 tiene el  domicilio 

en  la ciudad de Armenia, Quindío, Calle 21 No.16-40. 

 

 La JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL QUINDIO, 

tiene domicilio en la Carrera 13 número 19-09 Local 4 P-1 Centro Comercial 

Altavista de Armenia, Quindío. 

 

 La JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, identificada 

con el NIT 830.026.324 – 5, tiene su domicilio en Av Park way  Diagonal 36 

Bis # 20 -74 de Bogotá D.C. 

 

II. NOMBRE, DOMICILIO Y DIRECCIÓN DE LA APODERADA JUDICIAL DE LA 

DEMANDANTE: 

 

MÓNICA MARÍA MANCO POVEDA, mayor de edad, identificada con la Cédula de 

Ciudadanía número 1.094.946.547 de Armenia (Quindío), abogada en ejercicio, 

portadora de la Tarjeta Profesional número 321.359 del Consejo Superior de la 

Judicatura, con domicilio en la calle 21 # 16-46 Torre Colseguros, Oficina 407 de 

Armenia (Quindío). 

III. CLASE DE PROCESO: 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 

 

IV. PRETENSIONES: 

Con fundamento en los hechos que expondré y en las normas de derecho que 

adelante citaré, muy comedidamente le solicito señor Juez, que previo el 

reconocimiento de mi personería para actuar como apoderada de la parte 

demandante y cumplidos los trámites del proceso ordinario laboral de primera 

instancia, regulado por los artículos 74 y siguientes del Código Procesal del 

Trabajo y de la Seguridad Social y de aquellas normas que en virtud de la misma 

codificación le fueren aplicables del Código General del Proceso, se declare, se 

condene y posteriormente se ordene: 

1. Se DECLARE la nulidad del dictamen  3911871 del 31 de marzo de 2020 

emitido por COLPENSIONES que estableció  la PCL  del demandante  en 

un porcentaje del 36.50% con  fecha de estructuración 31/03/2020, en 

tanto, no realizó una valoración integral de las enfermedades actuales del 

señor ABEL DARIO QUICENO MORENO. 

 

2. Se DECLARE la nulidad del Dictamen 3458-2020 del 11 de septiembre de 

2020 emitido por LA JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE 

INVALIDEZ DEL QUINDÍO, que estableció la PCL  del demandante en un 

porcentaje del 34.80% y fecha de estructuración 31/03/2020, en tanto,  no 
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realizó una valoración integral de las enfermedades actuales del señor 

ABEL DARIO QUICENO MORENO.  

 

3. Se DECLARE la nulidad del Dictamen 15406015 – 4137 del 25 de febrero 

de 2021 proferido por la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE 

INVALIDEZ que confirmó la PCL del demandante en un porcentaje del 

34.80% y fecha de estructuración 31/03/2020, en tanto, no realizó una 

valoración integral de las enfermedades actuales del señor ABEL DARIO 

QUICENO MORENO. 

  

4. Se DECLARE como fecha de estructuración de la invalidez del señor ABEL 

DARIO QUICENO MORENO el 20 de abril del año 2009.  

 

5. Se DECLARE la READQUISICIÓN DEL DERECHO A LA PENSIÓN DE 

INVALIDEZ a  favor del señor ABEL DARIO QUICENO MORENO. 

 

6. Se ORDENE a COLPENSIONES continuar con el pago de la pensión de 

invalidez a favor del señor ABEL DARIO QUICENO MORENO en las 

mismas condiciones en las que se  ha venido reconociendo y conforme a la 

resolución GNR 124034 del 6 de junio de 2013.  

 

7. Se condene a los demandados al reconocimiento y pago de lo que resulte 

Ultra y Extrapetita y que tenga derecho el señor ABEL DARIO QUICENO 

MORENO. 

 

8. Se condene a los demandados a pagar las costas del presente proceso. 

 

V. HECHOS: 

El señor  ABEL DARIO QUICENO MORENO expresó los siguientes hechos: 

1. La JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL 

QUINDIO, el 14 de mayo del año 2009 mediante dictamen No. 073-09 le 

dictaminó al señor ABEL DARÍO QUICENO el 51.93% de Pérdida de 

Capacidad Laboral por enfermedad común con fecha de estructuración 

el 20 de abril del 2009.  

 

2.  Las deficiencias que la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE 

INVALIDEZ DEL QUINDIO tuvo en cuenta para dar el porcentaje de 

Pérdida de Capacidad Laboral por enfermedad común fueron: 

restricción de movimiento de columna dorso- lumbar, síndrome doloroso 

de columna – hernias; asimetría de MMll (acortamiento de miembro 

inferior derecho) trastorno del humor (depresión); trastorno  de 

personalidad; arrojando una calificación del 23,28% de deficiencia. 

 

3. Las discapacidades que la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE 

INVALIDEZ DEL QUINDIO tuvo en cuenta para dar el porcentaje de 

Pérdida de Capacidad Laboral por enfermedad común fueron: La 
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conducta con un 2.90 % de discapacidad, la comunicación con un 

0.30% de discapacidad, cuidado de la persona con 0.80% de 

discapacidad; locomoción 2.30% de discapacidad, disposición del 

cuerpo 1.70% de discapacidad, destreza 0.50 de discapacidad; situación 

0.90% de discapacidad, arrojando una calificación del 9.40% de 

discapacidad.  

 

4. En cuanto a las minusvalías del señor ABEL DARIO QUICENO 

MORENO la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ 

DEL QUINDIO también le tuvo en cuenta la disminución en la 

orientación, la independencia física, el desplazamiento, ocupacional, la 

integración social, la autosuficiencia económica, la función en la edad, 

arrojando una calificación de minusvalía de 19.25%. 

 

5. Como consecuencia del porcentaje de pérdida de capacidad laboral 

expresado en el hecho primero, La ADMINISTRADORA COLOMBIANA 

DE PENSIONES (COLPENSIONES)  a través de la Resolución  GNR 

124034 del 06 de junio de 2013, reconoció la pensión de invalidez al 

señor ABEL DARIO QUICENO MORENO. 

 

6. La pensión de invalidez se le reconoció al señor ABEL DARIO 

QUICENO MORENO por el monto de un salario mínimo legal mensual  

vigente de cada año desde el 20 de abril del año 2009.  

 

7. En el año 2020 se inició un proceso de revisión de la calificación de 

Pérdida de capacidad laboral del señor ABEL DARIO QUICENO 

MORENO por parte de COLPENSIONES, por lo que se expidió el 

dictamen 3911871 del 31 de marzo de 2020 otorgando un porcentaje de 

36.50%, origen común, con fecha de estructuración 31/03/2020.  

 

8. Con la calificación proferida por COLPENSIONES, el señor ABEL 

DARIO QUICENO MORENO paso de un estado de invalidez a una 

incapacidad permanente parcial.  

 

9. COLPENSIONES  le calificó diagnósticos de Lumbago no especificado 

(M545), Trastorno depresivo recurrente no especificado (F339) Pérdida 

de Capacidad Laboral (PCL) de 36.50%. 

 

10. La calificación de PCL emitida por COLPENSIONES se desglosa así: 

deficiencia: 20.00%; discapacidad: 4.50% y Minusvalía: 12.00%. Las 

Deficiencias Calificadas fueron: Trastorno depresivo (20.00%) Capítulo 

Xll, Numeral 12.4.4, Tabla 12.4.5. Clase ll. 

 

11. COLPENSIONES en el dictamen 3911871 del 31 de marzo de 2020 en 

la parte de minusvalías, da cuenta que el desplazamiento del señor 

ABEL QUICENO es deficiente, en cuanto a la independencia, requiere 

ayuda, la integración social es disminuida y requiere asistencia completa 

para vestirse.  
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12.  El dictamen 3911871 del 31 de marzo de 2020 expedido por 

COLPENSIONES fue apelado ante la JUNTA REGIONAL DE 

CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL QUIINDIO, quien emitió el 

Dictamen 3458-2020 del 11 de septiembre de 2020 con un porcentaje 

del 34.80% del pérdida de capacidad laboral, origen común, con fecha 

de estructuración 31/03/2020.  

 

13. La JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL 

QUINDIO, le calificó diagnósticos de trastorno depresivo del 20% y 

lumbalgia del 5%. 

 

14.  La calificación de PCL emitida por la JUNTA REGIONAL DE 

CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL QUINDIO se desglosa así: 

deficiencia: 21.50%; discapacidad: 2.30%; y Minusvalía: 11.00%. 

 

15. El dictamen proferido por la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE 

INVALIDEZ DEL QUINDIO  fue apelado ante la JUNTA NACIONAL DE 

CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, la cual en fecha 25 de febrero de 2021 

confirmó el dictamen de la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE 

INVALIDEZ DEL QUINDIO en el porcentaje de 34.80  % de PCL, de 

origen común, con fecha de estructuración el 31 de marzo de 2020 y 

dejando en firme la calificación.  

 

16. La JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ le calificó 

diagnósticos de Lumbago no especificado y trastorno depresivo  

recurrente no especificado. 

 

17. La calificación de PCL emitida por la JUNTA NACIONAL DE 

CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ se desglosa así: Deficiencia: 21.50%, 

Discapacidad: 2.30%; y Minusvalía: 11.00%. 

 

18. Como consecuencia del porcentaje de pérdida de capacidad laboral en 

un 34.80%, COLPENSIONES dejó de pagar la prestación económica al 

señor  ABEL DARIO QUICENO MORENO. 

 

19. Debido al no pago de la pensión de invalidez, el señor ABEL DARIO 

QUICENO MORENO presentó acción de tutela en contra de 

COLPENSIONES, la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE 

INVALIDEZ DEL QUINDIO y la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN 

DE INVALIDEZ, solicitando que se ampararan sus derechos 

fundamentales a la seguridad social y el minino vital. 

  

20. En la acción de tutela promovida por el señor ABEL DARIO QUICENO 

MORENO como pretensiones se solicitó que se realizara una nueva 

calificación en la cual se tuviera en cuenta todos las patologías y las 

enfermedades degenerativas, las cuales no fueron tenidas en cuenta 

por las entidades demandadas, igualmente, solicitó que 
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COLPENSIONES no le suspenda el pago de las mesadas hasta que su 

situación fuera definida legalmente.  

 

21. El conocimiento de la acción de tutela lo avocó el Juzgado Tercero 

Administrativo del Circuito de Armenia y mediante sentencia de fecha 23 

de marzo de 2021 decidió amparar los derechos fundamentales del 

señor ABEL DARIO QUICENO MORENO, así mismo, ordenó a 

COLPENSIONES continuar pagando la pensión de invalidez en las 

misma condiciones que ha venido reconociéndola y conforme a la 

resolución GNR 124034 del 6 de junio de 2013. 

 

22. El Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Armenia también 

ordenó que el amparo de los derechos fundamentales tutelados y la 

vigencia de las órdenes dadas, permanecerán durante el tiempo que la 

autoridad judicial competente disponga para decidir de fondo sobre la 

acción emprendida por el señor ABEL DARIO QUICENO MORENO, en 

ese sentido, indicó que mi representado dispone de un término de 4 

meses para iniciar las acciones legales a que haya lugar, so pena, que 

cesen los efectos de la tutela.  

 

23. COLPENSIONES impugnó el fallo de tutela, avocando el conocimiento 

de la misma, el Tribunal Administrativo del Quindío, Sala Quinta de  

Decisión, el cual a través de sentencia de fecha  22 de abril de 2021 

confirmó la sentencia de primera instancia.  

 

24.  Las entidades demandas al momento de emitir los dictámenes de PCL 

del señor  ABEL DARIO QUICENO MORENO no tuvieron en cuenta 

todas las deficiencias calificadas en el dictamen que le otorgó la pensión 

de invalidez, sabiendo que las mismas aún persisten, pues solo 

calificaron  el lumbago y el trastorno depresivo recurrente.  

 

25.  Las entidades demandadas no le calificaron al señor ABEL DARIO 

QUICENO MORENO las hernias discales que aún tiene y le producen 

constantemente dolor en la espalda y en las piernas.  

 

26.  En cuanto a la asimetría de  MMII, las entidades demandas tampoco 

tuvieron en cuenta esta  deficiencia que actualmente también padece el 

señor ABEL DARIO QUICENO MORENO.  

 

27. El señor ABEL DARÍO QUICENO posterior al otorgamiento de la 

pensión de invalidez ha venido en control permanente por siquiatría, 

sosteniendo el mismo diagnostico principal durante los controles, esto 

es,  “trastorno depresivo recurrente, trastorno de ansiedad”.  

 

28. El concepto médico de psiquiatría en los controles del señor ABEL 

DARIO QUICENO MORENO entre otros ha sido, “trastorno depresivo 

concurrente, dolor crónico, paciente con exacerbación de síntomas 

afectivos a raíz del mal control del dolor”. 
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29. De igual forma, el señor ABEL DARIO QUICENO MORENO ha estado 

en controles por fisiatría en donde se puede observar que el 

demandante siempre refirió que no toleraba la terapia física. 

 

30. En la consulta por fisiatría le examinaban la lumbalgia crónica, las RMN 

protusiones discales artrosis, protusion discal L4 L5 , L5 S1  

 

31. El señor ABEL DARIO QUICENO MORENO depende de medicamentos 

diarios para disminuir un poco el dolor que le genera la columna, para 

dormir y la depresión, los cuales agobian su existencia, entre ellos, 

sertralina, clozapina, fluoxetina, diclofenaco, acetaminofén. 

 

32. El señor ABEL DARIO QUICENO MORENO actualmente tiene aumento 

de la lordosis a 54%, tal como se evidencia de los hallazgos de la 

Resonancia de columna lumbar simple realizada el 11 de junio del año 

2020. 

 

33. El señor ABEL DARIO QUICENO MORENO actualmente tiene leve 

inclinación del segmento  L4 y L5 por mayor longitud de la derecha y 

desviación de la apófisis espinosa, tal como se evidencia de los 

hallazgos de la Resonancia  de columna lumbar simple realizada el 11 

de junio del año 2020. 

 

34. El señor ABEL DARIO QUICENO MORENO actualmente tiene 

disminución importante en la intensidad de señal de los discos 

vertebrales L4-L5 y L5-S1 en imágenes ponderadas para T2, hallazgo 

que indica cambios por deshidratación crónica, tal como se evidencia de 

los hallazgos de la Resonancia de columna lumbar simple realizada el 

11 de junio del año 2020. 

 

35. El señor ABEL DARIO QUICENO MORENO actualmente tiene hernias 

discales centrales L4-L5 y L5-S1 que no migran, tal como se evidencia 

de los hallazgos de la Resonancia de columna lumbar simple realizada 

el 11 de junio del año 2020. 

 

36. El señor ABEL DARIO QUICENO MORENO actualmente tiene cambios 

degenerativos incipientes  de las articulaciones facetarias L5-S1, tal 

como se evidencia de los hallazgos de la Resonancia de columna 

lumbar simple realizada el 11 de junio del año 2020. 

 

37. El trastorno de depresión que padece actualmente el señor ABEL 

DARIO QUICENO MORENO ha aumentado,  pues de ello da cuenta el 

porcentaje otorgado en la revisión de la invalidez, al pasar de un 10.0% 

a un 20.00%. 

 

38. Las entidades demandadas al momento de emitir  el dictamen de PCL 

tampoco tuvieron en cuenta que las discapacidades y las minusvalías 

por las que fue pensionado por invalidez el señor ABEL DARIO 
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QUICENO MORENO han venido empeorando, no obstante, la 

calificación frente a estos aspectos disminuyeron. 

 

39. El señor ABEL DARIO QUICENO MORENO no tiene una dependencia 

física total pero sí requiere la ayuda de otras personas para ejecutar 

algunas labores cotidianas como por ejemplo, subir gradas, para 

bañarse requiere el acompañamiento de alguien, no puede amarrarse 

los zapatos, para caminar de forma estable necesita estar apoyado de 

alguna persona, no puede alzar cosas pesadas. 

 

40. El señor ABEL DARIO QUICENO MORENO no está en condiciones de  

retomar su vida laboral, pues siempre se desempeñó en labores del 

campo,  como por ejemplo: alambrar, manejo de ganado, recolectar 

café, actividades que requieren para un  buen desempeño que la salud 

física y mental estén en buen estado. 

 

41. Retomar la vida laboral conllevaría a que la salud del señor ABEL 

DARIO QUICENO MORENO se deteriore mas y pueda comprometer su 

vida.  

 

42. El señor ABEL DARIO QUICENO MORENO es una persona que se 

encuentra con su salud mental comprometida, en principio uno de los 

diagnósticos que se tuvo en cuenta para dictaminar la pérdida de 

capacidad laboral en el año 2009, fueron los trastornos mentales 

“trastorno del humor (depresión), trastorno menor grupo A (esquizotípico 

o esquizoide)” y en los diferentes controles que ha tenido el diagnóstico 

no ha cambiado, es decir, se ha mantenido en el tiempo. 

 

43.  El señor ABEL DARIO QUICENO MORENO al encontrarse afectado en 

su salud mental  no le es posible desplegar acciones para equilibrar su 

vida laboral. 

 

44. Las entidades demandas realizaron la revisión  de la PCL sin tener 

presente todas las deficiencias, discapacidades y minusvalías que 

actualmente padece el señor ABEL DARIO QUICENO MORENO. 

 

45. Las entidades demandas realizaron la revisión  de la PCL sin tener  en 

cuenta las enfermedades que fueron calificadas en el año 2009, las 

cuales persisten y están en peores condiciones, en tal sentido, no era 

lógico que las demandas disminuyeran el porcentaje de PCL.  

 

46.  Las entidades demandas cambiaron la fecha de estructuración de la 

invalidez estableciendo como fecha el 31 de marzo de 2020. 

 

47.  La  disminución del porcentaje de PCL del señor ABEL DARIO 

QUICENO MORENO paso del 51.93% al 34.80%.  

 

48. Es evidente que las entidades demandadas no tuvieron en cuenta la 

situación real de la salud del demandante, es decir, en la revisión de la 
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invalidez, no evaluaron todas las enfermedades actuales del señor 

ABEL DARIO QUICENO MORENO. 

 

49. Las enfermedades que fundamentaron inicialmente el reconocimiento de 

la pensión de invalidez no han mejorado, por el contrario, de las 

historias clínicas allegadas al proceso se puede observar que su salud 

física y mental aún están deterioradas, lo que le da derecho a mantener 

la pensión de invalidez que le fuera reconocida en el año 2013. 

 

50. El señor ABEL DARIO QUICENO MORENO actualmente convive con 

su compañera permanente, Nini Johana Montoya Mejía, persona que 

ayuda al demandante para que realice las actividades cotidianas, las 

cuales no puede realizar por sus propios medios.  

 

51.  Tal como se indicó en la acción de tutela presentada por el demandante  

y lo ratificó COLPENSIONES en la revisión de la invalidez, en lo 

referente a la minusvalía de autosuficiencia económica, la pensión de 

invalidez es la única fuente de ingresos del señor ABEL DARIO 

QUICENO MORENO, por lo tanto, privarlo del mismo sabiendo que su 

salud no está en condiciones óptimas para retomar la vida laboral, 

conllevaría a que sus derechos fundamentales a la vida, salud, y mínimo 

vital se vean afectados.  

 

VI. FUNDAMENTOS DE DERECHO: 

Invoco como fundamentos de derecho lo preceptuado en los artículos 48 de la 

Constitución política, articulo 3 de la ley 1616 del 2003, artículo 2 del Código 

Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social; articulo 13 del Código procesal del 

trabajo y la seguridad social; artículo 44 de la Ley 100 de 1993; Decreto 917 de 

1999; Sentencia SL1044-2019; Decreto 1352 de 2013.   

 

VII. RAZONES DE DERECHO: 

El artículo 48 de la Constitución Política debe aplicarse a este proceso porque 

establece que la Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio 

que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a 

los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que 

establezca la Ley; igualmente, establece  que se garantiza el derecho 

irrenunciable  al derecho a la seguridad social.  

En ese sentido, la pensión de invalidez hace parte del derecho  a la seguridad 

social, el cual es irrenunciable en los términos previstos en el artículo en mención.  

El señor ABEL DARIO QUICENO MORENO tiene derecho a que se le respete su 

pensión de invalidez porque en su momento, cumplió con los requisitos necesarios 

para poder acceder a la misma y actualmente tiene las mismas patologías que 

dieron origen a la pensión de invalidez, inclusive se han agravado, como por 

ejemplo, el trastorno depresivo recurrente, trastorno de ansiedad”, que paso 

de una calificación del 10.0% al 20.0%, por lo tanto, no hay razón para que las 



MÓNICA MARÍA MANCO POVEDA 
ABOGADA 

   
 

10 
 

entidades demandadas hayan disminuido el porcentaje de pérdida de capacidad 

para laborar y por ende la pérdida de la prestación económica. 

El artículo 3 de la ley 1616 de 2003 establece que la salud mental se define como 

un estado dinámico que se expresa en la vida cotidiana a través del 

comportamiento y la interacción de manera tal que permite a los sujetos 

individuales y colectivos desplegar sus recursos emocionales, cognitivos y 

mentales para transitar por la vida cotidiana, para trabajar, para establecer 

relaciones significativas y para contribuir a la comunidad. 

Este mismo artículo indica que la Salud Mental es de interés y prioridad nacional 

para la República de Colombia, es un derecho fundamental, es tema prioritario 

de salud pública, es un bien de interés público y es componente esencial del 

bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de colombianos y 

colombianas. 

Como se puede extraer de la historia clínica de psiquiatría del hospital de Filandia, 

la salud mental del señor ABEL DARIO QUICENO MORENO ha estado 

deteriorada durante muchos años, situación que, a parte de las múltiples dolencias 

que padece no le permiten acceder nuevamente a la vida laboral.  

De otro lado,  la Corte Suprema de Justicia mediante la sentencia SL2599 de 2019 

estableció que es criterio consolidado de esa Corte, según el cual, el derecho 

pensional surge con la calificación de la perdida de la capacidad laboral  a 

partir de la fecha de estructuración que ella determine. 

La calificación de la pérdida de capacidad laboral ha sido considerada por la 

jurisprudencia constitucional, como un derecho que tiene toda persona, el cual 

cobra gran importancia al constituir el medio para acceder a la garantía y 

protección de otros derechos fundamentales como la salud, la seguridad social y 

el mínimo vital, en la medida que permite establecer a qué tipo de prestaciones 

tiene derecho quien es afectado por una enfermedad o accidente, producido con 

ocasión o como consecuencia de la actividad laboral, o por causas de origen 

común. En ese sentido, la Corte Constitucional en la Sentencia T-056 de 2014 ha 

indicado que:  

Dentro del derecho a la pensión de invalidez cobra gran importancia el derecho a 

la valoración de la pérdida de la capacidad laboral, ya que ésta constituye un 

medio para garantizar los derechos fundamentales a la vida digna, a la seguridad 

social y al mínimo vital. Lo anterior por cuanto tal evaluación permite determinar si 

la persona tiene derecho al reconocimiento pensional que asegure su sustento 

económico, dado el deterioro de su estado de su salud y, por tanto, de su 

capacidad para realizar una actividad laboral que le permita acceder a un sustento. 

Adicional a ello, la evaluación permite, desde el punto de vista médico 

especificar las causas que la originan la disminución de la capacidad laboral. 

Es precisamente el resultado de la valoración que realizan los organismos 

médicos competentes el que configura el derecho a la pensión de invalidez, 

pues como se indicó previamente, ésta arroja el porcentaje de pérdida de 

capacidad laboral y el origen de la misma. De allí que la evaluación forme 

parte de los deberes de las entidades encargadas de reconocer pensiones, 

pues sin ellas no existiría fundamento para el reconocimiento pensional. 

(Negrilla fuera del original).  
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(…) 

4.6. Es pertinente mencionar que, según lo manifestado por este tribunal, la 

calificación de la pérdida de capacidad laboral debe atender las condiciones 

específicas de la persona, apreciadas en su conjunto, sin que sea posible 

establecer diferencias en razón al origen, profesional o común, de los 

factores de incapacidad. En ese mismo sentido, esta valoración puede tener 

lugar no solo como consecuencia directa de una enfermedad o accidente de 

trabajo, claramente identificado, también de novedades que resulten de la 

evolución de la enfermedad o accidente, o de una situación de salud distinta que 

puede tener un origen común. (Negrilla fuera del original). 

(…) 

En consecuencia, el derecho a la valoración de la pérdida de capacidad laboral no 

puede tener un término perentorio para su ejercicio, en tanto que la idoneidad del 

momento en que el afiliado requiere la definición del estado de invalidez o la 

determinación del origen de la misma, no depende de un período específico, sino 

de las condiciones reales de salud, el grado de evolución de la enfermedad y el 

proceso de recuperación o rehabilitación. 

Por ello, el simple paso del tiempo no puede constituirse en barrera para el acceso 

al dictamen técnico que permitirá establecer las prestaciones económicas 

causadas por el advenimiento del riesgo asegurado, sin importar que este derive 

su origen de una enfermedad profesional, accidente laboral o de una afección de 

origen común. De otra parte, ha de recordarse que del ejercicio del derecho a la 

valoración de la pérdida de capacidad laboral depende la efectividad de otras 

garantías fundamentales, indefectiblemente relacionadas con la dignidad humana, 

como son la seguridad social, el derecho a la vida digna y el mínimo vital. 

  

En ese sentido, la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL 

QUINDIO el 14 de mayo de 2009 le dictaminó al señor ABEL DARÍO QUICENO el 

51.93% de Pérdida de Capacidad Laboral por enfermedad común con fecha de 

estructuración el 20 de abril del 2009, circunstancias que le dieron lugar para 

acceder a  la pensión de invalidez.  No obstante, en el año 2020 el demandado 

inicio proceso de revisión de la calificación de la invalidez en el cual  se disminuyó 

el porcentaje de PCL quedando en última instancia en 34.80% con fecha de 

estructuración el 31 de marzo de 2020.  

Frente  a la revisión del estado de invalidez el artículo artículo 44 de la Ley 100 de 

1993 establece: 

El estado de invalidez podrá revisarse: 

a. Por solicitud de la entidad de previsión o seguridad social correspondiente cada 

tres (3) años, con el fin de ratificar, modificar o dejar sin efectos el dictamen que 

sirvió de base para la liquidación de la pensión que disfruta su beneficiario y 

proceder a la extinción, disminución o aumento de la misma, si a ello hubiera lugar. 

Este nuevo dictamen se sujeta a las reglas de los artículos anteriores. 

El pensionado tendrá un plazo de tres (3) meses contados a partir de la fecha de 

dicha solicitud, para someterse a la respectiva revisión del estado de invalidez. 

Salvo casos de fuerza mayor, si el pensionado no se presenta o impide dicha 

revisión dentro de dicho plazo, se suspenderá el pago de la pensión. Transcurridos 
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doce (12) meses contados desde la misma fecha sin que el pensionado se 

presente o permita el examen, la respectiva pensión prescribirá. 

(…).  

Para readquirir el derecho en forma posterior, el afiliado que alegue 

permanecer inválido deberá someterse a un nuevo dictamen. Los gastos de este 

nuevo dictamen serán pagados por el afiliado; 

b. Por solicitud del pensionado en cualquier tiempo y a su costa. 

Respecto de la revisión trienal de la pensión de invalidez la Corte Constitucional 
en la sentencia T-575 de 2017 ha indicado: 

“La norma establece una prescripción de la pensión de invalidez dentro de 

condiciones detalladas y precisas.  Pues se prescribe la posibilidad de revisar 

el estado de invalidez, por solicitud de la entidad de  previsión o seguridad 

social, cada tres años, con el fin de ratificar, modificar o dejar sin efectos el 

dictamen  que sirvió de base para la liquidación de la pensión que disfruta su 

beneficiario y procede a la extinción, disminución o aumento de la misma, si 

a ello hubiere  lugar.  Si el pensionado en un plazo de tres (3) meses no se 

 presenta, salvo fuerza mayor,  se producen dos (2) consecuencias: 1) Se le 

suspende el pago de la pensión; y 2) Transcurridos doce (12) meses desde la 

solicitud, si no se presenta, prescribe la acción.  Esta  disposición busca evitar que 

se pueda incurrir  en la inequitativa circunstancia de que alguien pueda ser titular 

de una pensión de invalidez, sin ser inválido. Sin embargo, se permite al 

interesado  romper la prescripción, si con posterioridad, y a su costa, luego de 

alegación sobre permanencia en invalidez, se somete a nuevo examen. 

No resulta contraria al espíritu de la Constitución esta disposición, pues se trata de 

evitar fraudes al sistema de pensión de invalidez o por lo menos de controlar la 

real circunstancia de permanencia en invalidez de sus beneficiarios. Cumplir estas 

medidas, salvo los casos de fuerza mayor,  le impone una carga al interesado, 

completamente legítima, toda vez que dentro  de los deberes de los ciudadanos 

está el de contribuir al financiamiento de los gastos  e inversiones del Estado 

dentro  de conceptos de justicia y equidad  (art. 95-9  C.N.).  De otra parte,  es 

claro que el servicio público, puede ser oneroso tal como lo prevé la propia Carta 

en su artículo 367, sin exonerar de esa posibilidad a la seguridad social” 

Como se puede ver, la revisión de la invalidez está establecida en la norma y es 
obligación del pensionado acceder a la misma so pena de que prescriba la 
prestación económica. Sin embargo, la revisión de la invalidez debe ceñirse al 
Manual Único para la Calificación de la Invalidez. 

En el presente caso, la revisión de la invalidez del señor ABEL DARÍO QUICENO 
se  efectuó con el Decreto 917 de 1999 y el artículo 7 establece los criterios para 
la calificación integral de la invalidez: 

 

Artículo 7º.Criterios para la calificación integral de invalidez. Para efecto de la 
calificación integral de la invalidez se tendrán en cuenta los componentes 
funcionales biológico, psíquico y social del ser humano, entendidos en términos de 
las consecuencias de la enfermedad, el accidente o la edad, y definidos de la 
siguiente manera:  

   
a) DEFICIENCIA: Se entiende por deficiencia, toda pérdida o anormalidad de una 
estructura o función psicológica, fisiológica o anatómica, que pueden ser 
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temporales o permanentes, entre las que se incluyen la existencia o aparición de 
una anomalía, defecto o pérdida producida en un miembro, órgano, tejido u otra 
estructura del cuerpo humano, así como también los sistemas propios de la 
función mental. Representa la exteriorización de un estado patológico y en 
principio refleja perturbaciones a nivel del órgano.  

   
b) DISCAPACIDAD: Se entiende por Discapacidad toda restricción o ausencia de 
la capacidad de realizar una actividad en la forma o dentro del margen que se 
considera normal para un ser humano, producida por una deficiencia, y se 
caracteriza por excesos o insuficiencias en el desempeño y comportamiento en 
una actividad normal o rutinaria, los cuales pueden ser temporales o permanentes, 
reversibles o irreversibles, y progresivos o regresivos. Representa la objetivación 
de la deficiencia y por tanto, refleja alteraciones al nivel de la persona.  

   
c) MINUSVALÍA: Se entiende por Minusvalía toda situación desventajosa para un 
individuo determinado, consecuencia de una deficiencia o una discapacidad que lo 

limita o impide para el desempeño de un rol, que es normal en su caso en función 
de la edad, sexo, factores sociales, culturales y ocupacionales. Se caracteriza por 
la diferencia entre el rendimiento y las expectativas del individuo mismo o del 
grupo al que pertenece. Representa la socialización de la deficiencia y su 
discapacidad por cuanto refleja las consecuencias culturales, sociales, 
económicas, ambientales y ocupacionales, que para el individuo se derivan de la 
presencia de las mismas y alteran su entorno. 

 

En ese sentido, para efectos de una calificación integral de la invalidez  se deben 

tener en cuenta los componentes biológico, psíquico y social de la persona, los 

cuales encierra las deficiencias, las discapacidades y la minusvalía que padece en 

el momento la persona. Como se dejó previsto en el acápite de los hechos, 

COLPENSIONES, la  JUNTA REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ 

DEL QUINDIO y la JUNTA NACIONLA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ, en la 

revisión de la invalidez del demandante no realizaron un examen integral como lo 

demanda la norma, pues no evaluaron todas las deficiencias que actualmente 

presenta el señor ABEL DARIO QUICENO MORENO, y que también  fueron 

valoradas en la calificación realizada en el año 2009 y de las que aún no se logra 

recuperar.  

 

En el capítulo 1 del Decreto en mención se establece que gran parte de las 

solicitudes para la calificación de la invalidez corresponden a patologías articulares 

o de la columna vertebral. En el caso que nos ocupa, el demandante tiene el 

SÍNDROME DOLOROSO DE  COLUMNA (HERNIAS), igualmente padece de 

ASIMETRÍA DE MMII (ASIMETRÍA DE LA LONGITUD DE MIEMBROS 

INFERIORES), deficiencias que no fueron valoradas en la revisión de la invalidez  

y que aún no han sido recuperadas, por lo tanto, era obligación de las entidades 

demandadas examinar esas deficiencias para que se pueda hablar de una 

valoración integral.  

 

En el mismo sentido, el artículo 52 del Decreto 1352 de 2013  establece el  

procedimiento aplicado para la calificación integral de la invalidez e indica que 

“Las solicitudes que lleguen a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez y 

la Nacional por parte de las Administradoras de Riesgos Laborales o las 

Administradoras del Fondo de Pensiones, las Entidades Promotoras de Salud o 

las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, las 
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Administradoras del Sistema General de Pensiones, deben contener la 

calificación integral para la invalidez de conformidad la Sentencia C-425 de 2005 

de la Honorable Corte Constitucional y su precedente jurisprudencial, esto mismo 

aplicará para el correspondiente dictamen por parte de las Juntas de Calificación 

de Invalidez Regional o Nacional”. 

 

El señor ABEL DARIO QUICENO MORENO puede sostenerse de pie pero 

camina con gran dificultad, para realizar actividades cotidianas como amarrarse 

los zapatos, subir gradas, sentarse, necesita ayuda de otras personas, para 

bañarse necesita supervisión, circunstancias que no fueron tenidas en cuenta en 

la revisión de la invalidez, es decir, no hubo una calificación integral de la salud del 

demandante.  

 

De otro lado, en cuanto a las discapacidades y minusvalías, no se tuvo en cuenta 

por las entidades demandadas, que el señor ABEL DARIO para realizar 

actividades cotidianas aún requiere de ayuda, pues aún no ha logrado tener una 

independencia total, pues el  porcentaje que se otorgó en las mismas no 

corresponde a la realidad porque infieren que el demandante ya se encuentra 

recuperado.  

 

En ese sentido, es pertinente mencionar la Sentencia SL1044-2019 proferida el 

20 de marzo de 2019, por la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 

Laboral, con ponencia de la Magistrada Dra. CLARA CECILIA DUEÑAS 

QUEVEDO, mediante la cual se confirma la potestad que tienen los jueces de 

examinar los hechos que contextualizan la condición incapacitante, mismo que se 

ha mantenido desde el año 2006, con sentencia SL29622 de octubre de 2006, en 

la que se dijo que el estado de invalidez de un trabajador corresponde establecerlo 

mediante la valoración científica de las juntas de Calificación, sin que ellos 

resulten intocables; es decir, son controvertibles ante la jurisdicción del trabajo, de 

tal forma que los jueces tienen plena competencia y aptitud para examinar los 

hechos realmente demostrados que contextualizan la invalidez establecida por las 

juntas, a fin de resolver las controversias que los interesados formulen al respecto. 

 

De esta forma, los miembros de las Juntas de calificación de invalidez tienen como 

principal función calificar la capacidad laboral de los usuarios del sistema de 

seguridad social. Al momento de proferir un dictamen deben tener en cuenta lo 

expresado por la Ley 100 de 1993, por los Decretos 2463 de 2001, 1352 de 2013, 

y por la jurisprudencia constitucional, en donde se han fijado las pautas a tener en 

cuenta para proferir los dictámenes. 

 

El Decreto 1352 de 2013 en su artículo 44 indica “Controversias sobre los 

dictámenes de las Juntas de Calificación de Invalidez. Las controversias que se 

susciten en relación con los dictámenes emitidos en firme por las Juntas de 

Calificación de Invalidez, serán dirimidas por la justicia laboral ordinaria de 

conformidad con lo previsto en el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social, mediante demanda promovida contra el dictamen de la junta 

correspondiente. Para efectos del proceso judicial, el Director Administrativo y 

Financiero representará a la junta como entidad privada del régimen de seguridad 

social integral, con personería jurídica, y autonomía técnica y científica en los 
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dictámenes” y el artículo 45 “Los dictámenes adquieren firmeza cuando: a. Contra 

el dictamen no se haya interpuesto el recurso de reposición y/o apelación dentro 

del término de diez (10) días siguientes a su notificación. b. Se hayan resuelto los 

recursos interpuestos y se hayan notificado o comunicado en los términos 

establecidos en el presente decreto. c. Una vez resuelta la solicitud de aclaración 

o complementación del dictamen proferido por la Junta Nacional y se haya 

comunicado a todos los interesados. ” 

 

En la sentencia C-1002-2004, la Corte Constitucional señaló que «el dictamen de 

las juntas de calificación es la pieza necesaria para la expedición del acto 

administrativo de reconocimiento o denegación de la pensión, propiamente dicho». 

Sin embargo, en la misma providencia la Corte Constitucional aclaró que si bien a 

través de los mencionados dictámenes se certifica la incapacidad laboral, estos 

«no tienen la virtud de resolver de manera definitiva las controversias surgidas en 

torno al grado de invalidez ni de producir efectos de cosa juzgada», dado que ello 

solo ocurre con el ejercicio de la función jurisdiccional del Estado que «implica el 

desarrollo de una serie de actos procesales que culminan en la expedición de un 

acto final -la sentencia-, llamado a definir el punto controvertido con fuerza de 

verdad legal.. De modo que «la negativa parcial o total de la pensión de invalidez 

es, en esencia, un conflicto jurídico y como tal, su conocimiento está atribuido por 

la Constitución Política y por la propia ley laboral al juez del trabajo (artículo 2° del 

CPL). La jurisdicción, como facultad del Estado para dirimir los conflictos, 

corresponde a los órganos judiciales y no puede ser transferido a los particulares, 

como son las Juntas en cuestión, dado que ellos no administran justicia». 

Ahora bien, se tiene establecido que los dictámenes proferidos por las juntas de 

calificación de invalidez regionales o nacional, no son pruebas solemnes, de modo 

que pueden controvertirse ante los jueces del trabajo, quienes tienen competencia 

para examinar los hechos que contextualizan la condición incapacitante 

establecida por aquellas (CSJ SL 14 861 Radicación n.°77318 29622, 19 oct. 

2006; CSJ SL 27528, 27 mar. 2007; CSJ SL 35450, 18 sep. 2012, CSJ SL 44653, 

30 abr. 2013, CSJ 5L16374-2015 y CSJ SL5280-2018). 

En la primera de las sentencias referidas, adoctrinó: (...) Ciertamente, la Corte ha 

estimado que en la actualidad el estado de invalidez de un trabajador corresponde 

establecerse mediante la valoración científica de las juntas de Calificación, a 

través del procedimiento señalado en los reglamentos dictados por el Gobierno 

Nacional. Pero la Sala de Casación Laboral no ha sostenido que los parámetros 

señalados en el dictamen de la Junta sean intocables (...) 

Reiteró la Corte, entonces, su criterio ya decantado de que los jueces del trabajo y 

de la seguridad social si tienen plena competencia y aptitud para examinar los 

hechos realmente demostrados que contextualizan la invalidez establecida por las 

juntas, a fin de resolver las controversias que los interesados formulen al respecto. 

Ello, por supuesto, no llega hasta reconocerle potestad al juez de dictaminar en 

forma definitiva, sin el apoyo de los conocedores de la materia, si el trabajador 

está realmente incapacitado o no y cuál es la etiología de su mal, como tampoco 
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cuál es el grado de la invalidez, ni la distribución porcentual de las discapacidades 

y minusvalias". 

Lo precedente, concuerda con lo establecido en el entonces vigente artículo 44 del 

Decreto 1352 de 2013, toda vez que en dicho precepto se contemplaba que las 

controversias que se susciten en relación con los dictámenes emitidos por las 

juntas de calificación de invalidez, serán dirimidas por la justicia laboral ordinaria 

de conformidad con lo previsto en el Código de Procedimiento Laboral, mediante 

demanda promovida contra el dictamen de la junta correspondiente”. 

De igual modo, esta Sala adoctrinó que las decisiones que adopten las juntas no 

son vinculantes para el funcionario judicial. Al definir un asunto en el que se 

contrapongan diferentes conceptos científicos sobre el estado de salud de una 

persona, puede soportar su decisión en el que le otorgue mayor credibilidad y 

poder de convicción. 

Desde esta perspectiva, sin restarles la importancia que tienen los dictámenes 

emitidos por las entidades que señala la norma acusada en la determinación de la 

pérdida de capacidad laboral, y si bien el juez del trabajo debe observarlos y 

respetarlos en el marco de sus facultades de valoración probatoria, también lo es 

que tales experticias, constituyen una probanza más agregada al expediente que 

se puede analizar de manera libre, dentro del marco de sus facultades para 

apreciar los medios probatorios y formar su convencimiento- ver sentencias CSJ 

SL3090-2014, CSJ SL697-2019, CSJ SL9184-2016. 

De igual modo, esta Sala adoctrinó que las decisiones que adopten las juntas no 

son vinculantes para el funcionario judicial. Al definir un asunto en el que se 

contrapongan diferentes conceptos científicos sobre el estado de salud de una 

persona, puede soportar su decisión en el que le otorgue mayor credibilidad y 

poder de convicción. 

En ese entendido, es posible que los jueces  puedan acreditar los errores en que 

pudieron haber incurrido las juntas de calificación, atendiendo que, al tenor del 

artículo 51 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, son 

admisibles todos los medios de prueba establecidos por la Ley.  

No obstante lo anterior, no puede entenderse que todos los medios de prueba 

dispuestos para acreditar cualquier aspecto fáctico, porque existen asuntos que, 

por su especialidad requieren de un medio probatorio acorde a los mismos. Siendo 

uno de ellos, sin duda, la anulación de un dictamen de calificación de invalidez, 

asunto que ostenta un carácter técnico y que requiere de conocimientos 

especializados en varias áreas, como por ejemplo en derecho, medicina, 

psicología, entre otras. Por lo tanto, lo que se estima pertinente en estos casos, es 

la obtención de una nueva valoración que preferiblemente debe ser rendida por un 

grupo de expertos que tengan similar idoneidad a los integrantes de la Junta 

accionada, ello con el fin de garantizar que se mantenga en un espacio 

eminentemente técnico, la discusión sobre la existencia de un yerro, pero es el 

juzgador el que, en últimas, determine si existe sesgo en la entidad que actúa 

como perito o si bien, observa que su dictamen se ciñe a los rigores de su ciencia. 
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XI. PRUEBAS 

Solicito al señor Juez; con el debido respeto; se decrete, practique y valoren las 

siguientes: 

DOCUMENTALES:  

1. Dictamen de pérdida de capacidad laboral  de fecha 14 de mayo de 2009 

donde se determinó la pérdida de capacidad laboral del 51.93% y fecha de 

estructuración 20 de abril de 2009 a favor del señor ABEL DARIO 

QUICENO MORENO. 

2. Historias clínicas de control de psiquiatría del Hospital Mental de Filandia 

3. Resolución número GNR 124034 del 06 de junio de 2013 emitida por 

Colpensiones a través de la cual se reconoce por primera vez la pensión de 

invalidez a favor del señor ABEL DARIO QUICENO MORENO 

4. Consulta médica especializada Oncólogos del Occidente  de fecha 22 de 

abril del 2017. 

5. Historia Clínica de la Sagrada Familia del 13 de febrero de 2020 

6. Control de consulta por Fisiatría  en Neuroimagenes S.A.  

7. Resonancia de Columna lumbar Simple  de fecha 11 de junio de 2020 

8. Historia Clinica de la Sagrada familia de fecha 16 de abril del 2021 

9. Dictamen de Revisión de invalidez de fecha 31 de marzo de 2020 emitido 

por Colpensiones  

10. Dictamen 5406015 – 4137 proferido por la Junta Nacional de Calificación de 

Invalidez de fecha 25 de febrero de 2021 

11. Certificado de afiliación a la EPS Medimas en donde aparece la señora Nini 

Johana Montoya como beneficiaria del demandante. 

12. Declaración extrajuicio de la señora Nini Johana Montoya mejia y Abel dario 

Quiceno Moreno  

13. Sentencia de tutela de primera instancia proferida por el juzgado Tercero 

Administrativo  del circulo de Armenia 

14. Sentencia de tutela de Segunda instancia proferida por la sala Quinta de 

decisión del Tribunal Administrativo del Quindío. 

15. Control de consulta por Fisiatría  en Neuroimagenes S.A.  de  fecha 30 de 

junio de 2021. 

16. Historia Clínica de la Clínica San Rafael del 14 de julio de 2021. 

17. Constancia de envió de la reforma de la demanda y sus anexos a 

Colpensiones desde el correo monicamancop-abogada@hotmail.com  

18. Constancia de envió de la reforma de la demanda y sus anexos a la Junta 

Regional de Calificación de Invalidez del Quindío desde el correo 

monicamancop-abogada@hotmail.com  

19. Constancia de envió de la reforma de la demanda y sus anexos a la Junta 

Nacional de Calificación de Invalidez desde el correo monicamancop-

abogada@hotmail.com  

20. Constancia de envió de la reforma de la demanda a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado.  

PRUEBA PERICIAL:  

De forma respetuosa solicito al señor juez decretar la realización de una nueva 

valoración al señor ABEL DARIO QUICENO MORENO por parte de una JUNTA 

mailto:monicamancop-abogada@hotmail.com
mailto:monicamancop-abogada@hotmail.com
mailto:monicamancop-abogada@hotmail.com
mailto:monicamancop-abogada@hotmail.com
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REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ distinta a la del QUINDIO, en la 

cual se realice una valoración integral de todas las deficiencias, discapacidades y 

minusvalías que presenta en la actualidad el señor ABEL DARIO QUICENO 

MORENO, así como las enfermedades que fueron objeto de valoración en la 

calificación realizada en el año 2009. 

 

DOCUMENTOS QUE DEBEN EXHIBIR LOS DEMANDADOS 

Con el debido respeto, solicito al señor juez, ordenar la exhibición y aporte de los 

documentos que se encuentran en poder de los demandados, especialmente los 

siguientes: 

- El dictamen de pérdida de capacidad laboral proferido por la Junta Regional 

de Calificación de Invalidez del Quindío  el 14 de mayo de 2009 donde se 

estableció la pérdida de capacidad laboral del 51.93% y fecha de 

estructuración 20 de abril de 2009. 

 

-  Dictamen 3458-2020 del 11 de septiembre de 2020 proferido por Junta 

Regional de Calificación de Invalidez del Quindío donde  se estableció un 

porcentaje de PCL del 34.80% y fecha de estructuración el 31 de marzo de 

2020. 

 

- Expediente administrativo del señor ABEL DARIO QUICENO MORENO y 

que se encuentra en poder de los demandados. 

 

XII. ANEXOS 

 

1- Poder a favor de la suscrita abogada. 

2- Copia de la cédula de mi poderdante 

  

XIII. COMPETENCIA 

De conformidad al artículo 13 del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social, es Usted señor Juez el competente para conocer de esta 

demanda.  

XVI. NOTIFICACIONES 

El Demandante: 

 Dirección: Barrio la Patria, manzana 53 casa 42 de Armenia, Quindío. 

 Celular: 3145550351 

 Correo electrónico: darioqui45@gmail.com  

 

Los demandados:  

La Administradora Colombiana de Pensional –COLPENSIONES: 

 Dirección: Calle 21 No.14-40 en  de Armenia, Quindío. 

 Celular:  

 Correo Electrónico: notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co  

mailto:darioqui45@gmail.com
mailto:notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co
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La Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío: 

 Dirección: Carrera 13 número 19-09 Local 4 P-1 Centro Comercial 

Altavista de Armenia. 

 Teléfono: 7443654 

 Correo electrónico: jr.calificaciondeinvalidez@gmail.com   

La Junta Nacional de Calificación de Invalidez 

 Dirección: Av Park way  Diagonal 36 Bis # 20 -74 de Bogotá D.C. 

 Teléfono: 7440337 

 Correo Electrónico: notificaciondemandas@juntanacional.com  

                                angelica.prieto@juntanacional.com   

LA suscrita apoderada del demandante:  

 Dirección: Ddomicilio en la calle 21 # 16-46 Torre Colseguros, Oficina 407 

de Armenia (Quindío). 

 Celular: 314-348-3279 

 Correo electrónico: monicamancop-abogada@hotmail.com  

 

 Del señor Juez.  

Con todo respeto. 

  

MÓNICA MARÍA MANCO POVEDA  

C.C 1.094.946.547 de Armenia (Quindío) 

T.P. 321.359 del Consejo Superior de la Judicatura 

Cel.: 3143483279 

 

mailto:jr.calificaciondeinvalidez@gmail.com
mailto:notificaciondemandas@juntanacional.com
mailto:angelica.prieto@juntanacional.com
mailto:monicamancop-abogada@hotmail.com
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Entidad calificadora: Junta Nacional de Calificación de Invalidez - Sala 2

Calificado: ABEL DARIO QUICENO MORENO Dictamen:15406015 - 4137 Página 1 de 13

DICTAMEN DE DETERMINACIÓN DE ORIGEN Y/O
PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL Y OCUPACIONAL

1. Información general del dictamen
 Fecha de dictamen: 25/02/2021  Motivo de calificación: PCL (Dec 917/1999)  Nº Dictamen: 15406015 - 4137

 Tipo de calificación:

 Instancia actual: Segunda Instancia  Primera oportunidad: COLPENSIONES
 Primera instancia: Junta Regional de 

Quindío

 Tipo solicitante: AFP  Nombre solicitante: COLPENSIONES  Identificación: NIT 900336004

 Teléfono: 2170100 ext 4617  Ciudad: Bogotá, D.C. - Cundinamarca  Dirección: Cl 73 No. 11 12

 Correo eletrónico: juntascolpensiones@asaludltda.com.co

2. Información general de la entidad calificadora
 Nombre: Junta Nacional de Calificación de 

Invalidez - Sala 2
 Identificación: 830.026.324-5  Dirección: Diagonal 36 bis # 20 - 74

 Teléfono: 7440737  Correo electrónico:  Ciudad: Bogotá, D.C. - Cundinamarca

3. Datos generales de la persona calificada
 Nombres y apellidos: ABEL DARIO 

QUICENO MORENO
 Identificación: CC - 15406015 - 

ANTIOQUIA
 Dirección: ME

 Ciudad: Armenia - Quindio  Teléfonos: - 3104364540/3235211173-  Fecha nacimiento: 27/12/1975

 Lugar: Anzá - Antioquia  Edad: 45 año(s) 1 mes(es)  Genero: Masculino

 Etapas del ciclo vital: Población en edad 
economicamente activa

 Estado civil: Unión Libre  Escolaridad: Básica primaria

 Correo electrónico:  Tipo usuario SGSS: Contributivo (Cotizante)  EPS: Medimás EPS

 AFP: COLPENSIONES  ARL:  Compañía de seguros:

4. Antecedentes laborales del calificado
 Tipo vinculación: Dependiente  Trabajo/Empleo:  Ocupación:

 Código CIUO:  Actividad economica:

 Empresa: NO REFIERE  Identificación: NIT -  Dirección:

 Ciudad:  Teléfono: Fecha ingreso:

 Antigüedad:

Descripción de los cargos desempeñados y duración:

AGRICULTOR

5. Relación de documentos y examen físico (Descripción)

Relación de documentos

Fotocopia simple del documento de identidad de la persona objeto de dictamen o en su defecto el número correspondiente.



Entidad calificadora: Junta Nacional de Calificación de Invalidez - Sala 2

Calificado: ABEL DARIO QUICENO MORENO Dictamen:15406015 - 4137 Página 2 de 13

1.  
2.  

Copia completa de la historia clínica de las diferentes instituciones prestadoras de Servicios de Salud, incluyendo la historia clínica 
ocupacional, Entidades Promotoras de Salud, Medicina Prepagada o Médicos Generales o Especialistas que lo hayan atendido, que 
incluya la información antes, durante y después del acto médico, parte de la información por ejemplo debe ser la versión de los 
hechos porparte del usuario al momento de recibir la atención derivada del evento. En caso de muerte la historia clínica o epicrisis de 
acuerdo con cada caso. Si las instituciones prestadoras de servicios de salud NO hubiesen tenido la historia clínica, o la misma NO 
esté completa, deberá reposar en el expediente certificado o constancia de este hecho, caso en el cual, la entidad de seguridad social 
debió informar esta anomalía a los entes territoriales de salud, para la investigación e imposición de sanciones él que hubiese lugar.

Información clínica y conceptos

Resumen del caso:
 
Calificación en primera oportunidad:
 
COLPENSIONES con dictamen 3911871 de fecha 31/03/2020 le calificó diagnósticos de Lumbago no especificado (M545),
Trastorno depresivo recurrente no especificado (F339) Pérdida de Capacidad Laboral (PCL) de 36.50%, de origen común, con
fecha de estructuración 31/03/2020 (fecha del estado actual del paciente al momento de la valoración titulo 2, fisioterapia).  La
calificación de PCL emitida se desglosa así: Deficiencia: 20.00%; Discapacidad: 4.50% y Minusvalía: 12.00%. Las
Deficiencias Calificadas fueron: Trastorno depresivo (20.00%) Capítulo Xll, Numeral 12.4.4, Tabla 12.4.5. Clase ll

 
El Paciente Abel Darío Quiceno Moreno, no estuvo de acuerdo y fue enviado a la Junta Regional de Calificación de
Invalidez
 
Calificación Junta Regional de calificación de Invalidez:
La Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío mediante dictamen N° 3458-2020 de fecha 11/09/2020 establece:
La calificación de PCL emitida se desglosa así:
 

DESCRIPCIÓN % ASIGNADO
CAPÍTULO, NUMERAL, 

LITERAL, TABLA

Trastorno depresivo 20% C:N: T:Clase 12 Numeral 
12,4,4

Lumbalgia 5% C:N:T: Clase 1.16
Total, Deficiencias ponderadas 21.50%

 
Diagnóstico(s):

Lumbago no especificado
Trastorno depresivo

 
Deficiencias:                                        21.50%
Discapacidades:                                    2.30%
Minusvalías:                                         11.00%
Pérdida de capacidad Laboral:          34.80%
 
Origen: Común
Fecha de Estructuración: 31/03/2020

 
 

La Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío, fundamenta su dictamen, especialmente, en los siguientes
términos: ‘’   : Paciente masculino de 44 años, quien apelaDOCUMENTOS HISTORIA CLINICA FUNDAMENTOS FACTICOS
dictamen de revisión estado de invalidez en primera oportunidad de Colpensiones; este caso fue calificado por la Junta de
Calificacion de Invalidez del Quindío el 27 de abril de 2009, por lo tanto será calificado de acuerdo al Decreto 917 de 1999,
según lo estipulado en el artículo 55 del Decreto 1352 del 2013. De acuerdo a la historia es un paciente con trastorno
depresivo recurrente, acortamiento de miembro inferior derecho trastorno de personalidad esquizotípico y discopatía lumbar.
(…) Valoración junta: Paciente que ingresa por sus propios medios, signos vitales normales, al momento del examen
orientado en las tres esferas mentales, sin evidencia de labilidad afectiva, ni agresividad, ni ideas de minusvalía, presenta
dolor a nivel de la región lumbar sin evidencia semiológica de radiculopatía. Diagnóstico: Lumbago no especificado. Trastorno
depresivo. : Paciente en proceso de revisión de estado de invalidez se revisa la informaciónANALISIS Y COMENTARIOS
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aportada se evalúa el paciente y se procede a calificar. Origen: Común Fecha de estructuración: 31 de marzo de 2020.
//Paciente masculino de 44 años, quien apela dictamen de revisión estado de invalidez en primera oportunidad de
Colpensiones; esté caso fue calificado por la Junta de Calificacion de Invalidez del Quindío el 27 de abril de 2009, por lo tanto
será calificado de acuerdo al decreto 917 de 1999, según lo estipulado en el artículo 55 del Decreto 1352 del 2013, de
acuerdo a la historia es un paciente con trastorno depresivo recurrente. Acortamiento de miembro inferior derecho trastorno
de personalidad esquizotípico y discopatía lumbar. En la historia encontramos: 3 marzo de 2020 Psiquiatría: Doctor Salazar
diagnostico trastorno depresivo recurrente, trastornos de ansiedad, problemas relacionados con la acentuación de rasgos de
la personalidad. 13 de febrero de 2020: Interconsulta no determinada por dolor en región lumbar que presenta antecedente de
discopatía lumbar L4. L5 y L5.S1. 31 de marzo de 2020: Fisioterapia: usuario masculino con diagnóstico de trastorno
depresivo recurrente, trastorno de ansiedad, dolor crónico y discopatía lumbar, requiere asistencia completa para vestirse se
puede bañar por si solo pero requiere vigilancia, para realizar la marcha y traslado de cama o silla requiere apoyo de terceros.
Imagenología: 18 de septiembre de 2014: Resonancia magnética columna lumbar: discretos cambios espondiloliticos y
artrósicos, protrusiones discales en L4, L5 y L5.S1 con leve efecto de masa.  Paciente que ingresa porVALORACIÓN JUNTA:
sus propios medios, signos vitales normales, al momento del examen orientado en las tres esferas mentales, sin evidencia de
labilidad afectiva, ni agresividad, ni ideas de minusvalía, presenta dolor a nivel de la región lumbar sin evidencia semiológica
de radiculopatía. : Paciente en proceso de revisión de estado de invalidez se revisa laANÁLISIS Y COMENTARIOS
información aportada se evalúa el paciente y se procede a calificar. Se desempeñó como vaquero, manejo de ganado y
alambrador en la finca Gironda S.A. no labora ni tiene ocupación desde hace 10 años. Está pensionado por invalidez.
Manifiesta que requiere asistencia de otra persona para vestirse, se baña solo, no requiere ayuda para traslado de la cama a
la silla ni para desplazarse. Es independiente, ingresó al consultorio por sus propios medios, subió por sí mismo a la camilla
de examen y bajo de la misma sin inconveniente origen: Común. Fecha de estructuración: 31 de marzo de 2020.’’
 
Motivación de la controversia: El Paciente Abel Darío Quiceno Moreno, controvierte el dictamen con base en: “…Yo,
Abel Darío Quinceno Moreno C.C 15406015 de Antioquia manifiesto mi inconformidad con el dictamen de calificación de
invalidez otorgada por esta entidad en día 28/09/2020 por estos motivos elevo apelación este dictamen por los siguientes
motivos: 1. La Junta Regional no tuvo en cuenta el resultado de la resonancia solicitada pro fisiatría en el presente año y me
califica con una resonancia del año 2014 a un teniendo la solicitud de que fuera tenido en cuenta resonancia del 2020. 2. Soy
una persona que necesita la ayuda de terceros para mis desplazamientos y actividades lo cual la junta no tiene en cuenta y
asimila por decisión que no es así sin preguntar. 3. Dan un dictamen de trastorno sin tener en cuenta que soy un paciente que
se encuentra medicado permanentemente por lo cual es parte de mejoría y las cuales no debo dejar de tomar. 4. La Junta
Regional no dejo ingresar a mi esposa el dia de la calificación y me toco ayudarme con mis medios para examen la cual
necesitaba como apoyo. 5. Me parece de extrañas circunstancias la manifestación de la doctora Ligia Inés Torres
fisioterapeuta de la Junta Regional quien al momento de yo ingresara al consultorio manifestara el siguiente resalto don Abel a
usted le quitaron la pensión porque a Colpensiones fue una persona a decir que usted estaba muy bien lo cual me parece
ilógico ya que son entidades que no deben actuar por comentarios. Y solo tener en cuenta mi estado de salid actual y tener en
cuenta resultados todos los exámenes no solo lo que les aparezca. Por tales motivos solicito sea mi caso remitido a la Junta
Nacional de calificación para valoración y que sea tenido en cuenta resonancia del año 2020 y toda mi historia clínica. No solo
hasta el 2014…”
 
Otros aspectos tenidos en cuenta
Antecedentes
Dictamen Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío N° 073-09 de fecha 14/05/2009 determinó: Diagnóstico(s):
1. Hernias discales lumbosacras 2. Acortamiento miembro inferior derecho 3. Trastorno depresivo 4. Trastorno de
personalidad esquizotípico (psicóticos). Deficiencias: 23.28% Discapacidades: 9.40% Minusvalías: 19.25% Porcentaje pérdida
capacidad laboral: 51.93% Origen: Común F.E: 20/04/2009. Las deficiencias calificadas fueron: Restricción de mov col dorso-
lumbar C: 1 T: 1.7, 1.9, 1.11 (5.5%), Sin doloroso de columna (hernia INOP) C: 1 T:1.16 (15%), Asimetría de MMII C:1 T:1.94
(0.275%), Trastorno del humor (depresión) C:12 T: 12 4.4 (10.0%), Trastorno de personalidad grupo A (esquiz) C:12 T:12.4.10
(10.0%)

Resumen de información clínica:
 
Nota: La sala 2 de la Junta Nacional de Calificación aclara que la transcripción de la ponencia y de las notas de Historia
clínica del expediente se hace en forma literal por tanto pueden encontrarse siglas, errores gramaticales y ortográficos que
pueden ser incomprensibles, y que además por ley no deben usarse en la escritura médica de la Historia clínica, errores
gramaticales y ortográficos de los cuales no es responsable la Junta Nacional de Calificación de invalidez. 

Conceptos médicos

 Fecha: 15/08/2019  Especialidad: Psiquiatria Dr. Luis Salazar, folio 46:

Resumen:
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Paciente valorado por ultima vez en 15 de julio de 2019 con impresión diagnostica de trastorno depresivo recurrente. Trastorno de ansiedad.
Otro dolor crónico. Trae cuadro hemático del 22 de julio de 2019 normal. Paciente asiste con la esposa, dice que toma la medicación según
la indicación, con cumplimiento, tolerancia y con una evolución, irregular con pobre control del dolor y con persistencia de síntomas
depresivos y ansiosos asociados al hecho que fue valorado nuevamente por medico laboral. Concepto medico: paciente con persistencia de
síntomas ansiosos y depresivos y pobre control del dolor se sigue igual manejo.

 Fecha: 15/10/2019  Especialidad: Psiquiatria Dr. Luis Salazar, folio 50:

Resumen:

Paciente valorado por ultima vez en el 13 de septiembre de 2019 con impresión diagnostica de trastorno depresivo recurrente. Trastorno de
ansiedad. Otro dolor crónico Paciente asiste con la esposa, toma la medicación según la indicación con cumplimiento, tolerancia y con una
evolución algo irregular, pero sin crisis como tal. Se queja del pobre control del dolor. Concepto medico: psiquiátricamente compensado, se
sigue igual manejo. Dx: Trastorno depresivo recurrente. Trastorno de ansiedad. Otro dolor crónico. Problemas relacionados con la
acentuación de rasgos de la PE

 Fecha: 17/12/2019  Especialidad: Psiquiatría. Dr. Luis Fernando Salazar. Página 54

Resumen:

Motivo de consulta: Control. Enfermedad actual: Paciente valorado por última vez el 19 de noviembre de 2019 con impresión diagnóstica
de: Trastorno depresivo recurrente. Trastorno de ansiedad. Otro dolor crónico. Problemas relacionados con la acentuación de rasgos de la
personalidad. Formulado con fluoxetina 20mg suspendida por fallo terapéutico sertralina 50mg 1-1-0 clozapina 100mg 0-0-4 analgesia.
Paciente trae CH del 22 de noviembre de 2019 normal, toma la medicación según la indicación con cumplimiento, tolerancia y con una
evolución algo irregular debido al aumento del dolor. No datos de psicosis. Examen mental: Nivel de alerta, orientación y atención. Normal.
Porte y actitud: Normal. Actividad motora: Normal. Afecto: Anormal, fondo ansioso, sensopercepciones: Normal. Lenguaje: Normal.
Pensamiento: Normal. Memoria: Normal. Juicio y raciocinio: Normal. Introspección: Normal. Inteligencia: Normal, Otros hallazgos
positivos: Normal. Dx principal: Trastorno depresivo recurrente. Dx relacionado 1: Trastorno de ansiedad. Dx relacionado 2: Otro dolor
crónico. Dx relacionado 3: Otros problemas relacionados con la acentuación de los rasgos de la PE.

 Fecha: 03/02/2020  Especialidad: Psiquiatría. Dr. Luis Fernando Salazar. Página 5-45

Resumen:

Motivo de consulta: Control. Enfermedad actual: Paciente valorado por ultima vez el 17 de diciembre de 2019 con impresión diagnóstica:
Trastorno depresivo recurrente. Trastorno de ansiedad. Otro dolor crónico. Problemas relacionados con la acentuación de rasgos de la
personalidad. Formulado con fluoxetina 20mg suspendida por fallo terapéutico sertralina 50mg 1-1-0 clozapina 100mg 0-0-4 analgesia.
Paciente asiste con la esposa, dice que no le han entregado la medicación con el cumplimiento, no esta tomando la sertralina y debido a esto
viene con aumento de síntomas depresivos y ansiosos, también esta teniendo algunas dificultades para el pago de la EPS. Examen mental:
Nivel de alerta, orientación y atención normal porte y actitud normal, actividad motora normal, afecto anormal triste y ansioso.
Sensopercepciones: Normal, lenguaje normal. Pensamiento anormal alguna ideación depresiva no ideación suicida, memoria normal. Juicio
y raciocinio normal, introspección normal inteligencia normal, otros hallazgos positivos normal, algo irregular por dolor en la madrugada.
Dx principal: Trastorno depresivo recurrente Dx relacionado 1: Trastorno de ansiedad. Dx relacionado 2: Problemas relacionados con la
acentuación de rasgos de la personalidad Dx relacionado 3: Otro dolor crónico. Finalidad. Esposa y paciente.

 Fecha: 03/02/2020  Especialidad: Psiquiatria, Dr. Luis Salazar, folio 45:

Resumen:

Fuente de información: Esposa y paciente, finalidad causa: No aplica, causa externa: enfermedad general, sintomático o respiratorio: No,
paciente nuevo: No.

 Fecha: 16/03/2020  Especialidad: Fisiatria, folio 64:

Resumen:

Control: edad 44 años, refiere pensionado, vive con esposa, armenia. Dolor lumbar crónico. Paciente refiere dolor crónico lumbar, antec
trauma con semoviente. Dolor episódico 9/10, AVD independiente. Refiere solicitaron para nueva calificación. Examen físico: Motor 4/5
MSIS. No lasegue, eutrofismo en MSIS. Transición marcha antalgica, movilidad lumbar grado II. Lumbalgia crónica. RMN 2014
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protrusiones discales artrosis, protrusión discal L4 L5 L5,S1 concepto no qx neurocx 2019. Psiquiatría Dx Tab. Plan: RMN lumbar, control
con RDOS. Refiere no tolera la terapia física, terapia ocupacional, terapia hídrica. Algesiologia. Esta en control con psiquiatría Dx TAB.

 Fecha: 15/07/2020  Especialidad: Fisiatría, Dra. Patricia Gutiérrez, folio 16:

Resumen:

(Aportado por correo electrónico) “Lumbalgia crónica. Protrusiones discales, artrosis, protrusión discal L4 L5, L5 S1. Concepto no Qx
Neurocx 2019. Rmn 2020 hernia discal L4 L5 L5 S1. Psiquiatría dx tab. Análisis y plan: Control en 10 sem. Realiza terapia en casa.
Recomendaciones de caminata, mínimo 10 minutos dentro de su casa, para conservar buen estado físico, a tolerancia, sino le genera dolor ni
severo ni moderado.”

 Fecha: 31/08/2020  Especialidad: Psiquiatría, Dr. Luis Salazar, folio 3:

Resumen:

(Aportado por correo electrónico) “Enfermedad Actual: paciente 44 años, valorado por última vez el 14 de julio de 2020 con impresión
diagnóstica de: Trastorno depresivo recurrente. Trastorno de ansiedad. Otro dolor crónico. Paciente asiste a control solo, dice que toma la
medicación según la indicación, con cumplimiento, tolerancia y con una buena y estable evolución, sin datos de descompensación como tal.
Personalidad premórbida: paciente pensionado por patología dolorosa, vive en parques de bolívar con una pareja de 35 años, dedicada al
hogar y la suegra y un cuñado de 39 años (construcción) paciente tiene 4 hijos de una relación anterior de las siguientes edades: hombres de
25 años y mellizos de 17 años y una hija de 23 años, paciente trabajaba en fincas. Examen mental: nivel de alerta, orientación y atención:
normal. Otros hallazgos positivos: anormal, buen patrón de sueño. Concepto: sin crisis como tal, se sigue igual manejo. Diagnóstico:
Trastorno depresivo recurrente, Otro dolor crónico.”

 Fecha: 11/09/2020  Especialidad: Fisiatría. Dra. Patricia Gutiérrez. Página 96

Resumen:

Motivo consulta: Control. Lumbalgia crónica. RMN 2014 protrusiones discales artrosis protrusion discal L4L5 L5S1. Concepto no qx
neurocx 2019. Psiquiatría Dx TAV. Pensionado. Estado actual EVA 9/10 en zona lumbar, esta en control con psiquiatría ultimo control 31
agosto 2020. Paciente refiere en los últimos 10 días incluso hoy, no ha presentado fiebre, ni síntomas respiratorios ni las personas con las
que convive. Examen físico: Motor 4 de 5. No lasegue miofascial lumbar. Movilidad lumbar no evaluable. Colaborador, no agresividad.

 Fecha: 05/10/2020  Especialidad: Psiquiatría, Dr. Gerardo Cerón, folio 1:

Resumen:

(Aportado por correo electrónico) “Enfermedad actual: Paciente de 45 años originario de Antioquia procedente de Armenia unión libre
primaria primero, padre de 4 hijos de 25.23.17 gemelos, refiere que vive esposa suegra cuñado a controles desde el 2011, accidente “me
jodí la cintura entre en depresión”, refiere hospitalizaciones por psiquiatría 3 oportunidades clínica Prado, última no recuerda comenta
último control hace un mes medicado con sertralina de 100 mg, clozapina de 100mg 0 0 1, pensionado desde el 2011, refiere que se
encuentran depresivo refiere asociado a dolor. Antecedentes personales: psiquiátricos: T. depresivo recurrente. Ingestión de medicamentos,
fluoxetina 20mg 3-0-0, clozapina 400mg noche, acetaminofén, patológicos: dolor crónico por discopatía lumbar. Familiares: Otras
enfermedades: cáncer de testículo en el hijo, hermana con CA de huesos. Examen mental: nivel de alerta, orientación y atención: normal,
orientados a uot y alopsiquicamente. Porte y actitud: normal. Colaborador. Actividad motora normal, sin alteraciones. Afecto anormal,
ansioso, Lenguaje normal. Raciocinio normal acorde a su estado mental. Inteligencia: normal. Otros hallazgos positivos. normal. Concepto
médico: paciente de 44 años con sintomatología ansiosa depresiva, de base dolor crónico pensionado debe continua con sertralina de 100
/mg día clozapina de 100mg noche. Trae examen de 28 de septiembre 2020, leucocitos 8.16. recuento absoluto neutrófilos 5.72. eritrocitos:
5.42, hemoglobina 16.2, hematocrito 46.2, plaquetas 159, control en un mes se dan recomendaciones manejo alarma. Diagnóstico: otro
dolor crónico. Trastorno depresivo recurrente actualmente en remisión.”

 Fecha: 11/11/2020  Especialidad: Psiquiatría. Dr. Gerardo Gómez. Aporta vía correo

Resumen:
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Motivo de consulta: Control de trastornos depresivos. Enfermedad actual Paciente de 44 años asiste a control de trastorno depresivo
recurrente, dolor crónico, refiere que vive con esposa, cuñado suegra en el momento medicado con sertralina de 100mg día dificultades en
la consecución se modifica a fluoxetina se continua con clozapina 100mg. Concepto médico: Paciente de 46 años con sintomatología
ansioso depresiva de base dolor crónico pensionado clozapina de 100mg 1 noche fluoxetina de 20mg 1 en la mañana 1 en la tarde noche.

Pruebas especificas

 Fecha: 24/09/2013  Nombre de la prueba: Rm columna lumbar simple, folio 34:

Resumen:

Rectificación de la lordosis fisiológica lumbar. Cambios por deshidratación de los discos L4-L5 y Ls-S1. Hernia discal central, protruida, no
migrada L4-L5 con compromiso de la grasa epidural anterior, Hernia central protruida y mínimamente migrada hacia caudal del disco L5-
S1 quo ocupa la grasa epidural anterior y deforma de manera mínima el saco Tecal que alcanza a estar en contacto con la raf= 51 derecha
lateral, Las láminas de L5 son francamente asimétricas y la apófisis espinosa tiene una inclinación hacia la izquierda; sin embargo, no hay
evidencia franca de comunicación de la grasa al interior del canal raquídeo con la grasa del plano muscular profundo. Es probable que haya
una disgrafia oculta muy pequeña que no se puede caracterizar de manera completa por medio de estas imágenes, Nauro forámenes con
amplitud conservada, No hay evidencia do lisis o de listesis. Articulaciones facetarias de L4-L5 a ambos lados y LS-S1 de predominio al
lado derecho con cambios degenerativos moderados. Tejidos blandos prevertebrales y para espinales sin alteraciones. Cordón medular y
raíces de la cola de caballo sin hallazgos patológicos. Articulaciones sacroilíacas sin alteraciones

 Fecha: 18/09/2014  Nombre de la prueba: Rm columna lumbar simple, folio 35:

Resumen:

Conclusión: Discretos cambios espondilóticos y artrósicos. protrusiones discales en L4-L5 y L5-S1 con leve efecto de masa

 Fecha: 04/03/2020  Nombre de la prueba: Electromiografia, folio 27 y 67:

Resumen:

Estudio normal. No hay hallazgos electrofisiológicos en lo evaluado que sugieren lesión de la unidad motora de miembros inferiores.

 Fecha: 11/06/2020  Nombre de la prueba: Resonancia de columna lumbar simple, folio 92:

Resumen:

Opinión: Hernias discales L4-L5 y L5-S1. Leve inclinación del segmento L4-L5 hacia la izquierda. Tropismo de las laminas L5 y
desviación de la apófisis espinosa hacia la izquierda. Mínimo compromiso en amplitud del neuroforamen L5-S1 del lado derecho.

Concepto de rehabilitación

 Proceso de rehabilitación: Sin información

Valoraciónes del calificador o equipo interdisciplinario

 Fecha:  Especialidad: Medicina Laboral y Terapia Ocupacional

 
VALORACIÓN INTERDISCIPLINARIA JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ. Medicina Laboral y
Terapia Ocupacional (09-12-2020)
 
 
De conformidad con la coyuntura nacional e internacional sobre la pandemia decretada por la Organización Mundial de la
Salud y de acuerdo a las recomendaciones de organismos internacionales, el Gobierno Nacional y Distrital, como entidad de
servicio público la JNCI tiene la responsabilidad de adoptar las acciones requeridas para evitar la expansión del coronavirus
COVID-19. En tal sentido y de forma temporal hasta que el gobierno levante las medidas, los miembros de la Junta Nacional
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de Calificación de Invalidez deciden calificar basado en toda la documentación aportada en el expediente, según comunicado
del 22 de octubre de 2020.
 
 
En comunicación enviada por correo electrónico de fecha 24-12-2020 el Sr. Abel Darío Quiceno Moreno, manifiesta
que: “…Adjunto documentos que solicito sean tenidos en cuenta ya que mi estado de salud no es el mejor y me encuentro en
desacuerdo con el porcentaje otorgado por la junta regional del Quindío ya que soy una persona que no puedo hacer fuerza ni
esfuerzos físicos. Y con ese dictamen mi vida se encuentra amenazada ya que soy un paciente que se encuentra en
tratamiento psiquiátrico y que necesito estar medicado todo el tiempo lo cual lo soporto con historia clínica…”

Fundamentos de derecho:
 
 
 
Para el caso que nos ocupa debe tenerse en cuenta que de acuerdo al artículo 8, del decreto 917 de 1999 la distribución
porcentual de los criterios para la calificación total de la invalidez debe hacerse así:
 
“Para realizar la calificación integral de la invalidez, se otorga un puntaje a cada uno de los criterios descritos en el artículo
anterior (Deficiencia, discapacidad y minusvalía), cuya sumatoria equivale al 100% del total de la pérdida de la capacidad
laboral, dentro de los siguientes rangos máximos de puntaje”:

 
CRITERIO PORCENTAJE (%)
Deficiencia 50
Discapacidad 20
Minusvalía 30

 
Para las deficiencias: El grado de deficiencia a que se refiere el Libro Primero y que se relaciona con los sistemas orgánicos,
se expresa en porcentajes de pérdida funcional (deficiencia global). Para facilitar el ejercicio del calificador o de las Juntas
Calificadoras, contiene una serie de tablas de valores por órganos o sistemas, de las cuales se pueden sustraer los valores
correspondientes a este componente. Sin embargo, en aquellos casos en que se encuentren afectados dos o más órganos o
sistemas, los valores parciales de las respectivas deficiencias globales deben ser combinados según la siguiente
fórmula:            

 
A  +   (50-A)B
100

 
 
Donde A y B corresponden a las diferentes deficiencias. Siendo A la de mayor valor y B la de menor valor.  De esta forma se
combinan los valores correspondientes A y B. Este procedimiento se denomina "suma combinada".  En caso de que existan
más de dos valores, éstos deben ser previamente ordenados de mayor a menor valor, para proceder a combinarlos
sucesivamente aplicando la fórmula.
Ejemplo: A = 20%
  B = 10% Suma combinada = 20 +   (50 –20)X10  = 23%         

  100
 
Teniendo en cuenta que el valor de la deficiencia de extremidad puede alcanzar el 100%, se deberá utilizar la siguiente
fórmula cuando haya que combinar deficiencias de extremidad:

 
 
A  +   (100-A)B
       100
 

 
Se deberá calcular la deficiencia global correspondiente a cada capítulo y solo después se hará combinación de valores  de
deficiencia global entre capítulos para hallar la deficiencia global final.

 
Quienes legalmente pueden o deben determinar la pérdida de la capacidad laboral de una persona, deben tener en cuenta
que la deficiencia debe ser demostrable anatómica, fisiológica y psicológicamente, o en forma combinada. Tales
anormalidades podrán ser determinadas por pruebas de ayuda diagnóstica del afiliado, referidas a sus signos y síntomas.
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1.  
2.  

Las patologías que sólo se manifiestan con síntomas, no son posibles de definir fácilmente por quien califica. Por tanto, las
decisiones sobre los porcentajes de deficiencia deben ser respaldadas con la historia clínica del paciente y las pruebas de
ayuda diagnóstica, complementando así el criterio clínico. Los resultados obtenidos con las pruebas complementarias de
diagnóstico deben corresponder a las alteraciones anatómicas, fisiológicas y/o psíquicas detectables por tales pruebas, y
confirmar los signos encontrados durante el examen médico. Las afirmaciones del paciente que solo consideran la descripción
de sus molestias sin respaldo de signos o exámenes complementarios, no tienen valor para establecer una deficiencia.
 
 
 
Otros fundamentos de derecho que se tuvieron en cuenta para el presente dictamen se encuentran en las siguientes normas:

Ley 100 de 1993, crea las Juntas de Calificación.
Decreto Ley 19/2012 Art.142
Decreto 1295 de 1994 y Ley 776 de 2002, reglamentan el Sistema General de Riesgos Profesionales (SGRP)
Decreto 917 de 1999, determina el Manual Único de Calificación de Invalidez.
Decreto 1352 de 26 de junio de 2013 que derogó el Decreto 2463 de 2001, que reglamenta el funcionamiento y 
competencia de las Juntas de Calificación
Ley 1562 del 2012.

Análisis y conclusiones:
 
 

ANÁLISIS Y CONCLUSIONES DE LA JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ
 
 
La Sala dos de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, con base en los fundamentos de hecho y derecho expuestos
anteriormente y, teniendo en cuenta que una vez revisada la documentación aportada, establece que: Calificación en
primera oportunidad: COLPENSIONES con dictamen 3911871 de fecha 31/03/2020 le calificó diagnósticos de Lumbago no
especificado (M545), Trastorno depresivo recurrente no especificado (F339) Pérdida de Capacidad Laboral (PCL) de 36.50%,
de origen común, con fecha de estructuración 31/03/2020 (fecha del estado actual del paciente al momento de la valoración
título 2, fisioterapia).  La calificación de PCL emitida se desglosa así: Deficiencia: 20.00%; Discapacidad: 4.50% y Minusvalía:
12.00%. Las Deficiencias Calificadas fueron: Trastorno depresivo (20.00%) Capítulo Xll, Numeral 12.4.4, Tabla 12.4.5. Clase ll

 
 

El Paciente Abel Darío Quiceno Moreno, no estuvo de acuerdo y fue enviado a la Junta Regional de Calificación de
Invalidez
 
 
Calificación Junta Regional de calificación de Invalidez:
La Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío mediante dictamen N° 3458-2020 de fecha 11/09/2020 establece:
La calificación de PCL emitida se desglosa así:
 

DESCRIPCIÓN % ASIGNADO
CAPÍTULO, NUMERAL, 

LITERAL, TABLA

Trastorno depresivo 20% C:N: T:Clase 12 Numeral 
12,4,4

Lumbalgia 5% C:N:T: Clase 1.16
Total, Deficiencias ponderadas 21.50%

 
Diagnóstico(s):

Lumbago no especificado
Trastorno depresivo

 
21.50%Deficiencias:                                        

2.30%Discapacidades:                                    
11.00%Minusvalías:                                         

Pérdida de capacidad Laboral:          34.80%
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ComúnOrigen: 

 
31/03/2020Fecha de Estructuración: 

 
 
La Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío, fundamenta su dictamen (Ver transcripción)
 
El Paciente Abel Darío Quiceno Moreno, controvierte el dictamen (Ver transcripción)
 
Conceptos médicos
15/08/2019-Psiquiatria Dr. Luis Salazar, folio 46:
Paciente valorado por ultima vez en 15 de julio de 2019 con impresión diagnostica de trastorno depresivo recurrente.
Trastorno de ansiedad. Otro dolor crónico. Trae cuadro hemático del 22 de julio de 2019 normal. Paciente asiste con la
esposa, dice que toma la medicación según la indicación, con cumplimiento, tolerancia y con una evolución, irregular con
pobre control del dolor y con persistencia de síntomas depresivos y ansiosos asociados al hecho que fue valorado
nuevamente por medico laboral.   Concepto medico: paciente con persistencia de síntomas ansiosos y depresivos y pobre
control del dolor se sigue igual manejo.
 
15/10/2019-Psiquiatria Dr. Luis Salazar, folio 50:
Paciente valorado por ultima vez en el 13 de septiembre de 2019 con impresión diagnostica de trastorno depresivo recurrente.
Trastorno de ansiedad. Otro dolor crónico Paciente asiste con la esposa, toma la medicación según la indicación con
cumplimiento, tolerancia y con una evolución algo irregular, pero sin crisis como tal. Se queja del pobre control del dolor.
Concepto medico: psiquiátricamente compensado, se sigue igual manejo. Dx: Trastorno depresivo recurrente. Trastorno de
ansiedad. Otro dolor crónico. Problemas relacionados con la acentuación de rasgos de la PE
 
17/12/2019. Psiquiatría. Dr. Luis Fernando Salazar. Página 54
Motivo de consulta: Control. Enfermedad actual: Paciente valorado por última vez el 19 de noviembre de 2019 con impresión
diagnóstica de: Trastorno depresivo recurrente. Trastorno de ansiedad. Otro dolor crónico. Problemas relacionados con la
acentuación de rasgos de la personalidad. Formulado con fluoxetina 20mg suspendida por fallo terapéutico sertralina 50mg 1-
1-0 clozapina 100mg 0-0-4 analgesia. Paciente trae CH del 22 de noviembre de 2019 normal, toma la medicación según la
indicación con cumplimiento, tolerancia y con una evolución algo irregular debido al aumento del dolor. No datos de psicosis.
Examen mental: Nivel de alerta, orientación y atención. Normal. Porte y actitud: Normal. Actividad motora: Normal. Afecto:
Anormal, fondo ansioso, sensopercepciones: Normal. Lenguaje: Normal. Pensamiento: Normal. Memoria: Normal. Juicio y
raciocinio: Normal. Introspección: Normal. Inteligencia: Normal, Otros hallazgos positivos: Normal. Dx principal: Trastorno
depresivo recurrente. Dx relacionado 1: Trastorno de ansiedad. Dx relacionado 2: Otro dolor crónico. Dx relacionado 3: Otros
problemas relacionados con la acentuación de los rasgos de la PE.
 
03/02/2020. Psiquiatría. Dr. Luis Fernando Salazar. Página 5-45
Motivo de consulta: Control. Enfermedad actual: Paciente valorado por ultima vez el 17 de diciembre de 2019 con impresión
diagnóstica: Trastorno depresivo recurrente. Trastorno de ansiedad. Otro dolor crónico. Problemas relacionados con la
acentuación de rasgos de la personalidad. Formulado con fluoxetina 20mg suspendida por fallo terapéutico sertralina 50mg 1-
1-0 clozapina 100mg 0-0-4 analgesia. Paciente asiste con la esposa, dice que no le han entregado la medicación con el
cumplimiento, no esta tomando la sertralina y debido a esto viene con aumento de síntomas depresivos y ansiosos, también
esta teniendo algunas dificultades para el pago de la EPS. Examen mental: Nivel de alerta, orientación y atención normal
porte y actitud normal, actividad motora normal, afecto anormal triste y ansioso. Sensopercepciones: Normal, lenguaje normal.
Pensamiento anormal alguna ideación depresiva no ideación suicida, memoria normal. Juicio y raciocinio normal,
introspección normal inteligencia normal, otros hallazgos positivos normal, algo irregular por dolor en la madrugada. Dx
principal: Trastorno depresivo recurrente Dx relacionado 1: Trastorno de ansiedad. Dx relacionado 2: Problemas relacionados
con la acentuación de rasgos de la personalidad Dx relacionado 3: Otro dolor crónico. Finalidad. Esposa y paciente.
 
16/03/2020-Fisiatria, folio 64:
Control: edad 44 años, refiere pensionado, vive con esposa, armenia. Dolor lumbar crónico. Paciente refiere dolor crónico
lumbar, antec trauma con semoviente. Dolor episódico 9/10, AVD independiente. Refiere solicitaron para nueva calificación.
Examen físico: Motor 4/5 MSIS. No lasegue, eutrofismo en MSIS. Transición marcha antalgica, movilidad lumbar grado II.
Lumbalgia crónica. RMN 2014 protrusiones discales artrosis, protrusión discal L4 L5 L5,S1 concepto no qx neurocx 2019.
Psiquiatría Dx Tab. Plan: RMN lumbar, control con RDOS. Refiere no tolera la terapia física, terapia ocupacional, terapia
hídrica. Algesiologia. Esta en control con psiquiatría Dx TAB.
 
15/07/2020-Fisiatría, Dra. Patricia Gutiérrez, folio 16:
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(Aportado por correo electrónico) “Lumbalgia crónica. Protrusiones discales, artrosis, protrusión discal L4 L5, L5 S1. Concepto
no Qx Neurocx 2019. Rmn 2020 hernia discal L4 L5 L5 S1. Psiquiatría dx tab.
 
31/08/2020-Psiquiatría, Dr. Luis Salazar, folio 3:
(Aportado por correo electrónico) “Enfermedad Actual: paciente 44 años, valorado por última vez el 14 de julio de 2020 con
impresión diagnóstica de: Trastorno depresivo recurrente. Trastorno de ansiedad. Otro dolor crónico. Paciente asiste a control
solo, dice que toma la medicación según la indicación, con cumplimiento, tolerancia y con una buena y estable evolución, sin
datos de descompensación como tal. Personalidad premórbida: paciente pensionado por patología dolorosa, vive en parques
de bolívar con una pareja de 35 años, dedicada al hogar y la suegra y un cuñado de 39 años (construcción) paciente tiene 4
hijos de una relación anterior de las siguientes edades: hombres de 25 años y mellizos de 17 años y una hija de 23 años,
paciente trabajaba en fincas. Examen mental: nivel de alerta, orientación y atención: normal. Otros hallazgos positivos:
anormal, buen patrón de sueño. Concepto: sin crisis como tal, se sigue igual manejo. Diagnóstico: Trastorno depresivo
recurrente, Trastorno de ansiedad, Otro dolor crónico.”
 
11/09/2020. Fisiatría. Dra. Patricia Gutiérrez. Página 96
Motivo consulta: Control. Lumbalgia crónica. RMN 2014 protrusiones discales artrosis protrusion discal L4L5 L5S1. Concepto
no qx neurocx 2019. Psiquiatría Dx TAV. Pensionado. Estado actual EVA 9/10 en zona lumbar, esta en control con psiquiatría
ultimo control 31 agosto 2020. Paciente refiere en los últimos 10 días incluso hoy, no ha presentado fiebre, ni síntomas
respiratorios ni las personas con las que convive. Examen físico: Motor 4 de 5. No lasegue miofascial lumbar. Movilidad
lumbar no evaluable. Colaborador, no agresividad.
 
05/10/2020-Psiquiatría, Dr. Gerardo Cerón, folio 1:
(Aportado por correo electrónico) “Enfermedad actual: Paciente de 45 años originario de Antioquia procedente de Armenia
unión libre primaria primero, padre de 4 hijos de 25.23.17 gemelos, refiere que vive esposa suegra cuñado a controles desde
el 2011, accidente “me jodí la cintura entre en depresión”, refiere hospitalizaciones por psiquiatría 3 oportunidades clínica
Prado, última no recuerda comenta último control hace un mes medicado con sertralina de 100 mg, clozapina de 100mg 0 0 1,
pensionado desde el 2011, refiere que se encuentran depresivo refiere asociado a dolor. Antecedentes personales:
psiquiátricos: T. depresivo recurrente. Ingestión de medicamentos, fluoxetina 20mg 3-0-0, clozapina 400mg noche,
acetaminofén, patológicos: dolor crónico por discopatía lumbar. Familiares: Otras enfermedades: cáncer de testículo en el hijo,
hermana con CA de huesos. Examen mental: nivel de alerta, orientación y atención: normal, orientados a uot y
alopsiquicamente. Porte y actitud: normal. Colaborador. Actividad motora normal, sin alteraciones. Afecto anormal, ansioso,
Lenguaje normal. Raciocinio normal acorde a su estado mental. Inteligencia: normal. Otros hallazgos positivos. normal. 
Concepto médico: paciente de 44 años con sintomatología ansiosa depresiva, de base dolor crónico pensionado debe
continua con sertralina de 100/mg día clozapina de 100mg noche. Trae examen de 28 de septiembre 2020, leucocitos 8.16.
recuento absoluto neutrófilos 5.72. eritrocitos: 5.42, hemoglobina 16.2, hematocrito 46.2, plaquetas 159, control en un mes se
dan recomendaciones manejo alarma. Diagnóstico: otro dolor crónico. Trastorno depresivo recurrente actualmente en
remisión.”
 
11/11/2020. Psiquiatría. Dr. Gerardo Gómez. Aporta vía correo
Motivo de consulta: Control de trastornos depresivos. Enfermedad actual Paciente de 44 años asiste a control de trastorno
depresivo recurrente, dolor crónico, refiere que vive con esposa, cuñado suegra en el momento medicado con sertralina de
100mg día dificultades en la consecución se modifica a fluoxetina se continua con clozapina 100mg. Concepto médico:
Paciente de 46 años con sintomatología ansioso depresiva de base dolor crónico pensionado clozapina de 100mg 1 noche
fluoxetina de 20mg 1 en la mañana 1 en la tarde noche.
 
Pruebas específicas
24/09/2013-Rm columna lumbar simple, folio 34:
Rectificación de la lordosis fisiológica lumbar. Cambios por deshidratación de los discos L4-L5 y Ls-S1. Hernia discal central,
protruida, no migrada L4-L5 con compromiso de la grasa epidural anterior, Hernia central protruida y mínimamente migrada
hacia caudal del disco L5-S1 quo ocupa la grasa epidural anterior y deforma de manera mínima el saco Tecal que alcanza a
estar en contacto con la raf= 51 derecha lateral, Las láminas de L5 son francamente asimétricas y la apófisis espinosa tiene
una inclinación hacia la izquierda; sin embargo, no hay evidencia franca de comunicación de la grasa al interior del canal
raquídeo con la grasa del plano muscular profundo. Es probable que haya una disgrafia oculta muy pequeña que no se puede
caracterizar de manera completa por medio de estas imágenes, Nauro forámenes con amplitud conservada, No hay evidencia
do lisis o de listesis. Articulaciones facetarias de L4-L5 a ambos lados y LS-S1 de predominio al lado derecho con cambios
degenerativos moderados. Tejidos blandos prevertebrales y para espinales sin alteraciones. Cordón medular y raíces de la
cola de caballo sin hallazgos patológicos. Articulaciones sacroilíacas sin alteraciones
 
18/09/2014-Rm columna lumbar simple, folio 35:
Conclusión: Discretos cambios espondilóticos y artrósicos. protrusiones discales en L4-L5 y L5-S1 con leve efecto de masa
 



Entidad calificadora: Junta Nacional de Calificación de Invalidez - Sala 2

Calificado: ABEL DARIO QUICENO MORENO Dictamen:15406015 - 4137 Página 11 de 13

1.  
2.  

04/03/2020-Electromiografia, folio 27 y 67:
Estudio normal. No hay hallazgos electrofisiológicos en lo evaluado que sugieren lesión de la unidad motora de miembros
inferiores.
 
11/06/2020-Resonancia de columna lumbar simple, folio 92:
Opinión: Hernias discales L4-L5 y L5-S1. Leve inclinación del segmento L4-L5 hacia la izquierda. Tropismo de las láminas L5
y desviación de la apófisis espinosa hacia la izquierda. Mínimo compromiso en amplitud del neuroforamen L5-S1 del lado
derecho.
 
 
Una vez revisada de manera completa la historia clínica aportada al expediente, se encuentra que se trata de un paciente de
45 años, ocupación antecedentes labores del campo (alambrador y vaquero). El cual se encuentra pensionado mediante

 de Junta Regional de Calificaci n de Invalidez del Quindío 073-09 del 14/05/2009 Dx. hernias discales lumbosacras,dictamen ó
trastorno depresivo, acortamiento miembro Inferior derecho, trastorno de personalidad esquizotípico (psicótico), con PCL de
51.93%, fecha de estructuración del 20-04-2009, origen común y pudo acceder a la pensión por invalidez mediante resolución
de Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones No. GNR 124034 del 06/06/2013. El presente dictamen dictamen
se trata de una revisión pensional. Paciente con patología de la esfera mental con evaluaciones recurrentes por psiquiatría,
sintomatología ansiosa depresiva, de base dolor crónico Diagnóstico: otro dolor crónico. Trastorno depresivo recurrente
actualmente en remisión. Trastorno de ansiedad generalizada patología de columna lumbar de hernias discales lumbares,
electromiografía de marzo 2020 normal, fisiatría refiere que neurocirugía en 2019 no indicación neuroquirúrgica.
Así las cosas, la Junta Nacional encuentra que no es posible modificar la pérdida de capacidad laboral, toda vez que las
deficiencias reflejan las condiciones de salud estructurales y funcionales acordes a los criterios del Decreto 917 de 1999. En
relación con las discapacidades y minusvalías se califican con base en las deficiencias establecidas en el Manual Único de
Calificación de Invalidez (Decreto 917/1999) su escala de gravedad, con los documentos obrantes al expediente, se
consideran adecuadamente calificadas considerando el impacto que le genera las deficiencias en el desempeño de las

 actividades de la vida diaria y básicas cotidianas. La fecha de estructuración se transcribe sin modificación por no ser objeto
de apelación
 
 

 Por lo anterior, esta junta decide el dictamen RATIFICAR N° 3458-2020 de fecha 11/09/2020 emitido por la Junta Regional de
Calificación de Invalidez del Quindío
 
Diagnóstico(s):

Lumbago no especificado
Trastorno depresivo 

 
Enfermedad comúnOrigen: 

 
Pérdida de capacidad laboral: 34.80%
 

31/03/2020Fecha de Estructuración: 
 

6. Descripción del dictamen

Calificación / Valoración de las deficiencias

Diagnósticos y origen

CIE-10 Diagnóstico Diagnóstico específico Fecha Origen
M545 Lumbago no especificado Enfermedad común

F339 Trastorno depresivo recurrente, no 
especificado

Trastorno depresivo Enfermedad común

Descripción de la deficiencia

Deficiencia Valor Capítulo Tabla
Trastorno depresivo 20,00% 1 Clase 12 

12,4,4
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Lumbalgia 5,00% 1 Clase 1.16

Total deficiencia 21,50%

Descripción de discapacidades

0,0 No discapacitado 0,1 Dificultad en la ejecución 0,2 Ejecución ayudada 0,3 Ejecución asistida, dependiente o incremental

1 Conducta
10 11 12 13 14 15 16 17 18 19 Total
0 0 0 0.2 0 0 0 0.1 0.2 0.1 0,60%

2 Comunicación
20 21 22 23 24 25 26 27 28 29 Total
0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0,00%

3 Cuidado de la persona
30 31 32 33 34 35 36 37 38 39 Total
0 0 0 0.1 0.1 0.1 0.1 0 0 0 0,40%

4 Locomoción
40 41 42 43 44 45 46 47 48 49 Total
0 0 0 0 0.1 0 0 0 0.3 0 0,40%

5 Disposición del cuerpo
50 51 52 53 54 55 56 57 58 59 Total
0.1 0.1 0.2 0 0 0 0 0 0 0 0,40%

6 Destreza
60 61 62 63 64 65 66 67 68 69 Total
0 0 0 0 0 0 0 0 0 0.1 0,10%

7 Situación
70 71 72 73 74 75 76 77 78 Total
0 0.2 0 0 0 0 0 0 0.2 0,40%

Total discapacidad (Calificación máxima posible 20%) 2,30%

Descripción de minusvalía

Orientación 10 0,00%

Independencia física 20 0,00%

Desplazamiento 31 0,50%

Ocupacional 43 7,50%

Integración social 52 1,00%

Autosuficiencia económica 60 0,00%

En función de la edad 74 2,00%

Total minusvalía (Calificación máxima posible 30%) 11,00%

7. Concepto final del dictamen
Valor final de la deficiencia 21,50%

Discapacidad 2,30%

Minusvalía 11,00%

Pérdida de la capacidad laboral 34,80%

 Origen: Enfermedad  Riesgo: Común  Fecha de estructuración: 31/03/2020

 Fecha declaratoria: 25/02/2021

Sustentanción fecha estructuración y otras observaciones:

 Nivel de perdida: Incapacidad permanente 
parcial  Muerte: No aplica  Fecha de defuncíon:

 Ayuda de terceros para ABC y AVD: No 
aplica

Ayuda de terceros para toma de decisiones:
No aplica

 Requiere de dispositivos de apoyo: No 
aplica

 Enfermedad de alto costo/catastrófica: No 
aplica  Enfermedad degenerativa: No aplica  Enfermedad progresiva: No aplica

8. Grupo calificador
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Carlota Rosas Ropain
Médico ponente

Médico
RM7125/94

Diana Elizabeth Cuervo Diaz
Médico

52100206

Margoth Rojas Rodriguez
Terapeuta Ocupacional

51990604
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

ARMENIA-QUINDÍO 

 

Armenia, Quindío, veintitrés (23) de marzo de dos mil veintiuno (2021) 

 

Proceso:  ACCIÓN DE TUTELA  

Accionante:  ABEL DARÍO QUICENO MORENO 

         Accionado: Colpensiones, Junta Regional de Calificación de Invalidez 

del Quindío, Junta Nacional de Calificación de 

Invalidez  

Radicación:  63001-3333-003-2021-00044-00 

 
                                                                                                     

     

OBJETO DE LA PROVIDENCIA 

 

Corresponde a este Despacho decidir de fondo la acción de tutela 

instaurada por el señor ABEL DARÍO QUICENO MORENO en contra de 

Colpensiones, Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío y 

Junta Nacional de Calificación de Invalidez, por la presunta vulneración de 

sus derechos fundamentales a la salud y al mínimo vital.  

 

I. ANTECEDENTES. 

 

A. Hechos Relevantes. 

 

Del expediente se advierten como antecedentes relevantes que el señor 

ABEL DARÍO QUICENO MORENO fue calificado con el 51.93% de pérdida de 

capacidad laboral, se desprende del escrito de tutela que en el dictamen 

le fueron valoradas enfermedades de origen común “artrosis, escoliosis y 

problemas mentales”. Que como consecuencia de la calificación de PCL 

Colpensiones lo pensionó por invalidez desde el 27 de octubre de 2011. 

 

Por otro lado, el señor accionante a tenido control permanente por parte 

de la especialidad de siquiatría, y que en la actualidad se encuentra 

medicado para el tratamiento de sus enfermedades mentales. 

 

Dentro del relato se informa que, desde el año 2020 se inicio un proceso de 

revisión de la calificación de PCL por parte de COLPENSIONES que en 

primera oportunidad fue valorado por la misma entidad, siendo recurrido el 

dictamen razón por la cual fue revisado por la junta regional de calificación 

de invalidez del Quindío y finalmente en última instancia por la junta 

nacional de calificación de invalidez, arrojando una calificación definitiva 

de PCL de 34.8%. que como consecuencia de la nueva calificación 

COLPENSIONES lr retirara la prestación económica “PENSIÓN DE INVALIDEZ”, 

vulnerándole así el mínimo vial. 

 

El accionante informa, que en la nueva calificación no le tuvieron en cuenta 



Proceso: ACCIÓN DE TUTELA  

Accionante: ABEL DARÍO QUICENO MORENO 

Accionado: Colpensiones, Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío, Junta Nacional de 

Calificación de Invalidez  

Radicación: 63001-3333-003-2021-00044-00 

 

                                                                                                                         2 

2 

 

las mismas enfermedades que le originaron la PCL y el derecho a gozar de 

la pensión de invalidez. 

 

Finalmente, el señor ABEL DARÍO QUICENO MORENO manifiesta que 

conforme a los hechos narrados las entidades accionas ponen en riesgo su 

mínimo vial y el de su familia, ya que dependen única y exclusivamente de 

la mesada que recibe por pensión de invalidez; asimismo indica que con 

esto se encuentra vulnerado su derecho a la salud. 

 

B. Pretensiones. 

 

Solicita la parte accionante que se ampare sus derechos fundamentales a 

la salud y al mínimo vital, los cuales considera vulnerados por Colpensiones, 

Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío y Junta Nacional de 

Calificación de Invalidez, y que como consecuencia se le ordene a las 

entidades accionadas que se le realice una nueva calificación teniendo en 

cuenta todos los diagnósticos que se tuvieron en cuenta en la calificación 

que dio origen al derecho de la pensión de invalidez, asimismo que 

COLPENSIONES no retire la pensión de invalidez hasta que su proceso de 

calificación de PCL no sea resuelto definitivamente. 

  

C. La actuación surtida. 

 

Conforme a lo reglado por el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991, por medio 

de auto del 10 de marzo de 2021 se admitió la presente acción de tutela, y 

se ordenó su notificación por el medio más expedito, realizándose según 

constancias obrantes en los archivos 9, 10 y 11 del expediente digital. Así 

mismo, se concedió el término de dos (02) para pronunciarse sobre la 

presente acción. 

 

D. Contestación de la tutela 

 

JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ 

 

Dentro del término, la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ 

rindió informe sobre los hechos de la presente acción. Como primera 

medida, la JNCI refirió de manera textual los antecedentes que dieron 

origen a la acción constitucional, seguidamente realizo un recuento 

normativo del proceso de revisión que realizan a los dictámenes recurridos y 

la función que ellas cumplen dentro del debido proceso de calificación de 

la pérdida de capacidad laboral CPCL, reiterando que su actuar dentro del 

proceso de CPCL  del señor Abel cumplieron con el debido proceso y con 

la normativa aplicable.  

 

Por otro lado, hace alusión a la improcedencia de la acción de tutela, 

argumenta que la presente acción es improcedente, toda vez que existe 

otro medio idóneo judicial que debe ser debatido en sede de la jurisdicción 

ordinaria laboral, persiguiendo la nulidad del dictamen rendido en última 
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instancia. Asimismo, indican que la tutela no cumple con los requisitos para 

ser protegidos los derechos de manera transitoria, toda vez que, no probo 

tan siquiera sumariamente el perjuicio irremediable. 

 

Por lo anterior, solicita que se denieguen las pretensiones de la demanda y 

no se acceda al amparo solicitado. 

 

JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL QUINDÍO 

 

A su turno, la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL QUINDÍO 

dio respuesta a la tutela, manifestando que cocieron de la CPCL del 

accionante por traslado de Colpensiones quien en primera oportunidad 

realizo la calificación, la cual fue recurrida. Asimismo, realiza un recuento 

normativo sobre la competencia de las Juntas de Calificación de Invalidez, 

de como se conforman y cual es función. 

 

Frente al caso concreto que hoy nos ocupa, indican que para emitir el 

dictamen de PDCL del accionante se apegaron al manual único para la 

calificación de la perdida de capacidad laboral y ocupacional. 

 

Finalmente, indica que un dictamen en firme de una de las juntas de 

calificación de invalidez, solo cera procedente acudir a la justicia ordinaria 

para su discusión. En ese horizonte solicita que se denieguen las pretensiones 

de la demanda de tutela. 

 

COLPENSIONES     

 

COLPENSIONES en su oportunidad rindió informe sobre los hechos que 

fundaron la presente acción constitucional, manifiesta que han actuado en 

derecho y dentro del marco de sus competencias. Para resaltar los 

argumentos expresados dentro de la contestación de la demanda, 

rememoran pronunciamientos de la honorable corte constitucional que 

hacen alusión a los requisitos de procedencia de la acción de tutela, 

asimismo realizan una transcripción parafraseada de las normas que regulan 

la calificación de pérdida de capacidad laboral. 

 

Frente al caso concreto, indican que, el accionante busca un trámite de 

pérdida de capacidad laboral, y que la misma rindió dictamen en primera 

oportunidad, el cual fue controvertido ante la junta regional y nacional de 

calificación de invalidez, arrojando un resultado en última instancia de 34.8% 

de PCL.  

 

Por otra parte, COLPENSIONES hace alusión a la órbita de competencia del 

Juez constitucional, resaltando de manera principal que este debe respetar 

la competencia del juez natural, que para el caso particular el Juez de la 

Jurisdicción Ordinaria Laboral, toda vez que, la discusión de un dictamen de 

PCL en firme, solo debe ser controvertido ante la jurisdicción con el respeto 

de las formas de cada juicio, en este caso una demanda ordinaria laboral. 
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Así mismo indica que el accionante, no probó un perjuicio irremediable para 

el caso concreto, lo cual impide realizar la protección de los derechos 

fundamentales de forma transitoria. 

 

Finalmente, solicita que se desestímenlas pretensiones de la demanda y se 

declare improcedente.   

 

II. CONSIDERACIONES 

 

A. Competencia. 

 

Este Despacho Judicial es competente para conocer de la presente acción 

de Tutela, aplicando las reglas de competencia determinadas en el artículo 

37 del decreto 2195 de 1991. 

 

B. Acción de tutela – Marco general. 

 

La tutela es una acción constitucional de carácter subsidiaria, residual y 

autónoma, por medio de la cual es posible ejercer el control judicial de los 

actos u omisiones de los órganos públicos o de los entes privados que 

puedan vulnerar derechos fundamentales, a través de un procedimiento 

preferente y sumario, salvo las excepciones establecidas en la ley para su 

procedencia.  

 

Ahora bien, los presupuestos para que proceda la acción de tutela son tres: 

 

1) Que se esté ante la vulneración o amenaza de vulneración de un derecho 

fundamental por la acción u omisión de una autoridad pública o de un 

particular, en este evento en los casos señalados en la Ley.  

 

2) Que el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial y, que en 

caso que el afectado cuente con otro medio de defensa judicial, la 

acción de tutela se interponga como un mecanismo transitorio de 

protección para evitar un perjuicio irremediable. 

 

 

C. El caso concreto. 

 

El objeto de discusión, se centra en determinar si: 

 

Las entidades accionadas vulneraron los derechos fundamentales a la salud 

y al mínimo vital de los cuales es titular el señor ABEL DARIO QUICENO, al 

determinar un dictamen definitivo de pérdida de capacidad laboral del 34.8% 

que por ende lo releva del derecho de continuar disfrutando del derecho a la 

pensión de invalidez que hoy ostenta. 

 

Teniendo en cuenta las particularidades del caso como problemas jurídicos 

asociados se deben estudiar si: 
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1. Se cumplió el debido proceso dentro del procedimiento de calificación 

de pérdida de capacidad laboral del cual fue objeto el señor Abel 

Darío Quiceno. 

2. La procedencia de la protección transitoria de los derechos 

fundamentales del señor Abel Darío Quiceno, por ser una persona que 

padece de enfermedades mentales calificado con índice de invalidez 

menor al 50% 

 

Para efectos de resolver el problema jurídico. El Despacho analizará los 

siguientes temas: 

 

Revisión periódica del estado de invalidez de las personas que ostentan el 

derecho a la pensión de invalidez 

 

Dentro del SGSSP se encuentra que una de las modalidades de pensión es la 

PESIÓN DE INVALIDEZ la cual tienen derecho las personas que una vez hayan 

pasado por el proceso de calificación de su estado de invalidez, hayan 

obtenido un resultado mayor o igual al 50% de pérdida de capacidad laboral. 

 
“ARTÍCULO 38. ESTADO DE INVALIDEZ. Para los efectos del presente capítulo 

se considera inválida la persona que, por cualquier causa de origen no 

profesional, no provocada intencionalmente, hubiere perdido el 50% o más 

de su capacidad laboral.”1 
 

Una vez concedido el derecho a disfrutar la pensión de invalidez, las mismas 

podrán ser revisadas a solicitud de la entidad de seguridad social o del 

pensionado. 

 
ARTÍCULO 44. REVISIÓN DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ.  El estado 

de invalidez podrá revisarse: 

 

a. Por solicitud de la entidad de previsión o seguridad social 

correspondiente cada tres (3) años, con el fin de ratificar, modificar o 

dejar sin efectos el dictamen que sirvió de base para la liquidación de 

la pensión que disfruta su beneficiario y proceder a la extinción, 

disminución o aumento de la misma, si a ello hubiera lugar. 

 

Este nuevo dictamen se sujeta a las reglas de los artículos anteriores. 

 

El pensionado tendrá un plazo de tres (3) meses contados a partir de 

la fecha de dicha solicitud, para someterse a la respectiva revisión del 
estado de invalidez. Salvo casos de fuerza mayor, si el pensionado no 

se presenta o impide dicha revisión dentro de dicho plazo, se 

suspenderá el pago de la pensión. Transcurridos doce (12) meses 

contados desde la misma fecha sin que el pensionado se presente o 

permita el examen, la respectiva pensión prescribirá. 

 

                     
1 Ley 100 de 1993 
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Para readquirir el derecho en forma posterior, el afiliado que alegue 
permanecer inválido deberá someterse a un nuevo dictamen. Los 

gastos de este nuevo dictamen serán pagados por el afiliado; 

 

b. Por solicitud del pensionado en cualquier tiempo y a su costa. 

 

Procedimiento de calificación de pérdida de capacidad laboral y sus formas 

de controvertirla 

 

La ley 100 de 1993ª establecido la calificación de pérdida de capacidad 

laboral en el artículo 41. 

 
“El estado de invalidez será determinado de conformidad con Io dispuesto 

en los artículos siguientes y con base en el manual único para Ia calificación 

de invalidez vigente a Ia fecha de calificación. Este manual será expedido 

por el Gobierno Nacional y deberá contemplar los criterios técnicos de 

evaluación para calificar Ia imposibilidad que tenga el afectado para 

desempeñar su trabajo por pérdida de su capacidad laboral. 

 

Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, Administradora Colombiana de 

Pensiones -COLPENSIONES-, a las Administradoras de Riesgos Profesionales 

ARP-, a las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y 

muerte, y a las Entidades Promotoras de Salud EPS, determinar en una 

primera oportunidad Ia pérdida de capacidad laboral y calificar el grado 

de invalidez y el origen de estas contingencias. En caso de que el interesado 

no esté de acuerdo con Ia calificación deberá manifestar su inconformidad 

dentro de los diez (10) días siguientes y Ia entidad deberá remitirlo a las 

Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de 

los cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante Ia Junta 

Nacional de Calificación de Invalidez, Ia cual decidirá en un término de 

cinco (5) días. Contra dichas decisiones proceden las acciones legales.” 
 

Continuando con la reglamentación establecido por el ordenamiento jurídico 

frente a la calificación de perdida de capacidad laboral, el Decreto 1352 del 

26 de junio de 2013, contempla  

 
“(…) 

 

ARTÍCULO 142. CALIFICACIÓN DEL ESTADO DE INVALIDEZ (...) Corresponde al   

Instituto   de   Seguros   Sociales, Administradora   Colombiana de   Pensiones-

COLPENSIONES, a las Administradoras de Riesgos Profesionales -ARP-, a las 

Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y a las 

Entidades Promotoras de Salud EPS, determinar en una primera oportunidad 

la pérdida de capacidad laboral y  calificar  el  grado  de  invalidez  y  el  

origen  de  estas  contingencias.   En    caso de que el interesado no esté de 

acuerdo con la calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de 

los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas 

Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los 

cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional 

de Calificación de Invalidez, la cual decidirá en un término de cinco (5) días. 

Contra dichas decisiones proceden las acciones legales. 
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(…)” 

 

Ahora bien, habiendo advertido lo dispuesto por el legislador en atención al 

procedimiento de calificación de perdida de capacidad laboral y su 

respectiva reglamentación, es importante decir lo establecido en el 

ordenamiento jurídico frente a el paso a seguir cuando no se esta de acuerdo 

con el dictamen en firme de PCL. ESTO SE ENCUENTRA ESTABLECIDO EN EL 

Decreto 1072 de 2015, así: 

 
“2.2.5.1.43. Firmeza de los dictámenes. Los dictámenes adquieren firmeza 

cuando: 1. Contra el dictamen no se haya interpuesto el recurso de 

reposición y/o apelación dentro del término de diez (10) días siguientes a su 

notificación; 2. Se hayan resuelto los recursos interpuestos y se hayan 

notificado o comunicado en los términos establecidos en el presente 

capítulo; 3. Una vez resuelta la solicitud de aclaración o complementación 

del dictamen proferido por la Junta Nacional y se haya comunicado a todos 

los interesados.” (subrayado fuera de texto)  

 

Asimismo, el Decreto 1352 de 2013 que en su artículo 44 prevé: 

 

 “Controversias sobre los dictámenes de las Juntas de Calificación de 

Invalidez: las controversias que se susciten en relación con los dictámenes 

emitidos en firme por las Juntas de Calificación de Invalidez, serán dirimidas 

por la justicia laboral ordinaria de conformidad con lo previsto en el Código 

Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, mediante demanda 

promovida contra el dictamen de la Junta correspondiente.  

 

(…)  

 

Parágrafo: frente al dictamen proferido por la Junta Regional o Nacional solo 

será procedente acudir a la justicia ordinaria cuando el mismo se encuentre 

en firme” (subrayado fuera de texto). 

 

 

La procedencia de la tutela como mecanismo transitorio de protección de los 

derechos fundamentales de las personas de especial protección 

constitucional   

  

Desde la perspectiva de la salud mental en la población, existen diferentes 

instrumentos internacionales que propenden por su protección en procura de 

erradicar la discriminación, en la sentencia T 949 de 2013, la Corte 

Constitucional enumero los instrumentos internacionales de protección, así 

como manifestó que las personas que padecían enfermedades que 

afectaban la salud mental se consideraban sujetos de especial protección 

constitucional. 

 
“Como se indicó en líneas anteriores, la salud comprende de manera 

integral al ser humano, por lo que su protección implica no sólo la búsqueda 

de un bienestar corporal o físico, sino que los padecimientos mentales o 
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psíquicos merecen la misma atención para el desarrollo de una vida digna2. 

Así, la Corte indicó que “la salud constitucionalmente protegida no es 

únicamente la física sino que comprende, necesariamente, todos aquellos 

componentes propios del bienestar sicológico, mental y sicosomático de la 

persona”3 

 

Respecto de las personas que sufren afectaciones a su salud mental, la 

Corte ha indicado que, por las implicaciones que tienen frente a la 

posibilidad de tomar decisiones, de interactuar con otros, y en tanto 

implican serios padecimientos para ellos y sus familias, son sujetos de 

especial protección constitucional y merecen mayor atención por parte de 

la sociedad en general, especialmente de sus familiares y de los sectores 

encargados de suministrar atención en salud. Generando entonces en 

cabeza de la familia y la sociedad en general, el deber de propugnar una 

recuperación en caso de ser posible, o entablar los mecanismos posibles 

para que lleven una vida en condiciones dignas4. 

 

A nivel internacional existen diversos instrumentos que protegen a las 

personas que padecen enfermedades mentales en el marco de la 

prevención de la discriminación, como la Declaración de los Derechos de 

los impedidos de 1975, los Principios para la protección de los enfermos 

mentales y para el mejoramiento de la atención de la salud mental de 1991, 

adoptados por la Asamblea General de la ONU, y la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada a nivel interno por 

la Ley 1346 de 2009. Asimismo, en 2009 fue promulgada la Ley 1306 que 

regula la Protección de Personas con Discapacidad Mental y establece el 

Régimen de la Representación Legal de Incapaces Emancipados. 

 

En la mayoría de estos instrumentos se resalta la importancia de crear 

condiciones propicias para la vinculación de las personas con 

discapacidad en la sociedad, la generación de formas de vida 

independientes y autónomas y el ejercicio de todos los derechos en la 

medida de lo posible, en especial, recalcan la necesidad de atender de 

manera integral sus padecimientos, con un acceso efectivo a los servicios 

de salud, siendo “posible exigir a todos los estamentos comprometidos en la 

prestación de los servicios de salud, que dentro de sus propios límites 

operativos, económicos y logísticos, proporcionen el mejor servicio médico 

científicamente admisible y humanamente soportable”5. Como 

consecuencia de este derecho a la salud mental, el artículo 65 la Ley 1438 

de 2011 indicó la necesidad de garantizar la atención integral en este tema 

e incluir su atención en los planes de beneficios. 

 

Asimismo, la Corte ha hecho referencia a la aplicación de prerrogativas 

especiales, porque la condición concreta de estas personas merece un 

                     
2 La mayoría de decisiones que han estudiado la protección a la salud mental, han indicado una estrecha relación 

en la protección a las personas que padecen estas afectaciones y la posibilidad de llevar una vida en condiciones 

de dignidad, entre otras pueden verse las sentencias T-209 de 1999 M.P. Carlos Gaviria Díaz, T-248 de 1998 M.P. 

José Gregorio Hernández Galindo y T-845 de 2006 M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
3 Sentencia T-248 de 1998 M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 
4 En este sentido la Corte sostuvo que: Por supuesto, las entidades públicas o privadas encargadas de prestar los 

servicios de salud no pueden excluir de su cobertura los padecimientos relacionados con el equilibrio y la sanidad 

mental y sicológica de sus afiliados o beneficiarios en ninguna de las fases o etapas de evolución de una 

determinada patología. Sentencia T-248 de 1998 José Gregorio Hernández Galindo. 
5 Sentencia T-209 de 1999 M.P. Carlos Gaviria Díaz. 
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trato diferenciado, que no implique la continuación de sus padecimientos, 

ya que “los inimputables, enfermos incurables, pertenecen al grupo de los 

disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos y el trato que la sociedad y el 

Estado debe dispensarles no es el de "igual consideración y respeto" sino el 

de "especial consideración, respeto y atención" (CP art. 47), precisamente 

por su misma condición y en obedecimiento a los principios de respeto a la 

dignidad humana y de solidaridad, sobre los cuales se edifica el Estado 

social de derecho (CP art. 1)”6. 

 

Por esta razón, las entidades encargadas de prestar la atención en salud, 

deben suministrar la atención o tratamiento que sea requerido para superar 

la afectación de la persona en la medida de lo posible o que tienda a su 

estabilización y progresivo mejoramiento durante todas las etapas de su 

enfermedad7, contando con su consentimiento o el de sus familias, cuando 

sea imposible que decida por su propia cuenta, y evitando cualquier acto 

que atente contra su integridad, siguiendo además el principio de la opción 

menos restrictiva, cualquiera sea el tratamiento por el que se opte8. 

 

La protección de este derecho especial a la salud en personas con 

enfermedades de carácter mental, ha implicado que en muchas ocasiones 

la Corte haya extendido, en caso de ser necesario, el ámbito de amparo 

hacia tratamientos o medicamentos que se encuentren por fuera de los 

Planes Obligatorios de Salud, a través de su protección a través de 

instituciones de asistencia social, entre otras medidas que no se reducen a 

la de suministrar un determinado medicamento, pues en algunos casos ha 

encontrado que debido al aislamiento social que padecen personas con 

enfermedades graves y que han tenido desarrollos largos, su 

reincorporación a la vida social requiere un acompañamiento por parte de 

la sociedad y el Estado9. 

 

5.1 Así, a la hora de analizar la vulneración del derecho a la salud mental 

habrá de tenerse en cuenta que cualquiera sea el servicio médico 

requerido: (i) deberá ser el más adecuado y acorde a la situación social, 

familiar, económica y de patología del paciente; (ii) siendo necesario, no 

podrá estar sometido al pago de sumas de dinero, a menos que se tenga 

capacidad económica para asumirlos10; y (iii) no pude ser limitado a un 

número de días, meses o atenciones en el año, pues es característico de 

este tipo de padecimientos el que se presenten crisis o recaídas constantes, 

                     
6 Sentencia T-762 de 1998 M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
7 Ha definido la Corte que “no es indispensable, para tener derecho a la atención médica, que el paciente se 

encuentre en la fase crítica de una enfermedad sicológica o mental. Aceptarlo así equivaldría a excluir, en todos 

los campos de la medicina, los cuidados preventivos y la profilaxis. Habría que esperar la presencia del 

padecimiento en su estado más avanzado y tal vez incurable e irreversible para que tuviera lugar la prestación 

del servicio”, en la sentencia T-248 de 1998 M.P. José Gregorio Hernández Galindo, reiterada en las T- 124 de 2002 

M.P. Manuel José Cepeda Espinosa y T-458 de 2009 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
8 Este principio se encuentra consagrado en los Principios para la protección de los enfermos mentales y el 

mejoramiento de la atención de la salud mental, aprobados por la Asamblea General de la Organización de 

Naciones Unidas en resolución 46/119, de 17 de diciembre de 1991, es trascendental y transversal a los demás que 

allí se establecen y se puede encontrar principalmente en los principios 9.1, 11.11, 16.1.b. 
9 En la sentencia T-1090 de 2004 M.P. Rodrigo Escobar Gil, la Corte se refirió a las sentencias en las que se adoptó 

este tipo de decisión. 
10 El artículo 12 de la Ley 1306 de 2009 indica que “Las personas con discapacidad mental 

tienen derecho a los servicios de salud, incluidos los relacionados con la salud sexual y 

reproductiva, de manera gratuita, a menos que la fuerza de su propio patrimonio, directo 

o derivado de la prestación alimentaria, le permitan asumir tales gastos” (sic). 
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siendo una vulneración al derecho no proporcionar el tratamiento 

permanentemente11. 

 

5.2 Acerca del deber de solidaridad que surge frente a la protección del 

derecho a la salud, la Corte ha indicado que en primera medida, implica el 

autocuidado del enfermo, subsidiariamente la intervención de su familia y 

en caso de ser imposible, la del Estado y la sociedad en general12. El papel 

de la familia es primordial en la atención a brindar, pues cualquiera que sea 

el tratamiento, debe involucrar la adaptación a su núcleo familiar, a quienes 

en virtud del artículo 5° constitucional les asiste el deber de solidaridad de 

manera especial.”  

 

Habiendo establecido el status como sujetos de especial protección 

constitucional a las personas que padecen enfermedades mentales, es 

necesario mirar lo concerniente a la procedencia de la acción de tutela para 

la protección transitoria de los derechos fundamentales. 

 

Desde la carta política y en procura de la salvaguarda de los derechos 

fundamentales se establecido que toda persona tendrá acción de tutela 

para solicitar la protección de los mismos. 

 
“ARTICULO 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los 

jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y 

sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección 

inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera 

que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de 

cualquier autoridad pública. 

 

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se 

solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de 

inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en 

todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio 

de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio 

para evitar un perjuicio irremediable. 

 

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela 

y su resolución. 

 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra 

particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya 

                     
11 A más de que la Corte ha indicado que a pesar de que en los planes de salud se limite el tiempo de permanencia 

en un tratamiento intrahospitalario, si es recomendado por el médico tratante, puede extenderse el tratamiento 

al tiempo requerido. Ver por ejemplo las sentencias T-398 de 2000 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz y T-1090 de 2004 

M.P. Rodrigo Escobar Gil. En el mismo sentido, La OMS ha indicado que “el hecho de no admitir a personas que 

requieren de tratamiento en institucional, o su alta prematura (que puede llevar una alta tasa de readmisión y, a 

veces, incluso a la muerte) constituye una violación a su derecho a recibir tratamiento”. Organización Mundial de 

la Salud, Manual de recursos sobre salud mental, derechos humanos y legislación de la OMS. Ginebra, Ediciones 

de la OMS, 2006. 
12 Entre otras, las sentencias T-505 de 1992 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz, T-209 de 1999 M.P. Carlos Gaviria Díaz, T-

398 de 2000 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz, T-558 de 200 M.P. Rodrigo Escobar Gil y T-507 de 2007 Marco Gerardo 

Monroy Cabra. 
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conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de 

quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión.” 

 

Conforme a la norma citada, se estableció el Decreto 2591 de 1991 por medio 

del cual se reglamentó la acción de tutela, y dentro de esta normativa se 

enmarcó la acción de amparo constitucional entre otras cosas como 

mecanismo transitorio de protección de los derechos fundamentales. 

 
“ARTICULO 8o. LA TUTELA COMO MECANISMO TRANSITORIO. Aun cuando el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial, la acción de tutela 

procederá cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable. 

 

En el caso del inciso anterior, el juez señalará expresamente en la sentencia 

que su orden permanecerá vigente sólo durante el término que la autoridad 

judicial competente utilice para decidir de fondo sobre la acción instaurada 

por el afectado. 

 

En todo caso el afectado deberá ejercer dicha acción en un término 

máximo de cuatro (4) meses a partir del fallo de tutela. Si no la instaura, 

cesarán los efectos de éste. 

 

Cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar un daño 

irreparable, la acción de tutela también podrá ejercerse conjuntamente 

con la acción de nulidad y de las demás procedentes ante la jurisdicción de 

lo contencioso administrativo. En estos casos, el juez si lo estima procedente 

podrá ordenar que no se aplique el acto particular respecto de la situación 

jurídica concreta cuya protección se solicita, mientras dure el proceso.” 

 

Sobre el particular la honorable Corte Constitucional ha reiterado su 

jurisprudencia haciendo énfasis en el carácter subsidiario de la acción de 

tutela, desde sus inicios a enseñado que dicha acción no se puede utilizar 

como mecanismo judicial principal, y es así como le da la carga al Juez 

constitucional para que realice el análisis de cada caso en particular con la 

observancia de las formalidades de cada juicio. La misma corporación a 

dicho que si bien es cierto que la acción de tutela no es procedente cuando 

exista otro mecanismo idóneo para la protección del derecho invocado, 

también es cierto que se debe analizar que no exista la probabilidad de que 

se consuma un perjuicio irremediable, por que de ser así la acción de tutela 

pasaría a ser el mecanismo idóneo para evitar el menoscabo de los derechos 

fundamentales, y se aplicara la protección de manera transitoria para evitar 

un perjuicio irreparable. 

 

La Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia que: 

 
“… la acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones 

de hecho creadas por actos u omisiones que implican la transgresión o la amenaza de un 

derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro 

mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del 

derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta 

eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas 
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específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a 

los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental.  De allí que, como lo señala 

el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial 

apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable entendido éste último como 

aquél que tan sólo puede resarcirse en su integridad mediante el pago de una indemnización 

(artículo 6º  del Decreto 2591 de 1991). 

 

Así, pues, la tutela no puede converger con vías judiciales diversas por cuanto no es un 

mecanismo que sea factible de elegir según la discrecionalidad del interesado, para esquivar 

el que de modo específico ha regulado la ley; no se da la concurrencia entre éste y la acción 

de tutela porque siempre prevalece -con la excepción dicha- la acción ordinaria.”13 (Subraya 

la Sala)14. 

  

En otro precedente ha sostenido. 

 
“4.2. Más recientemente, en la sentencia T-1008 de 2012, esta Corporación 

estableció que, por regla general, la acción de tutela procede de manera 

subsidiaria y, por lo tanto, no constituye un medio alternativo o facultativo 

que permita complementar los mecanismos judiciales ordinarios 

establecidos por la ley. Adicionalmente, la Corte señaló que no se puede 

abusar del amparo constitucional ni vaciar de competencia a la jurisdicción 

ordinaria, con el propósito de obtener un pronunciamiento más ágil y 

expedito, toda vez que éste no ha sido consagrado para reemplazar los 

medios judiciales dispuestos por el Legislador para tales fines. 

  

Las sentencias T-373 de 2015 y T-630 de 2015 sirvieron luego para que la 

Corte reiterara que ante la existencia de otros mecanismos de defensa 

judicial que resulten idóneos y eficaces para solicitar la protección de los 

derechos que se consideran amenazados o vulnerados, el afectado debe 

emplearlos de forma principal y no utilizar directamente la acción de tutela. 

En consecuencia, una persona que acude a la administración de justicia 

con el fin de que le sean protegidos sus derechos, no puede desconocer las 

acciones judiciales contempladas en el ordenamiento jurídico, ni pretender 

que el juez de tutela adopte decisiones paralelas a las del funcionario que 

debe conocer del asunto dentro del marco estructural de la administración 

de justicia. 

  

4.3. La jurisprudencia unánime, pacífica y reiterada de la Corte ha precisado 

que en virtud de lo dispuesto en los artículos 86 superior y 6º del Decreto 2591 

de 1991, aunque exista un mecanismo ordinario que permita la protección 

de los derechos que se consideran vulnerados, se presentan algunas 

excepciones al principio de subsidiariedad que harían procedente la acción 

de tutela.  

 

La primera de ellas es que se compruebe que el mecanismo judicial 

                     
13 Sentencia C-543 de 1992. 
14 En este mismo sentido dijo la Corte en la sentencia SU-712 de 2013: “La acción de tutela es un mecanismo 

preferente y sumario diseñado para asegurar la protección efectiva de los derechos fundamentales vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares. De acuerdo con el artículo 

86 de la Carta Política, ‘sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 

que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable’.  

La naturaleza subsidiaria de la tutela pretende evitar que se soslayen los cauces ordinarios para la resolución de 

las controversias jurídicas, se convierta en un instrumento supletorio cuando no se han utilizado oportunamente 

dichos medios, o sea una instancia adicional para reabrir debates concluidos.” 
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ordinario diseñado por el Legislador no es idóneo ni eficaz para proteger los 

derechos fundamentales vulnerados o amenazados; y la segunda; 

que “siendo apto para conseguir la protección, en razón a la inminencia de 

un perjuicio irremediable, pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de 

los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la 

procedencia excepcional de la tutela”15. 

  

En el primer supuesto, la aptitud del medio de defensa ordinario debe ser 

analizada en cada caso concreto, en consideración a las características 

procesales del mecanismo y al derecho fundamental involucrado. 

Entonces, un medio judicial excluye la procedencia de la acción de tutela, 

cuando salvaguarda de manera eficaz el derecho fundamental invocado16. 

  

4.4. En cuanto a la idoneidad del recurso ordinario, esta Corporación en 

la sentencia SU-961 de 1999 indicó que en cada caso, el juez de tutela debe 

evaluar y determinar si el mecanismo judicial al alcance del afectado 

puede otorgar una protección completa y eficaz, de no cumplirse con los 

mencionados presupuestos el operador judicial puede conceder el amparo 

de forma definitiva o transitoria según las circunstancias particulares que se 

evalúen. 

  

Igualmente, la sentencia T-230 de 2013 indicó que una de las formas para 

determinar que el mecanismo judicial ordinario no es idóneo, se presenta 

cuando éste no ofrece una solución integral y no resuelve el conflicto en 

toda su dimensión. En consecuencia, la aptitud del medio debe analizarse 

en cada caso concreto y en su estudio se considerarán: (i) las características 

del procedimiento; (ii) las circunstancias del peticionario; y (iii) el derecho 

fundamental involucrado. 

 

4.5. En suma, la acción judicial ordinaria es considerada idónea cuando es 

materialmente apta para producir el efecto protector de los derechos 

fundamentales, y es eficaz cuando está diseñada para brindar una 

protección oportuna a los derechos amenazados o vulnerados. Así, la 

idoneidad del mecanismo judicial ordinario implica que éste brinda un 

remedio integral para la protección de los derechos amenazados o 

vulnerados, mientras que su eficacia supone que es lo suficientemente 

expedita para atender dicha situación.  

  

4.6. Respecto de la ocurrencia de un perjuicio irremediable, este Tribunal, en 

la sentencia T-225 de 1993, señaló que de acuerdo con el inciso 3º del 

artículo 86 superior, aquel se presenta cuando existe un menoscabo moral o 

material injustificado que es irreparable, debido a que el bien jurídicamente 

protegido se deteriora hasta el punto que ya no puede ser recuperado en 

su integridad. 

  

4.7. Adicionalmente, en la sentencia T-808 de 2010, reiterada en la T-956 de 

2014, la Corte estableció que se debe tener en cuenta la presencia de varios 

elementos para determinar el carácter irremediable del perjuicio.  

  

En primer lugar, estableció que el daño debe ser inminente, es decir que 

                     
15 Sentencia T-705 de 2012. 
16Cfr., entre otras, sentencias T-441 de 1993, T-594 de 2006 y T-373 de 2015. 
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está por suceder en un tiempo cercano, a diferencia de la mera expectativa 

ante un posible menoscabo. Este presupuesto exige la acreditación 

probatoria de la ocurrencia de la lesión en un corto plazo que justifique la 

intervención del juez constitucional. Es importante resaltar que la inminencia 

no implica necesariamente que el detrimento en los derechos esté 

consumado.  

 

También indicó que las medidas que se debían tomar para conjurar el 

perjuicio irremediable deben ser urgentes y precisas ante la posibilidad de 

un daño grave evaluado por la intensidad del menoscabo material a los 

derechos fundamentales de una persona. La Corte señaló que la gravedad 

del daño depende de la importancia que el orden jurídico le concede a 

determinados bienes bajo su protección. 

  

Finalmente estableció que la acción de tutela debe ser impostergable para 

que la actuación de las autoridades y de los particulares sea eficaz y pueda 

asegurar la debida protección de los derechos comprometidos.”17  

 

 

Con el anterior marco normativo y jurisprudencial, se pasará a resolver la 

petición de protección de los derechos fundamentales de la accionante. 

 

D. CASO CONCRETO 

 

Al respecto, se encuentra plenamente probado en el plenario: 

 

1. Que al señor Abel Darío Quiceno le dictaminaron el 14 de mayo de 2009 

el 51.93% de Pérdida de Capacidad Laboral, visto en el archivo pdf # 

13 del expediente digital;  

 

2. Que, como consecuencia del porcentaje de pérdida de capacidad 

laboral expresado anteriormente, COLPENSIONES reconoció la pensión 

de invalidez al señor Abel Darío Quiceno, visto en el archivo pdf # 13 del 

expediente digital;  

 

3. Que los diagnósticos calificados en el dictamen que dio origen al 

derecho a ser beneficiario de la pensión de invalidez, fueron 

“restricciones del movimiento de columna dorsolumbar, síndrome 

doloroso de columna – hernias inoperables, acortamiento de miembro 

inferior derecho con respecto al izquierdo, trastorno del humor 

(depresión), trastorno menor grupo A (esquizotípico o esquizoide), visto 

en el archivo pdf # 13 del expediente digital. 

 

4. Que el señor Abel Darío Quiceno ha venido en control permanente por 

siquiatría, sosteniendo el mismo diagnostico durante los controles 

“trastorno depresivo recurrente, trastorno de ansiedad”, se observa que 

realizan control mensual en el hospital mental de Filandia, se evidencia 

seguimiento en la historia clínica mes a mes entre el año 2018 y el año 

                     
17 C. Constitucional. sentencia C-132 de 2018 
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2021, visto en los archivos pdf # 6, 7 y13 del expediente digital. 

 

5. Que al señor Abel Darío Quiceno se le inicio revisión de la pérdida de 

capacidad laboral, iniciado en primera oportunidad por 

COLPENSOINES arrojando una calificación en dictamen del 31 de marzo 

de 2020 de 36.5%, al no estar de acuerdo con la calificación, impugnó 

el dictamen el cual lo resolvieron las juntas de calificación de invalidez 

regional del Quindío y nacional, despachado un dictamen definitivo 

con calificación de 34.8% de pérdida de capacidad laboral. Los 

diagnósticos calificados fueron “Lumbago no especificado y Trastorno 

depresivo. 

 

6. Que el señor Abel Darío Quiceno en la actualidad convive con su 

esposa y su hijo de 8 años de edad, y que de acuerdo a su dicho 

dependen económicamente de él. 

 

Conforme a lo probado, la Judicatura procede a establecer si existe la 

vulneración de los derechos fundamentales incoados por el actor 

constitucional, así mismo establecer si se encuentra comprometido el derecho 

fundamental al debido proceso. 

 

Así las cosas, el Despacho después de analizar las pruebas aportadas dentro 

del proceso de tutela, como primera medida examinó si se cumplió a 

cabalidad el debido proceso dentro de la revisión de la calificación de 

pérdida de capacidad laboral del señor Abel Darío Quiceno, estableciendo 

que de acuerdo al ordenamiento jurídico, el procedimiento de calificación de 

la PCL se llevó con apego a todos los procedimiento establecidos por el 

legislador y sus reglamentaciones, es decir “CALIFICACIÓN EN PRIMERA 

OPORTUNIDAD POR LA ENTIDAD DE PREVISIÓN SOCIAL (COLPENSIONES), UNA 

VEZ IMPUGNADO, LO CONOCIO LA JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE 

INVALIDEZ DEL QUINDÍO EN PRIMERA INSTANCIA, Y LA JUNTA NACIONADE 

CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ EN SEGUNDA INSTANCIA”. Es decir que el 

procedimiento establecido para llegar a un dictamen definitivo transcurrió 

dentro del debido proceso, lo cual indica que las entidades accionadas, no 

vulneraron el derecho fundamental al debido proceso.  

 

Con respecto a los derechos fundamentales a la salud y al mínimo vital el 

despacho realizará un análisis para determinar si se encuentran vulnerados o 

amenazados con las consecuencias generadas por la revisión de la pensión 

de invalidez y la nueva calificación18 definitiva de pérdida de capacidad 

laboral del señor Abel Darío Quiceno. 

 

Como consecuencia de la revisión de la pensión de invalidez se encuentra 

demostrado que el beneficiario19 de la prestación, tuvo una disminución del 

porcentaje de PCL paso del 51.93% al 34.8%, lo que indica que conforme al 

                     
18 34.8% PCL 
19 Abel Darío Quiceno (accionante). 
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ordenamiento jurídico20 la mencionada pensión de invalidez será retirada, 

toda vez que su pérdida de capacidad laboral no supera el 50%., tal variación 

trae como consecuencia concomitante su desafiliación al sistema de salud 

por cuenta de la pensión, de la que ya no será titular. 

 

Con respecto a lo anterior y contrastándolo con lo probado en el plenario se 

observa claramente que el señor Abel Darío Quiceno es una persona que se 

encuentra con su salud mental21 comprometida, pues en principio uno de los 

diagnósticos que se tuvo en cuenta para dictaminar la pérdida de capacidad 

laboral en el 2009, fue los trastornos mentales “trastorno del humor (depresión), 

trastorno menor grupo A (esquizotípico o esquizoide)”, por otro lado se observa 

en la historia clínica22 que el accionante ha venido con control permanente 

por la especialidad de siquiatría por las mismas causas, de esta manera su 

diagnóstico no ha cambiado, es decir la enfermedad mental padecida no ha 

sido superada, tal como lo constata su médico tratante y bajo  este dictamen 

médico,  se puede concluir  que el  actor  al  encontrarse  afectado en su  

salud mental   tal como lo consagra la  ley 1616 del 2003 (Artículo 3) no le es 

posible desplegar acciones  para equilibra  su vida laboral. 

 

Así las cosas, el señor Abel Darío Quiceno al ser una persona que padece de 

enfermedades mentales conforme a lo expuesto anteriormente y probado 

con su historia clínica, es una PERSONA DE ESPECIAL PROTECCIÓN 

CONSTITUCIONAL, así lo ha dicho la máxima corporación constitucional en su 

jurisprudencia reiterada y analizada en las consideraciones. En tal virtud, el 

Estado, la sociedad y la familia deben propender dentro de sus posibilidades 

por garantizar sus derechos fundamentales.  

 

Conforme a lo expresado en la resolución GNR 124034 de 6 de junio de 2013, 

la mesada pensional reconocida al señor Abel Darío es el salario mínimo, y 

conforme a sus antecedentes laborales, su profesión u oficio la desempeñó 

como trabajador en actividades de ganadería y campo, esto quiere decir 

que una de las consecuencias del retiro inmediato  de la pensión de invalidez 

seria la afectación al mínimo vital de él y su familia, que si bien es cierto que la 

accionadas manifestaron que el accionante, no probo ni siquiera 

sumariamente que su esposa e hijo dependían solo del ingreso que el recibía, 

también es cierto que las mencionadas entidades tampoco presentaron 

pruebas que desvirtuaran lo contrario. 

 

Otra afectación inmediata a la que se ve avocado el señor Abel Darío 

Quiceno, es la de su salud, pues también es retirado del sistema de salud; lo 

que quiere decir que su tratamiento psiquiátrico se suspendería, teniendo 

implicaciones graves en su salud mental. En consecuencia, se vería 

gravemente amenazado su derecho fundamental a la salud,  seguridad 

                     
20 Ley 100 de 1993, artículo 38 
21 Con base en desarrollos previos6 , la Ley 1616 del 2003 (Artículo 3) plantea que “la salud mental se define como un estado dinámico que 
se expresa en la vida cotidiana a través del comportamiento y la interacción de manera tal que permite a los sujetos individuales y colectivos 
desplegar sus recursos emocionales, cognitivos y mentales para transitar por la vida cotidiana, para trabajar, para establecer relaciones 
significativas y para contribuir a la comunidad”. 
22visto en los archivos pdf # 6, 7 y13 del expediente digital. 
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social. 

 

En consecuencia, para este Despacho judicial se encuentra probado el 

PERJUICIO IRREMEDIABLE, lo cual hace procedente amparar los derechos 

fundamentales a la salud y al mínimo vital del señor Abel Darío Quiceno de 

manera transitoria de conformidad con lo establecido en el artículo 8° del 

Decreto 2591 del 19 noviembre 1993. Por las razones expuestas, se hace saber 

que el amparo de los derechos fundamentales tutelados y la vigencia de las 

ordenes que se darán, permanecerán durante el tiempo que la autoridad 

judicial competente disponga para decidir de fondo sobre la acción 

emprendida por el señor Abel Darío Quiceno Moreno. Asimismo, se le hará 

saber al accionante que dispone de cuatro (4) meses contados a partir de la 

notificación de la providencia para ejercer las acciones a que haya lugar.  

 

Corolario de lo expuesto, se ordenará a la Administradora Colombiana de 

Pensiones COLPENSIONES que en el término cuarenta y ocho (48) horas 

contadas desde la notificación de la presente providencia, continúe 

reconociendo la pensión de invalidez al señor ABEL DARÍO QUICENO 

MORENO, en las mismas condiciones en las que ha venido reconociendo 

desde su reconocimiento y conforme a la resolución GNR 124034 del 6 de 

junio de 2013. 

 

Asimismo, se exhortará a la Defensoría del Pueblo para que conforme a las 

órdenes dadas en la providencia, realice acompañamiento al señor ABEL 

DARÍO QUICENO MORENO en lo que considere pertinente, para proceder 

con las  acciones ordinarias laborales correspondientes. 

 

Por lo expuesto el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Armenia, 

administrando justicia en nombre de la República de  Colombia,  y por 

autoridad de la Ley,   

 

FALLA 

 

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la salud y al mínimo vital de 

manera transitoria, de los cuales es titular el señor ABEL DARÍO QUICENO 

MORENO, en la forma y por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a la Administradora Colombiana de Pensiones 

COLPENSIONES que en el término cuarenta y ocho (48) horas contadas 

desde la notificación de la presente providencia, continúe reconociendo la 

pensión de invalidez al señor ABEL DARÍO QUICENO MORENO, en las mismas 

condiciones en las que ha venido reconociéndola desde su reconocimiento 

y conforme a la resolución GNR 124034 del 6 de junio de 2013. 

 

TERCERO: VIGENCIA se hace saber que el amparo de los derechos 

fundamentales tutelados y la vigencia de las órdenes dadas, permanecerán 

durante el tiempo que la autoridad judicial competente disponga para 
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decidir de fondo sobre la acción emprendida por el señor Abel Darío Quiceno 

Moreno.  

 

Parágrafo: Asimismo, se le hace saber al accionante que dispone de cuatro 

(4) meses contados a partir de la notificación de esta providencia para ejercer 

las acciones a que haya lugar. Sino las instaura, cesaran los efectos de la 

actual sentencia.  

 

CUARTO: ORDENAR a la Administradora Colombiana de Pensiones 

COLPENSIONES, que a través de su representante legal y, una vez realizadas 

las actuaciones y cumplidas las ordenes, remitan a este despacho informe 

al respecto, a efectos de verificar, de acuerdo con los artículos 23, 27 y 52 

del Decreto 2591 de 1991, el cumplimiento de lo ordenado en los numerales 

precedentes. 

 

QUINTO: EXHORTAR a la DEFENSORÍA DEL PUEBLO para que conforme a las 

órdenes dadas en la providencia, realice acompañamiento al señor ABEL 

DARÍO QUICENO MORENO en lo que considere pertinente, para  que 

proceda con las  acciones ordinarias laborales que  sean  del  caso. 

 

 SEXTO: La presente decisión podrá ser impugnada dentro de los tres días 

siguientes a su notificación (Art. 31 Dcto 2591 de 1991). Si esta providencia no 

fuere impugnada en tiempo oportuno, remítase el cuaderno original de la 

actuación a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

 

Los recursos de impugnación y las solicitudes frente a esta providencia, 

deberán remitirse al correo j03admctoarm@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

 

SEPTIMO: En los términos del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991, notifíquese 

esta providencia por el medio más expedito a las partes. 

 

 

 

Notifíquese y cúmplase. 

 

 

 
ADRIANA CERVANTES ALOMIA 

Juez 

 

Firmado Por: 



Proceso: ACCIÓN DE TUTELA  

Accionante: ABEL DARÍO QUICENO MORENO 

Accionado: Colpensiones, Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío, Junta Nacional de 

Calificación de Invalidez  

Radicación: 63001-3333-003-2021-00044-00 

 

                                                                                                                         19 

19 

 

 

CRUZ ADRIANA CERVANTES ALOMIA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 003 ADMINISTRATIVO DE ARMENIA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 

validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

cb613ab5a3b3cb0f370fa605a215f0d7bb289f4a42cbc82ea69db368c41dc0e

b 

Documento generado en 23/03/2021 03:42:26 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 
 
 
 
 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL QUINDÍO 
 

SALA QUINTA DE DECISIÓN 
 

Magistrado Ponente: LUIS JAVIER ROSERO VILLOTA 
 
 

Acción   : Tutela 
Accionante : ABEL DARIO QUICENO MORENO 
Accionado  : COLPENSIONES y otros 
Radicación : 63001-3333-003-2021-00044-01 
Referencia : Sentencia Segunda Instancia 

 
Armenia, veintidós (22) de abril de dos mil veintiuno (2021) 

 
Sentencia T 39-2021 

 
Corresponde a esta Corporación resolver en segunda instancia, 
la impugnación presentada por la entidad accionada, en contra 
de la Sentencia proferida el 23 de marzo de 2021 por el Juzgado 
Tercero Administrativo del Circuito de Armenia, mediante la cual 
accedió a las pretensiones de la presente acción de tutela. 

 
1. ANTECEDENTES 

 
1.1. Hechos 
 
El señor ABEL DARIO QUICENO MORENO, solicitó el amparo a 
sus derechos fundamentales a la salud y mínimo vital, 
presuntamente vulnerados por las accionadas. 
 
Comentó como fundamento fáctico de sus pretensiones que 
desde del 27 de octubre del 2011 es pensionado 
por invalidez tras dictamen de la junta regional de calificación y 
la cual le otorgó un puntaje de 51,93 de invalidez por todas 
las enfermedades padecidas de origen común tales como hernias 
discales l 5 s 1, artrosis, escoliosis y problemas mentales. 
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Indicó igualmente que tiene un control durante todo este tiempo 
con psiquiatría, en el cual en la actualidad cuenta con 
medicamentos de alto costo, tales como: closatina y 
closapina, medicamentos para poder dormir y depresión. 
  
En el año 2020 se inició un proceso de revisión 
de calificación por parte de Colpensiones el cual le otorgó un 
puntaje de 34.80, que dejaba sin amparo sus derechos al 
mínimo vital y salud, el cual apeló oportunamente, ya que 
considera no se tienen en cuenta las enfermedades que dieron 
origen a la anterior valoración, pues solo señala un lumbago no 
especificado y trastorno depresivo no especificado, no teniendo 
en cuenta  los diagnósticos  calificados en la calificación inicial 
que le otorgó pensión por invalidez que fueron: 
   
1. Restricción de movimientos de columna dorso – lumbar  
2. Síndrome doloroso de columna -hernias discales inoperables   
3. Acortamiento de miembro inferior derecho con respecto al 
izquierdo   
4. Trastorno del humor (depresión)  
5. Trastorno menor grupo A (esquizotipico o esquizoide).  

 
Con la anterior calificación consideró que las accionadas vulneran 

su derecho a la salud y al mínimo vital   poniendo en riesgo 

su integridad  y la de su familia, perjudicando  su bienestar y de 

su compañera actual  con la  que convive hace  seis años y  una 

menor de  8 años, las cuales dependen económicamente  de sus 

ingresos los cuales, solamente provienen de la pensión, lo cual 

configura un grave problema para su  familia  ya que tiene 

enfermedades degenerativas, las cuales tampoco 

las juntas  de invalidez tuvieron en cuenta.  

 
Con fundamento en lo anterior, solicitó se le ordené 

a las accionadas:  sea revisado su caso  y se realice una 

nueva calificación  de invalidez en el cual se tengan en cuenta, 

todos los diagnósticos  de la calificación Inicial del 2011 y las 

enfermedades degenerativas   las cuales considera no fueron 

tenidas en cuenta por las accionadas en la reciente valoración; 

de igual manera  solicitó que  no se permita que 

COLPENSIONES deje de cancelar sus mesadas 



Página 3 de 30 
Tutela 
Sentencia Segunda Instancia 
63001-3333-003-2021-00044-01.   
ABEL DARÍO QUICENO MORENO Vs COLPENSIONES y otros 
 

 

 

hasta que  su proceso sea  definido  legalmente  y con todas las 

razones antes expuestas. 

   
2. ACTUACIÓN PROCESAL 

 
La acción de tutela fue presentada el 9 de marzo de 2021 (Archivo 

3. Correo recibe proceso oficina judicial del e. d.), correspondiéndole su 
conocimiento al Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de 
Armenia, que, mediante auto de 10 de marzo, la admitió y 
ordenó notificar a la entidad accionada (Archivo 9 Auto admite del e. 

d.). Luego de darle el trámite pertinente, sin contestación por 
parte de la entidad accionada, profirió sentencia el 23 de marzo 
de 2021 (Archivo 20. SENTENCIA del e. d.), fallo que fue impugnado por la 
entidad demandada (Archivo 25. Escrito de impugnación colpensiones del e. d.). 

 
3. LA PROVIDENCIA IMPUGNADA 

 
La Juez de primer grado, mediante decisión del 23 de marzo de 
2021, accedió al amparo solicitado en la presente acción 
constitucional (Archivo 20. SENTENCIA del e.d.). 
 
Sostuvo que al señor ABEL DARÍO QUICENO se le dictaminó el 
14 de mayo de 2009 el 51.93% de Pérdida de Capacidad Laboral 
(Archivo pdf 13 ed). Como consecuencia del porcentaje de pérdida de 
capacidad laboral expresado anteriormente, COLPENSIONES 
reconoció la pensión de invalidez al señor QUICENO. Los 
diagnósticos calificados en el dictamen que dieron origen al 
derecho a ser beneficiario de la pensión de invalidez, fueron 
“restricciones del movimiento de columna dorso lumbar, síndrome doloroso 
de columna – hernias inoperables, acortamiento de miembro inferior 
derecho con respecto al izquierdo, trastorno del humor (depresión), 

trastorno menor grupo A (esquizotípico o esquizoide)”.  
 
El accionante ha venido en control permanente por siquiatría, 
sosteniendo el mismo diagnostico durante los controles “trastorno 

depresivo recurrente, trastorno de ansiedad”. Se realiza control 
mensual en el hospital mental de Filandia y se evidencia 
seguimiento en la historia clínica mes a mes entre el año 2018 y 
el año 2021 (Archivos pdf 6, 7 y 13 ed). 
 
Al tutelante se le inicio revisión de la pérdida de capacidad 
laboral, en primera oportunidad por COLPENSIONES arrojando 
una calificación en dictamen del 31 de marzo de 2020 de 36.5%, 
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al no estar de acuerdo con la calificación, impugnó el dictamen el 
cual lo resolvieron las juntas de calificación de invalidez regional 
del Quindío y nacional, despachado un dictamen definitivo con 
calificación de 34.8% de pérdida de capacidad laboral. Los 
diagnósticos calificados fueron “Lumbago no especificado y Trastorno 

depresivo”.  
 
El señor ABEL DARÍO QUICENO en la actualidad convive con su 
esposa y su hijo de 8 años de edad, y que de acuerdo a su dicho 
dependen económicamente de él.  
 
El Despacho, después de analizar las pruebas aportadas dentro 
del proceso de tutela, como primera medida examinó si se 
cumplió a cabalidad el debido proceso dentro de la revisión de la 
calificación de pérdida de capacidad laboral del señor QUICENO, 
estableciendo que de acuerdo al ordenamiento jurídico, el 
procedimiento de calificación de la PCL se llevó con apego a 
todos los procedimiento establecidos por el legislador y sus 
reglamentaciones, es decir “CALIFICACIÓN EN PRIMERA 

OPORTUNIDAD POR LA ENTIDAD DE PREVISIÓN SOCIAL 
(COLPENSIONES), UNA VEZ IMPUGNADO, LO CONOCIO LA JUNTA 
REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL QUINDÍO EN PRIMERA 
INSTANCIA, Y LA JUNTA NACIONADE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ EN 

SEGUNDA INSTANCIA”. Es decir que el procedimiento establecido 
para llegar a un dictamen definitivo transcurrió dentro del debido 
proceso, lo cual indica que las entidades accionadas, no 
vulneraron el derecho fundamental al debido proceso.  
 
Con respecto a los derechos fundamentales a la salud y al 
mínimo vital el despacho realizó un análisis para determinar si se 
encuentran vulnerados o amenazados con las consecuencias 
generadas por la revisión de la pensión de invalidez y la nueva 
calificación definitiva de pérdida de capacidad laboral del señor 
QUICENO. Como consecuencia de la revisión de la pensión de 
invalidez se encuentra demostrado que el beneficiario de la 
prestación, tuvo una disminución del porcentaje de PCL: paso 
del 51.93% al 34.8%; lo que indica que conforme al 
ordenamiento jurídico1 la mencionada pensión de invalidez será 
retirada, toda vez que su pérdida de capacidad laboral no supera 

                                                           
1   Con base en desarrollos previos, la Ley 1616 del 2003 (Artículo 3) plantea que “la 

salud mental se define como un estado dinámico que se expresa en la vida cotidiana a 
través del comportamiento y la interacción de manera tal que permite a los sujetos 

individuales y colectivos desplegar sus recursos emocionales, cognitivos y mentales para 
transitar por la vida cotidiana, para trabajar, para establecer relaciones significativas y para 

contribuir a la comunidad”. 
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el 50%, tal variación trae como consecuencia concomitante su 
desafiliación al sistema de salud por cuenta de la pensión, de la 
que ya no será titular.  
 
Con respecto a lo anterior y contrastándolo con lo probado en el 
plenario observó que el señor QUICENO es una persona que se 
encuentra con su salud mental comprometida, pues en principio 
uno de los diagnósticos que se tuvo en cuenta para dictaminar la 
pérdida de capacidad laboral en el 2009, fueron los trastornos 
mentales: “trastorno del humor (depresión), trastorno menor grupo A 

(esquizotípico o esquizoide)”. Por otro lado se observa en la historia 
clínica2 que el accionante ha venido con control permanente por 
la especialidad de siquiatría por las mismas causas, de esta 
manera su diagnóstico no ha cambiado, es decir la enfermedad 
mental padecida no ha sido superada, tal como lo constata su 
médico tratante y bajo este dictamen médico, se puede concluir 
que el accionante al encontrarse afectado en su salud mental tal 
como lo consagra la Ley 1616 del 2003 (Artículo 3) no le es 
posible desplegar acciones para equilibrar su vida laboral.  
 
Así las cosas, estimó que es una persona de especial protección 
constitucional. En tal virtud, el Estado, la sociedad y la familia 
deben propender, dentro de sus posibilidades, por garantizar sus 
derechos fundamentales.  
 
Conforme a lo expresado en la Resolución GNR 124034 de 6 de 
junio de 2013, la mesada pensional reconocida al señor ABEL 
DARÍO es un salario mínimo, y conforme a sus antecedentes 
laborales, su profesión u oficio la desempeñó como trabajador 
en actividades de ganadería y campo, esto quiere decir que una 
de las consecuencias del retiro inmediato de la pensión de 
invalidez sería la afectación al mínimo vital de él y su familia. Si 
bien es cierto la accionadas manifestaron que el accionante, no 
probó ni siquiera sumariamente que su esposa e hijo dependían 
solo del ingreso que él recibía, también es cierto que las 
mencionadas entidades tampoco presentaron pruebas que 
desvirtuaran lo contrario.  
 
Otra afectación inmediata a la que se ve avocado es la de su 
salud, pues también es retirado del sistema de salud; lo que 
quiere decir que su tratamiento psiquiátrico se suspendería, 
teniendo implicaciones graves en su salud mental.  

                                                           
2   Archivos 6, 7 y 13 del expediente digital. 
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En consecuencia, se vería gravemente amenazado su derecho 
fundamental a la salud por lo que para el a quo se encuentra 
probado el perjuicio irremediable, lo cual hace procedente 
amparar los derechos fundamentales a la salud y al mínimo vital 
de manera transitoria de conformidad con lo establecido en el 
artículo 8° del Decreto 2591 del 19 noviembre 1993, 
permaneciendo durante el tiempo que la autoridad judicial 
competente disponga para decidir de fondo sobre la acción 
emprendida por el señor QUICENO MORENO.  
 
Se determinó cuatro (4) meses contados a partir de la 
notificación de la providencia para ejercer las acciones a que 
haya lugar. Ordenó, entonces, a COLPENSIONES: que en el 
término cuarenta y ocho (48) horas contadas desde la 
notificación de la presente providencia, continúe reconociendo la 
pensión de invalidez al señor ABEL DARÍO QUICENO MORENO, 
en las mismas condiciones en las que ha venido reconociendo 
desde su reconocimiento y conforme a la Resolución GNR 
124034 del 6 de junio de 2013.  
 
Se exhortó a la Defensoría del Pueblo para que, conforme a las 
órdenes dadas en la providencia, realice acompañamiento al 
señor ABEL DARÍO QUICENO MORENO en lo que considere 
pertinente, para proceder con las acciones ordinarias laborales 
correspondientes. 
 

 
4. IMPUGNACIÓN  

 
La parte accionada, inconforme con la sentencia de primera 
grado impugnó la decisión argumentando que, verificado el 
sistema de información de COLPENSIONES, se evidenció que el 
accionante inició trámite de pérdida de capacidad laboral, por lo 
que se expidió el Dictamen DML 3911871 del 31 de marzo de 
2020, ante el cual el accionante manifestó su inconformidad, la 
cual fue resuelta por la Junta Regional de Calificación de 
Invalidez del Quindío quien emitió dictamen 3458-2020 del 11 de 
septiembre de 2020, el cual fue objeto de apelación 
correspondiendo resolverlo a la Junta Nacional de Calificación de 
Invalidez, quien emitió dictamen 15406015-4137 del 25 de 
febrero de 2021 determinando un porcentaje de PCL del 34.80% 
con fecha de estructuración del 31 de marzo de 2020.  
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Por lo anterior, COLPENSIONES ha actuado en derecho y dentro 
del marco de sus competencias, respetando el debido proceso y 
ciñéndose a las decisiones de las Juntas de Calificación por lo 
que no se le puede considerar responsable de la vulneración de 
los derechos alegados por el accionante, ya que la determinación 
de la pérdida de la capacidad del accionante obedeció a una 
evaluación médica científica realizada en tres instancias por 
profesionales expertos que determinaron que padece una 
pérdida de la capacidad laboral del 34,80%; concepto médico 
que debe respetarse. 
 
Así mismo realizó un análisis respecto de la órbita de 
competencia del Juez Constitucional, para lo cual cita sentencia 
T 587 de 2015 de la Corte Constitucional y sentencia T-821 de 
2010. 
 
Realizó también un amplio análisis del carácter subsidiario de la 
acción de tutela, para lo cual considera  oportuno resaltar que de 
acuerdo con el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 la acción de 
tutela es un mecanismo subsidiario y residual por lo que será 
improcedente cuando existan otros recursos o medios de 
defensa judicial, razón por la cual, en concordancia con el 
numeral 4º del artículo 2º del Código Procesal del Trabajo, toda 
controversia que se presente en el marco del Sistema de 
Seguridad Social entre afiliados, beneficiarios o usuarios, 
empleadores y entidades administradoras deberá ser conocida 
por la jurisdicción ordinaria laboral.  
 
Sobre el particular, el artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y 
de la Seguridad Social es diáfano en señalar que la jurisdicción 
ordinaria, en sus especialidades laboral y seguridad social, 
conocerá de “las controversias referentes al sistema de seguridad Social 

integral, que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los 
empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, cualquiera que 
sea la naturaleza de la relación jurídica y de los actos jurídicos que se 

controviertan”.  
 
En relación al caso objeto de estudio, el ciudadano debe agotar 
los procedimientos administrativos y judiciales dispuestos para 
tal fin y no discutir la acción u omisión de COLPENSIONES vía 
acción de tutela, ya que ésta solamente procede ante la 
inexistencia de otro mecanismo judicial, pues la Corte 
Constitucional en Sentencia T-043 de 2014 se ha referido sobre 
la procedencia de la acción de tutela para solicitar el 
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reconocimiento de derechos de naturaleza pensional, indicando 
que inicialmente resulta improcedente; no obstante se debe 
hacer un estudio del panorama fáctico y jurídico que sustenta la 
solicitud de amparo, así como las circunstancias particulares del 
accionante, pues considera que la situación de vulnerabilidad de 
los sujetos de especial protección constitucional no es suficiente 
para que la acción de tutela proceda mecánicamente, 
debiéndose exigir un grado mínimo de diligencia del actor en la 
búsqueda administrativa del derecho. 
 

En armonía con lo anterior, se ha previsto la protección tutelar 
transitoria frente a la existencia de un perjuicio irremediable, sin 
embargo, debe destacarse que no ocurre en el presente caso, ya 
que esta clase de protección temporal tiene condicionada su 
procedencia a la concurrencia de los siguientes requisitos3:  
 
a) Que la persona haya agotado los recursos en sede 
administrativa y la entidad mantenga su decisión de no 
reconocer el derecho.  
 
b) Que se hubiere acudido ante la jurisdicción respectiva, se 
estuviere en tiempo de hacerlo o ello fuere imposible por 
motivos ajenos al peticionario. 
 
c) Que de tratarse de una persona de la tercera edad, ésta 
demuestre la amenaza de un perjuicio irremediable, esto es, que 
el perjuicio afecte la dignidad humana, la subsistencia en 
condiciones dignas, la salud, el mínimo vital, que existan lazos 
de conexidad con derechos fundamentales, o que evidencie que 
someterla a los trámites de un proceso ordinario le resultaría 
demasiado gravoso.  
 
d) En concordancia con lo anterior, para determinar si la acción 
de tutela es o no procedente como mecanismo transitorio, no 
resulta suficiente invocar fundamentos de derecho, sino que son 
necesarios también fundamentos fácticos que den cuenta de las 
condiciones materiales de la persona. En caso contrario, el 
asunto adquiere carácter estrictamente litigioso y por lo mismo 
ajeno a la competencia del juez de tutela.  
 
En síntesis, se torna improcedente la acción de tutela, para 
buscar a través de este mecanismo, el reconocimiento, pago o 

                                                           
3   Sentencia-482 de 2015, M.P. Alberto Rojas Ríos 
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una actividad concreta que pueda discutirse a través del medio 
ordinario dispuesto para tal fin. 
 
Frente a la revisión del estado de invalidez, indicó que la pensión 
de invalidez se encuentra consagrada en el artículo 39 de la Ley 
100 de 1993 y tiene como objeto garantizar a los afiliados del 
Sistema General de Pensiones un amparo contra las 
contingencias derivadas de la pérdida de capacidad laboral (PCL) 
o de la pérdida de capacidad ocupacional (PCO), cuando esta 
sea igual o superior al 50%, a través de una prestación 
económica temporal que se hace exigible en la medida que 
persista el estado de invalidez. Debido a que es una prestación 
con vocación de temporalidad, los artículos 44 de la Ley 100 de 
1993 y 552 del Decreto 1352 de 2013 (compilado en el D. 1833 
de 2016) contemplan la revisión del estado de invalidez del 
pensionado, con el fin de ratificar, modificar o dejar sin efectos 
el dictamen de pérdida de capacidad laboral o de la pérdida de 
capacidad ocupacional que sirvió de base para el otorgamiento 
de la pensión. Para ello, se establece un procedimiento en el que 
las administradoras, cada tres años, pueden solicitar la revisión 
del grado de la invalidez de PCL. 
 
Conforme a lo enunciado, es claro que la normatividad faculta a 
COLPENSIONES para suspender la prestación que devengaba el 
accionante, teniendo en cuenta que una vez calificado el nuevo 
dictamen determina un porcentaje inferior al 50%, situación que 
avala a esta administradora a tomar las medidas 
correspondientes. 
 
Así mismo, realizó una exposición respecto de la naturaleza de 
las Juntas de Calificación. 
 
Finalmente solicitó se revoque el fallo de primera instancia, como 
quiera que la presente tutela no cumple con los requisitos de 
procedibilidad del art. 6º del Decreto 2591 de 1991 así como 
tampoco se demostró que COLPENSIONES no ha vulnerado los 
derechos reclamos por el accionante y está actuando conforme a 
derecho.  
 

 
5. CONSIDERACIONES PARA RESOLVER 

 
5.1 Problema jurídico 
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Le corresponde al Tribunal resolver el siguiente problema jurídico: 
¿Se ajustó a derecho el fallo de primer grado que amparó los 
derechos fundamentales del demandante al mínimo vital y a la 
salud de manera transitoria, por parte de la entidad 
demandada?  
 
La tesis que sostendrá el Tribunal es que la sentencia 
impugnada se ajustó a derecho y por tanto debe confirmarse. 
 
Los argumentos que permiten arribar a esta conclusión se 
pueden abordar bajo los siguientes temas: i) La acción de tutela 
– procedencia – principio de subsidiariedad; ii) La importancia 
de la pérdida de la capacidad laboral; iii) El derecho a la salud; 
iv) Protección especial a sujetos en estado de invalidez; y v) El 
caso concreto. 
 
 
5.2. La acción de tutela – procedencia – principio de 

subsidiariedad  
 
El artículo 86 de la Constitución Política, consagra que toda 
persona tendrá acción de tutela, por sí misma o por quien actúe 
en su nombre, para que ante los jueces de la República, a través 
de un procedimiento preferente y sumario, solicite la protección 
inmediata de sus derechos Constitucionales fundamentales, 
cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u 
omisión de cualquier autoridad pública4; ésta procederá, siempre 
que el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial o 

                                                           
4  ARTICULO  86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los 
jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí 

misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 
constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la 

tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá 

impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte 
Constitucional para su eventual revisión. 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa 
judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. 

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares 
encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y 

directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de 
subordinación o indefensión. 
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que se invoque su aplicación para evitar un perjuicio 
irremediable. 
 
De igual forma y en similares términos, el artículo 15 del Decreto 
2591 de 1991 “Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada 

en el artículo 86 de la Constitución Política”, dispone que toda persona 
tiene acción de tutela para reclamar ante los Jueces, la 
protección inmediata de sus derechos Constitucionales 
fundamentales que resulten amenazados o vulnerados por la 
acción u omisión de cualquier autoridad pública.  
 
En cuanto a la procedencia de la acción de tutela, el artículo 86 
superior establece que ésta tiene cabida para solicitar la 
protección inmediata de los derechos Constitucionales 
fundamentales cuando éstos resulten quebrantados o 
amenazados. 
 
Por su parte, el Decreto reglamentario de la acción, consagra 
que es viable su ejercicio cuando por la acción u omisión de las 
autoridades públicas se haya violado, se vulnere o se amenace 
transgresión de los derechos consagrados en su artículo 26, es 
decir, de los referidos derechos. 
 
En cuanto a las causales de improcedencia de la acción de 
tutela, el Decreto 2591 de 1991 dispuso que ésta no es viable, 
cuando:  
 

ARTICULO 6º-Causales de improcedencia de la tutela. La 
acción de tutela no procederá: 
 
1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa 
judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo 

                                                           
5  ARTICULO  1º-Objeto. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante 

los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, 
por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares 
(en los casos que señala este decreto)*. Todos los días y horas son hábiles para interponer 
la acción de tutela. 

La acción de tutela procederá aún bajo los estados de excepción.  

 
6  ARTICULO 2º-Derechos protegidos por la tutela. La acción de tutela garantiza los 

derechos constitucionales fundamentales. Cuando una decisión de tutela se refiera a un 
derecho no señalado expresamente por la Constitución como fundamental, pero cuya 

naturaleza permita su tutela para casos concretos, la Corte Constitucional le dará prelación 
en la revisión a esta decisión. 
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transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La 
existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en 
cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se 
encuentra el solicitante. (…) 

La Corte Constitucional, al referirse a la acción de tutela, sus 
características, requisitos y objeto, ha sostenido: 
 

La Constitución Política en su artículo 86 creó la acción de tutela 

como un mecanismo de protección de los derechos 

fundamentales para dotar a las personas de un mecanismo 

expedito que posee las siguientes características: Subsidiario, 

porque sólo procede si no existe otro mecanismo de defensa 

judicial idóneo. Inmediato, debido a que su propósito es otorgar 

sin dilaciones la protección a la que haya lugar. Sencillo, porque 

no exige conocimientos jurídicos para su 

ejercicio. Específico, porque se creó como mecanismo especial de 

protección de los derechos fundamentales y por último, 

es Eficaz, porque siempre exige del juez un pronunciamiento de 

fondo bien para conceder o bien para negar lo solicitado. Estas 

condiciones se concretan en la definición de un trámite 

preferente y sumario. 

  

En desarrollo de la Carta Política, el Decreto Ley 2591 de 1991 
reglamentario de la Acción de Tutela establece unos requisitos 
mínimos que debe cumplir el escrito de quien va a interponer el 
amparo. Estos requisitos, pretenden brindarle al juez un 
conocimiento básico sobre los hechos y una identificación de los 
posibles responsables en razón de la sencillez y falta de 
especialidad jurídica que caracterizan al amparo. En ningún 
momento el trámite de la acción de tutela reconoce a los 
requisitos del artículo 14 del Decreto Ley 2591 de 1991, un 
carácter taxativo, rígido o definitivo. La ausencia de formalidades 
y el carácter preferente del procedimiento de la acción, revisten 
al juez de tutela de una serie de facultades que el juez ordinario 
no posee. Una de ellas es la de fallar más allá de las 
pretensiones de las partes, los fallos ultra o extra petita. Esta 
facultad que posee el juez de tutela tiene origen en la primacía 
dada por el ordenamiento constitucional a los derechos 
fundamentales. Por ello, la función de administrar justicia cuando 
se trata de garantizar el respeto de los derechos inherentes a las 
personas, confiere especiales facultades e impone específicos 
deberes para cumplir con el carácter eficaz de la acción de 
tutela. 

  

La justicia constitucional opera dentro de un especial equilibrio 

integrado por la información veraz y adecuada que brinda el 

actor y el ejercicio activo de protección de los derechos 
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fundamentales que debe desplegar el juez. Conforme a este 

equilibrio no estamos en presencia de una justicia mínima, 

formal y taxativa sino ante una justicia eficaz y efectiva que 

garantiza los derechos inherentes de las personas. 

 

El sentido y objeto de la acción de tutela le imponen al juez 

constitucional el deber de conducir el trámite del amparo con la 

mayor diligencia[2]. El recaudo probatorio y la reconstrucción de 

las circunstancias que rodean la solicitud deben realizarse con el 

propósito de pronunciarse sobre la realidad de los hechos y ello 

significa, que el juez pasa del conocimiento formal de un asunto, 

al análisis de un problema jurídico que requiere un 

pronunciamiento de justicia material cuando los derechos 

fundamentales se encuentran vulnerados o en grave situación de 

riesgo. Entenderlo de otra forma le restaría toda fuerza, eficacia 

y validez a un mecanismo que pretende garantizar los derechos 

de las personas en un Estado fundado en el respeto de la 

dignidad humana[3]. 

  

En el trámite de la acción de tutela es posible afirmar que existe 

un amplio margen de las facultades de oficio del juez 

constitucional y ello se refleja en su papel activo dentro del 

trámite y también, en el momento en que advierte la existencia 

de una violación de derechos no invocados en la demanda caso 

en el cual, el juez constitucional debe desarrollar el 

procedimiento correspondiente y dictar las órdenes que sean 

necesarias para garantizar su protección. La Corte Constitucional 

en numerosas oportunidades ha reiterado el carácter preferente 

del procedimiento de la acción y el deber del juez de tutela de 

garantizar los derechos fundamentales aun cuando ellos no 

hayan sido indicados por el actor. Si el juez advierte en el 

transcurso del trámite del amparo, que existen situaciones 

violatorias de otros derechos diferentes al invocado, debe lograr 

su efectiva protección[4]. 

  

De otro lado, también constituye un deber del juez constitucional 

vincular de oficio el legítimo contradictor o a la parte que por 

legitimación pasiva debe concurrir. Si el juez advierte que el 

sujeto o entidad demandada no es el responsable de la 

vulneración o amenaza debe vincularlo al proceso para así, de 

una parte, cumplir con el carácter preferente del amparo -la 

protección de un derecho fundamental- y de otra, permitirle al 

presunto responsable exponer sus razones y controvertir las 

pruebas que se hayan practicado. En varias oportunidades [5] la 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/Autos/2002/A053-02.htm#_ftn2
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/Autos/2002/A053-02.htm#_ftn3
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/Autos/2002/A053-02.htm#_ftn4
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/Autos/2002/A053-02.htm#_ftn5
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Corte Constitucional ha hecho referencia a la obligación de 

integrar el legítimo contradictor o a la parte que por legitimación 

pasiva debe concurrir para poder tomar una decisión de fondo y 

responder así a la protección eficaz de los derechos 

fundamentales. 

  

En esta medida lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución 

Política es un mecanismo que le confía a los jueces la función de 

verificar el efectivo cumplimiento de los mandatos 

constitucionales de protección y primacía de los derechos 

inalienables de la persona y cuando encuentre configurada la 

vulneración o amenaza de un derecho fundamental, por acción o 

por omisión, imparta las órdenes de inmediato cumplimiento 

necesarias para salvaguardar efectivamente el derecho 

vulnerado. Una actuación superficial y formalista pone en peligro 

el derecho de acceso a la justicia al dejar desprotegido a quien 

solicita la protección constitucional de sus derechos 

fundamentales y por lo mismo desconoce el mandato del artículo 

86 superior. 

  

El carácter preferente y sumario del trámite del amparo se altera 

y desconoce cuando el juez de conocimiento se abstiene de 

desplegar todas las medidas necesarias –jurídicamente posibles- 

para conjurar la vulneración de los derechos fundamentales. Lo 

anterior no significa que el fallador deba producir todo tipo de 

órdenes sin fundamento jurídico en aras de absolver siempre 

afirmativamente las pretensiones de los accionantes. Por el 

contrario, el juez debe emplearse a fondo en la identificación de 

la totalidad de los aspectos que componen la litis, para que el 

fallo sea realmente una garantía efectiva de los derechos 

fundamentales y producto de una actuación ágil y oportuna. 

  

El fallo de tutela debe ser el resultado de la valoración de todos 

los aspectos jurídicos y fácticos además de garantizar la 

concurrencia de todas las personas involucradas –activa o 

pasivamente- en la situación jurídica producto de la 

controversia7. 

 

                                                           
7  C.C. Auto A 053 del 30 de mayo de 2002, M.P. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO, Exp. T-
561054.  

 



Página 15 de 30 
Tutela 
Sentencia Segunda Instancia 
63001-3333-003-2021-00044-01.   
ABEL DARÍO QUICENO MORENO Vs COLPENSIONES y otros 
 

 

 

En cuanto al carácter subsidiario de la acción de tutela, la Corte 
Constitucional, reiterando la posición asumida8 de tiempo atrás, 
ha sido enfática en señalar: 
 

“la necesidad de que el juez de tutela someta los asuntos que 
llegan a su conocimiento a la estricta observancia del carácter 
subsidiario y residual de la acción. En este sentido, el carácter 
supletorio del mecanismo de tutela conduce a que solo tenga 
lugar cuando dentro de los diversos medios que pueda tener el 
actor no existe alguno que sea idóneo para proteger 
objetivamente el derecho que se alegue vulnerado o 
amenazado[2]. Esta consideración se morigera con la opción de 
que a pesar de disponer de otro medio de defensa judicial 
idóneo para proteger su derecho, el peticionario puede acudir a 
la acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable[3]. De no hacerse así, esto es, actuando 
en desconocimiento del principio de subsidiariedad se procedería 
en contravía de la articulación del sistema jurídico, ya que la 
protección de los derechos fundamentales está en cabeza en 
primer lugar del juez ordinario[4]”9  

 
De igual forma y frente al requisito de subsidiariedad, el Consejo 
de Estado ha sostenido: 
 

3.1.- Del carácter subsidiario de la acción de tutela se deriva que 
los medios ordinarios de defensa para la protección de los 
derechos, siempre que sean idóneos y eficaces, no pueden ser 
desplazados o suplantados por la acción de tutela.  Este atributo 
de la acción de tutela, como lo ha referido la Corte 
Constitucional, salvaguarda las competencias atribuidas por la 
Constitución y la ley a las diferentes autoridades judiciales, 

                                                           
8  Así, por ejemplo,  en Sentencia T-106 de 1993, se ve esta postura de la Corte 

Constitucional desde sus inicios : 
"El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, 

que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos 

constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al 
ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro 

de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista 
alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece 

vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una 

autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una 
valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias 

del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No 
puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción 

ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, 
pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus 
derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico.” 

 
9   C.C. Sentencia T 030 del 26 de enero de 2015, M. P (E).  MARÍA VICTORIA 
SÁCHICA MÉNDEZ, Exp. T – 4455240. 

 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-030-15.htm#_ftn2
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-030-15.htm#_ftn3
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-030-15.htm#_ftn4
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garantiza su independencia y preserva “la plenitud de las formas 
propias de cada juicio”, garantía integrante del debido proceso 
constitucional, que supone la aplicación de los procedimientos 
debidos a cada caso concreto10. 

 

3.2. Es por lo dicho que la tesis de la Sección, expuesta en 

diversas sentencias, es que, por regla general, cuando existe 

otro medio de defensa judicial, idóneo y eficaz, no es procedente 

la acción de tutela. Por supuesto, la idoneidad y eficacia del 

medio de defensa se definen en función del caso concreto, 

atendiendo a las circunstancias en que se encuentra el solicitante 

y, además, dependen de la existencia o no de un perjuicio 

irremediable, en los términos del numeral 1º del artículo 6 del 

Decreto 2591 de 1991 y la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional11. 

 
5.3. Importancia de la calificación de la pérdida de 

capacidad laboral. 
 
Al respecto de este tópico, la Corte Constitucional ha indicado: 
 

Conforme con ello, la calificación de la pérdida de capacidad 

laboral ha sido considerada por la jurisprudencia constitucional, 

como un derecho que tiene toda persona, el cual cobra gran 

importancia al constituir el medio para acceder a la garantía y 

protección de otros derechos fundamentales como la salud, la 

seguridad social y el mínimo vital, en la medida que permite 

establecer a qué tipo de prestaciones tiene derecho quien es 

afectado por una enfermedad o accidente, producido con ocasión 

o como consecuencia de la actividad laboral, o por causas de 

origen común. Esta Corte ha indicado: 

  

“Dentro del derecho a la pensión de invalidez cobra gran 
importancia el derecho a la valoración de la pérdida de la 
capacidad laboral, ya que ésta constituye un medio para 
garantizar los derechos fundamentales a la vida digna, a la 
seguridad social y al mínimo vital. Lo anterior por cuanto tal 

                                                           
10   En este sentido, entre otras, se pueden confrontar las sentencias T-145 de 2011 

(M.P. Mauricio González Cuervo) y T-983 de 2001 (M.P. Álvaro Tafur Galvis), de la Corte 
Constitucional. 
 

11  C.E. Sección Cuarta, C.P. Dr. Jorge Octavio Ramírez Ramírez, sentencia del 17 de 
marzo de 2016, Rad. 05001-23-33-000-2015-01610-01(AC) 
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evaluación permite determinar si la persona tiene derecho al 
reconocimiento pensional que asegure su sustento 
económico, dado el deterioro de su estado de su salud y, 
por tanto, de su capacidad para realizar una actividad 
laboral que le permita acceder a un sustento. Adicional a 
ello, la evaluación permite, desde el punto de vista médico 
especificar las causas que la originan la disminución de la 
capacidad laboral. Es precisamente el resultado de la 
valoración que realizan los organismos médicos 
competentes el que configura el derecho a la pensión 
de invalidez, pues como se indicó previamente, ésta 
arroja el porcentaje de pérdida de capacidad laboral 
y el origen de la misma. De allí que la evaluación forme 
parte de los deberes de las entidades encargadas de 
reconocer pensiones, pues sin ellas no existiría fundamento 
para el reconocimiento pensional…”[12] 

  

4.6. Es pertinente mencionar que, según lo manifestado por este 

tribunal, la calificación de la pérdida de capacidad laboral 

debe atender las condiciones específicas de la persona, 

apreciadas en su conjunto, sin que sea posible establecer 

diferencias en razón al origen, profesional o común, de 

los factores de incapacidad. En ese mismo sentido, esta 

valoración puede tener lugar no solo como consecuencia directa 

de una enfermedad o accidente de trabajo, claramente 

identificado, también de novedades que resulten de la evolución 

de la enfermedad o accidente, o de una situación de salud 

distinta que puede tener un origen común. 

  

Así mismo, puede suceder que en un primer momento la 

afectación padecida, sea producida por un accidente o por 

enfermedad específica, no genere incapacidad alguna, pero 

también puede ocurrir que con el transcurso del tiempo se 

presenten secuelas que tornen más grave la situación de salud 

de la persona, caso en el cual se requiere la valoración de la 

pérdida de capacidad laboral para establecer su duración y 

consecuencias, teniendo en cuenta las verdaderas causas que 

originaron la disminución de la capacidad de trabajo y el 

eventual estado de invalidez. 

  

En consecuencia, el derecho a la valoración de la pérdida 

de capacidad laboral no puede tener un término 

perentorio para su ejercicio, en tanto que la idoneidad 

del momento en que el afiliado requiere la definición del 

estado de invalidez o la determinación del origen de la 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-056-14.htm#_ftn12
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misma, no depende de un período específico, sino de las 

condiciones reales de salud, el grado de evolución de la 

enfermedad y el proceso de recuperación o 

rehabilitación. 

  

Por ello, el simple paso del tiempo no puede constituirse en 

barrera para el acceso al dictamen técnico que permitirá 

establecer las prestaciones económicas causadas por el 

advenimiento del riesgo asegurado, sin importar que este derive 

su origen de una enfermedad profesional, accidente laboral o de 

una afección de origen común. De otra parte, ha de recordarse 

que del ejercicio del derecho a la valoración de la pérdida de 

capacidad laboral depende la efectividad de otras garantías 

fundamentales, indefectiblemente relacionadas con la dignidad 

humana, como son la seguridad social, el derecho a la vida digna 

y el mínimo vital12 (Negrillas de la Sala). 

 
Como puede apreciarse, la calificación de la pérdida de la 
capacidad laboral es de gran importancia, pues es el medio a 
través del cual se puede pretender la garantía y/o protección de 
otros derechos fundamentales, tales como la salud, la seguridad 
social y el mínimo vital, sin que en el mismo pueda desconocerse 
la omisión de un análisis integral de la persona, atendiendo la 
relevancia de los derechos fundamentales que están en juego. 
 
Sobre la revisión trienal del Estado de Invalidez, la Corte 
Constitucional ha dispuesto: 
 

33.           Ahora bien, en vigencia de la Constitución Política de 

1991, esta corporación al estudiar una demanda en contra del 

artículo 44 (parcial) de la Ley 100 de 1993 por la vulneración 

del artículo 48 Superior, la declaró exequible en la sentencia C-

408 de 1994, al considerar lo siguiente: 

  

“La norma establece una prescripción de la pensión de invalidez 

dentro de condiciones detalladas y precisas.  Pues se prescribe 

la posibilidad de revisar el estado de invalidez, por solicitud de 

la entidad de previsión o seguridad social, cada tres años, con 

el fin de ratificar, modificar o dejar sin efectos el dictamen que 

sirvió de base para la liquidación de la pensión que disfruta su 

beneficiario y procede a la extinción, disminución o aumento de 

la misma, si a ello hubiere lugar.  Si el pensionado en un plazo 

de tres (3) meses no se presenta, salvo fuerza mayor, se 

                                                           
12   CC.  Sentencia T-056 del 3 de febrero de 2014. 

https://go.vlex.com/vid/42867930?fbt=webapp_preview
https://go.vlex.com/vid/42867930?fbt=webapp_preview
https://go.vlex.com/vid/59814950?fbt=webapp_preview
https://go.vlex.com/vid/43558392?fbt=webapp_preview
https://go.vlex.com/vid/43558392?fbt=webapp_preview
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producen dos (2) consecuencias: 1) Se le suspende el pago de 

la pensión; y 2) Transcurridos doce (12) meses desde la 

solicitud, si no se presenta, prescribe la acción.  Esta 

disposición busca evitar que se pueda incurrir en la inequitativa 

circunstancia de que alguien pueda ser titular de una pensión 

de invalidez, sin ser inválido. Sin embargo, se permite al 

interesado romper la prescripción, si con posterioridad, y a su 

costa, luego de alegación sobre permanencia en invalidez, se 

somete a nuevo examen. 

  

No resulta contraria al espíritu de la Constitución esta 

disposición, pues se trata de evitar fraudes al sistema de 

pensión de invalidez o por lo menos de controlar la real 

circunstancia de permanencia en invalidez de sus 

beneficiarios. Cumplir estas medidas, salvo los casos de fuerza 

mayor, le impone una carga al interesado, completamente 

legítima, toda vez que dentro de los deberes de los ciudadanos 

está el de contribuir al financiamiento de los gastos e 

inversiones del Estado dentro de conceptos de justicia y 

equidad (art. 95-9 C.N.). De otra parte, es claro que el servicio 

público, puede ser oneroso tal como lo prevé la propia Carta en 

su artículo 367, sin exonerar de esa posibilidad a la seguridad 

social”. 

  

34.           Por su lado, la Sala Cuarta de Revisión analizó el caso de 

una extinción de la pensión de invalidez por haber acaecido, 

presuntamente, la condición resolutoria de la disminución del 

porcentaje de PCL, previsto en el entonces artículo 61 del 

Decreto 1848 de 1969, reglamentario del Decreto 3135 de 

1968, pese a que el agenciado murió durante el trámite de 

revisión la Corte dejó sin efectos el acto administrativo por 

medio del cual el FOCEP suprimió dicha prestación social. En 

esa oportunidad, esta corporación en la sentencia T-843 de 

2012 determinó lo siguiente: 

  

“El artículo 44 de la Ley 100 de 1993, contempla la revisión de 

las pensiones de invalidez e indica que procede, por solicitud de 

la entidad de previsión o seguridad social correspondiente, cada 

tres (3) años, con el fin de ratificar, modificar o dejar sin 

efectos el dictamen que sirvió de base para la liquidación de la 

pensión que disfruta el beneficiario y dar lugar a la extinción, 

disminución o aumento de la misma, si a ello hubiere lugar. Así 

pues,la revisión de la calificación de la invalidez tiene como 

finalidad determinar si se han producido cambios en las 

manifestaciones de la incapacidad que tengan el efecto de 

https://go.vlex.com/vid/42867930/node/95.9?fbt=webapp_preview
https://go.vlex.com/vid/42867930?fbt=webapp_preview
https://go.vlex.com/vid/354204726?fbt=webapp_preview
https://go.vlex.com/vid/354204726?fbt=webapp_preview
https://go.vlex.com/vid/59814950/node/44?fbt=webapp_preview
https://go.vlex.com/vid/59814950?fbt=webapp_preview
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modificar la invalidez inicialmente determinada, ya sea porque 

aumentó o disminuyó el grado de pérdida de la capacidad 

laboral, o porque esta incapacidad desapareció. 

  

En desarrollo de lo anterior, el artículo 17 del Decreto 1889 de 

1994 reglamentó el citado precepto y dispuso: “Cuando por 

efecto de la revisión del estado de invalidez a que se refiere el 

artículo 44 de la Ley 100 de 1993, se determine la cesación o la 

disminución del grado de invalidez, se extinguirá el derecho a la 

pensión o se disminuirá el monto de la misma, según el caso.” 

  

Ahora bien, es importante precisar que la revisión de la 

invalidez corresponde a las juntas de calificación de invalidez, 

las cuales tienen por finalidad la evaluación técnico-científica 

del origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral”. 

  

35.           De la jurisprudencia constitucional y la lectura de la 

norma se desprende que: (i) es una obligación de la entidad 

pagadora de la pensión de invalidez revisar dicho estado cada 

tres años; (ii) el nuevo dictamen podrá ratificar, modificar o 

dejar sin efectos la anterior calificación; (iii) las consecuencias 

directas se materializarán en la extinción de la pensión, la 

disminución o aumento de la mesada; (iv) se justifica la 

comprobación periódica en la prevención de fraudes al sistema 

o evitar inequidad pensional respecto de personas que no 

cumplen con los requisitos para acceder a dicha prestación 

social. Asimismo, el legislador en respeto del debido proceso del 

pensionado por invalidez dispuso: (v) un plazo de tres meses 

para que el pensionado se someta a la práctica del examen; 

(vi) solo se suspenderá el pago cuando el beneficiado no se 

presente o impida la realización del mismo, salvo fuerza mayor; 

(vii) prescribirá la obligación del pago de la mesada al cabo de 

un año, con la posibilidad de que el titular del derecho vuelva a 

solicitar la pensión; (viii) le compete a las Juntas de Calificación 

de Invalidez realizar dicha revisión.”13 

 
 
5.4. El derecho a la Salud 

 
En numerosas oportunidades y ante la complejidad que plantean 

los requerimientos de atención en los servicios de salud, la 

                                                           
13   Corte Constitucional T-575 de 2017 

https://go.vlex.com/vid/354208022?fbt=webapp_preview
https://go.vlex.com/vid/354208022?fbt=webapp_preview
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jurisprudencia constitucional se ha referido a sus dos facetas: por 

un lado, su reconocimiento como derecho y, por el otro, su 

carácter de servicio público14.  

 

En cuanto a la primera faceta, la salud debe ser prestada de 

manera oportuna, eficiente y con calidad, de conformidad con los 

principios de continuidad, integralidad15 e igualdad16; mientras 

que, respecto de la segunda, la salud debe atender a los 

principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los 

términos previstos en los artículos 48 y 49 del texto Superior.  

 

Ahondando en la faceta de la salud como derecho, resulta 

oportuno mencionar que ha atravesado un proceso de evolución 

a nivel jurisprudencial y legislativo, cuyo estado actual implica su 

categorización como derecho fundamental autónomo. Para tal 

efecto, desde el punto de vista dogmático, se consideró que 

dicha característica se explica por su estrecha relación con el 

principio de la dignidad humana, por su vínculo con las 

condiciones materiales de existencia y por su condición de 

garante de la integridad física y moral de las personas.  

 

Esta nueva categorización fue consagrada por el legislador 

estatutario en la Ley 1751 de 201517, cuyo control previo de 

constitucionalidad se ejerció a través de la Sentencia C-313 de 

201418. Así las cosas, tanto en el artículo 1 como en el 2, se 

dispone que la salud es un derecho fundamental autónomo e 

irrenunciable y que comprende –entre otros elementos– el 

acceso a los servicios de salud de manera oportuna, eficaz y con 

calidad, con el fin de alcanzar su preservación, mejoramiento y 

promoción.   

 

                                                           
14   Sentencias T-134 de 2002, M.P. ÁLVARO TAFUR GALVIS y T-544 de 2002, M.P. 

EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT. 
 
15  Sentencia T-460 de 2012, en la cual se cita la Sentencia T-760 de 2008. 

 
16  Sentencia C-313 de 2014, M.P. GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO.  

 
17   Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras 

disposiciones. 
 
18  M.P. GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO.  



Página 22 de 30 
Tutela 
Sentencia Segunda Instancia 
63001-3333-003-2021-00044-01.   
ABEL DARÍO QUICENO MORENO Vs COLPENSIONES y otros 
 

 

 

En lo atinente a su cobertura, como mandato general, es claro 

que el derecho a la salud implica el acceso oportuno, eficaz, de 

calidad y en igualdad de condiciones a todos los servicios, 

facilidades, establecimientos y bienes que se requieran para 

garantizarlo. De igual manera, comprende la satisfacción de 

otros derechos vinculados con su realización efectiva, como 

ocurre con el saneamiento básico, el agua potable y la 

alimentación adecuada.  

 

Por ello, según el legislador estatutario, el sistema de salud: “Es el 

conjunto articulado y armónico de principios y normas; políticas públicas; 

instituciones; competencias y procedimientos; facultades, obligaciones, derechos y 

deberes; financiamiento; controles; información y evaluación, que el Estado 

disponga para la garantía y materialización del derecho fundamental de la 

salud”19. 

 

Dentro de este contexto, en el ámbito internacional, se ha 

destacado que este derecho implica que se asegure a las  

personas lograr y mantener el “más alto nivel posible de salud física y 

mental”20. Para ello, sin duda alguna, es necesario prever desde el 

punto legal y regulatorio, condiciones de acceso en todas sus 

facetas, desde la promoción y la prevención, pasando por el 

diagnóstico y el tratamiento, hasta la rehabilitación y la paliación. 

Por esta razón, se ha dicho que el acceso integral a un régimen 

amplio de coberturas, es lo que finalmente permite que se 

garantice a los individuos y las comunidades la mejor calidad de 

vida posible. 

 
 
5.5. Protección especial a sujetos en estado de invalidez 

 
La Corte Constitucional, desde vieja data ha reconocido una 
especial protección a las personas en estado de invalidez, como 
se aprecia en el siguiente pronunciamiento: 
  

“26.           La Constitución dispone en el inciso 2 del artículo 13 

que el Estado promoverá las condiciones para que la igualdad 

sea real, efectiva y adoptará medidas en favor de grupos 

discriminados. Del mismo modo, en el inciso 3 de esta misma 

disposición se contempla una protección especial de las 

                                                           
19  Artículo 4 de la Ley 1751 de 2015.  
 
20   Artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  
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personas en estado debilidad manifiesta, que como ha sido 

desarrollada jurisprudencialmente, incluye a los sujetos que, 

por su grave condición de salud, se encuentren en una posición 

desventajosa respecto de la generalidad de personas. 

  

27.           La jurisprudencia constitucional ha interpretado que 

dichos mandatos de protección especial cuentan con dos 

facetas: una de abstención, en el sentido de evitar que se 

adopten por el Estado medidas o políticas abiertamente 

discriminatorias, y otra de acción, al desarrollar programas o 

políticas públicas que mejoren el entorno económico, social y 

cultural -entre otros- de la población en situación de 

discapacidad y crear condiciones favorables para afrontar las 

adversidades[32]. 

  

28.           La Corte en la sentencia SU-588 de 2016, al estudiar el 

caso de una persona en situación de discapacidad que 

reclamaba el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, 

negada por una arbitrariedad en la fijación de la fecha de 

estructuración de su PCL, consideró lo siguiente: 

  

“El Estado colombiano debe, a través de todos sus estamentos, 

garantizar a todas las personas el efectivo goce de sus 

derechos constitucionales. En desarrollo de dicho mandato, la 

protección que debe brindarse a las personas en condición de 

discapacidad debe ser integral, en el entendido de que, 

tratándose de un grupo poblacional tradicionalmente 

discriminado y marginado, corresponde a todas las ramas del 

poder público, garantizar la igualdad plena de estas personas 

frente a todos los integrantes de la sociedad en cuanto al 

acceso a la educación, trabajo, salud, pensiones, libertades y 

demás prerrogativas que, en definitiva, les permita gozar de 

una vida digna, deber que además de estar contenido en la 

Constitución, también se encuentra consignado en diferentes 

instrumentos internacionales y normas jurídicas expedidas por 

el legislador” [33]. 

  

29.           Posteriormente la Sala Tercera de Revisión al tutelar el 

derecho al debido proceso de un ciudadano al que le fue 

negada la pensión de invalidez por cuenta de la indebida 

valoración en el dictamen de pérdida de la capacidad laboral, 

reiteró en la sentencia T-093 de 2016, lo siguiente respecto de 

este grupo de especial protección: 

  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-575-17.htm#_ftn32
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-575-17.htm#_ftn33
https://go.vlex.com/vid/631496638?fbt=webapp_preview
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“La jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que de los 

mandatos constitucionales se infiere que el Estado tiene las 

siguientes obligaciones: i) otorgar las condiciones necesarias 

para que las personas en situación de discapacidad puedan 

ejercer sus derechos en igualdad de condiciones a los 

demás; ii) sancionar los maltratos o abusos que se presenten y 

a su vez, el deber de velar por la protección integral de las 

personas que se encuentra en circunstancia de vulnerabilidad; y 

por último; iii) adelantar diversas políticas públicas en las que 

se contemple, la previsión, rehabilitación e integración social de 

los grupos de especial protección” [34]. 

  

30.           De lo expuesto se concluye que: (i) la interpretación 

jurisprudencial del mandato de trato igual, comporta una 

especial obligación de protección para las personas en 

condición de discapacidad; (ii) la protección de la cual son 

acreedores dichos sujetos se aplica a distintos ámbitos, dentro 

de los cuales, se incluyen las pensiones; (iii) en lo posible se 

debe ofrecer a este grupo de especial protección los apoyos 

necesarios para enfrentar las barreras físicas o sociales que 

limitan sus posibilidades de gozar de una vida digna y, (iv) se 

deben sancionar los actos de maltrato o abuso que se 

desplieguen en contra de la población que se encuentre en 

circunstancia de vulnerabilidad.”21 

 
 

5.6. El caso concreto 
 
Siguiendo los parámetros normativos y jurisprudenciales 
expuestos y atendiendo el material probatorio obrante en el 
plenario, el Tribunal encuentra: 
 
1. El señor ABEL DARIO QUICENO MORENO, recibió dictamen 

para calificación de pérdida de capacidad laboral, el 14 de 
mayo de 2009, dentro del cual se consignan como 
Diagnósticos a calificar, los siguientes: 
 

“1. Restricción de movimientos de columna dorso-lumbar. 
2. Síndrome doloroso de columna – hernias inoperables. 
3. Acortamiento de miembro inferior derecho con respecto 
al izquierdo. 
4. Trastorno del humor (depresión) 
5. Trastorno menor grupo A (esquizotropico o esquiroide)” 

 
                                                           
21   C.C. T-575 de 2017 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-575-17.htm#_ftn34
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Este arrojó los siguientes porcentajes de pérdida de 
capacidad: 
 

DEFICIENCIA 23.28 

DISCAPACIDAD 9.40 

MINUSVALIA 19.25 

TOTAL 51.93% 

 
ORIGEN: Común 
 
FECHA DE ESTRUCTURACION: 20 de abril de 2009”22 

 
2. Atendiendo lo anterior la Administradora Colombiana de 

Pensiones COLPENSIONES, mediante Resolución GNR 
124034 del 6 de junio de 2013, ordenó el reconocimiento y 
pago de pensión de invalidez por enfermedad común, en 
cuantía de un salario mínimo legal mensual vigente de cada 
año, desde el 20 de abril de 2009. 
 

3. Posteriormente, COLPENSIONES realizó valoración de 
estado de Invalidez, siendo examinado nuevamente el 
accionante, tanto por parte de la Junta Regional de 
Calificación de Invalidez como por la Junta Nacional, 
valoración en la cual se consigna: 
 

“Resumen del caso:  
 
Calificación en primera oportunidad:  
 
COLPENSIONES con dictamen 3911871 de fecha 
31/03/2020 le calificó diagnósticos de Lumbago no 
especificado (M545), Trastorno depresivo recurrente no 
especificado (F339) Pérdida de Capacidad Laboral (PCL) de 
36.50%, de origen común, con fecha de estructuración 
31/03/2020 (fecha del estado actual del paciente al 
momento de la valoración título 2, fisioterapia). La 
calificación de PCL emitida se desglosa así: Deficiencia: 
20.00%; Discapacidad: 4.50% y Minusvalía: 12.00%. Las 
Deficiencias Calificadas fueron: Trastorno depresivo 
(20.00%) Capítulo Xll, Numeral 12.4.4, Tabla 12.4.5. Clase 
ll  
 
El Paciente Abel Darío Quiceno Moreno, no estuvo de 
acuerdo y fue enviado a la Junta Regional de Calificación de 
Invalidez  
 

                                                           
22   Archivo 13. calificación 2011 del e. d. 
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Calificación Junta Regional de calificación de Invalidez:  
La Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío 
mediante dictamen N° 3458-2020 de fecha 11/09/2020 
establece:  
La calificación de PCL emitida se desglosa así: 

 
 
 

DESCRIPCIÓN %ASIGNADO CAPÍTULO, 
NUMERAL, LITERAL, 
TABLA 

Trastorno depresivo 20% C:N:T: Clase 12 
Numeral 12,4,4 

Lumbalgia 5% C:N:T: Clase 1. 16 

Total, Deficiencias ponderadas21.50% 

 
Diagnóstico(s):  
1. Lumbago no especificado  
2. Trastorno depresivo  
 
Deficiencias: 21.50%  
Discapacidades: 2.30%  
Minusvalías: 11.00%  
Pérdida de capacidad Laboral: 34.80%  
Origen: Común  
 
Fecha de Estructuración: 31/03/2020 
 
(…) 
 
Por lo anterior, esta junta decide RATIFICAR el dictamen N° 
3458-2020 de fecha 11/09/2020 emitido por la Junta 
Regional de Calificación de Invalidez del Quindío”23 

 
 

 
4.  En ese orden, al considerar el señor QUICENO MORENO, 

que la nueva valoración de invalidez realizada por las 
referidas Juntas, desconoció los diagnósticos  que dieron 
origen a su declaratoria de invalidez y reconocimiento de la 
respectiva pensión, acudió en sede de tutela para efectos de 
que se le amparen sus derechos fundamental a la salud y el 
mínimo vital, pues la reciente calificación es  inferior a la 
necesaria para continuar percibiendo su pensión por 
invalidez, por lo cual considera se desconoce su verdadero 
estado de salud, e injustamente se le vulneraria su mínimo 

                                                           
23   Archivo Calificación perdida capacidad laboral y ocupacional del e. d. 
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vital al dejarlo desprotegido con el retiro de su beneficio 
pensional, así como a la salud. 
 

5. La a quo, tal como ya se destacó, consideró que atendiendo 
la condición de invalidez del accionante, y ante la posibilidad 
de vulnerarse los derechos fundamentales pregonados en el 
escrito inicial, por poderse configurar un perjuicio 
irremediable, amparó los derechos a la salud y mínimo vital.  

 
6. Inconforme con la decisión, la entidad accionada 

COLPENSIONES, impugnó la sentencia, al considerar que ha 
actuado en derecho y dentro del marco de sus 
competencias, respetando el debido proceso y ciñéndose a 
las decisiones de las Juntas de Calificación por lo que no se 
le puede considerar responsable de la vulneración de los 
derechos alegados por el accionante, ya que la 
determinación de la pérdida de la capacidad obedeció a una 
evaluación médica científica realizada en tres instancias por 
profesionales expertos que determinaron que  padece una 
pérdida de la capacidad laboral del 34,80%; concepto 
médico que debe respetarse. El juzgado de primera 
instancia, agregó, desbordó las competencias del juez 
Constitucional, al invadir las competencias del juez 
ordinario, que para el presente asunto alega es la 
Jurisdicción ordinaria laboral, lo que consecuencialmente 
advierte configura la improcedencia de la presente acción 
por carencia del presupuesto de la tutela como mecanismo 
subsidiario y residual.  

  
7. Analizado el material probatorio obrante, así como la 

decisión de primer grado y la impugnación presentada, 
considera este Tribunal, que es necesario confirmar la 
decisión de la a quo, puesto que, si bien el alto Tribunal ha 
reiterado el carácter subsidiario de la Tutela cuando existan 
otros medios de defensa, también es cierto, la misma Corte 
ha sido enfática en resaltar la protección reforzada con que 
cuentan las personas en estado de invalidez, tal como ya se 
destacó con antelación.24 

 
8. En concordancia con lo anterior, si bien la recurrente alega 

que no se acreditaron los presupuestos para la procedencia 
de la tutela como mecanismo de protección transitorio, 

                                                           
24   Corte Constitucional T-575 de 2017 
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considera esta Corporación, que del material probatorio, se 
logra vislumbrar la condición de invalidez del tutelante, que 
el mismo es una persona de bajos recursos, atendiendo que 
el monto de la pensión de invalidez se determinó en un 
s.m.l.m.v, y la posibilidad de generarse un perjuicio 
irremediable atendiendo que no se acreditó por parte de la 
accionada que percibiera algún otro ingreso económico 
diferente a la pensión de invalidez que recibe, por lo cual se 
considera procedente la tutela, con carácter transitorio, 
como se determinó en primer grado,  para el caso sub 
examine. 
 

9. Son amplios los poderes con que cuenta en sede de tutela el 
juez Constitucional, lo que permite colegir que la 
inconformidad manifestada por la accionada no tiene 
vocación de prosperar, atendiendo la protección 
constitucional reforzada de que goza el accionante, en las 
especiales circunstancias en que se encuentra, de 
vulnerabilidad. 
 

10. En ese orden no solo se desvirtúa la carencia de 
subsidiariedad alegada por la accionada, sino también la 
invasión de competencias del Juez natural, pues el Juez de 
tutela debe adoptar las medidas que considere pertinentes, 
con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales que 
considere en riesgo o vulnerados, sin que se hayan invadido 
competencias del juez natural, pues no hay 
pronunciamiento de fondo frente a lo planteado en las 
valoraciones realizadas por las Juntas de Calificación, sino 
que se concede una protección transitoria, ante la 
posibilidad de configurarse un perjuicio irremediable; todo 
con el fin de que el señor ABEL DARIO QUICENO MORENO, 
no quede desprotegido, durante el tiempo que se agote el 
trámite ante el Juez natural del asunto, para lo cual dentro 
de la misma providencia de primer grado se concedió un 
término prudente de cuatro (4) meses, para ejercer las 
acciones a que haya lugar, so pena de cesar los efectos de 
la sentencia de tutela. 
 
Por lo anterior, es válido ordenarse, como lo hizo el a quo, 

la programación de una cita a favor del accionante, para 

que se lleve a cabo dicha valoración: En esas condiciones es 
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del caso confirmar la decisión dictada por el juez de primera 

instancia, accediendo al amparo solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Quindío 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad 

de la ley,  

 
F   A   L    L   A  

 
 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 23 de marzo 
de 2021, por el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de 
Armenia, que accedió al amparo solicitado. 
 
SEGUNDO: Notifíquese a las partes en la forma prevista en el 
artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Contra la presente 
decisión no procede recurso alguno. Envíese el expediente a la 
Corte Constitucional para su eventual revisión dentro de los diez 
(10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, en los 
términos que permita la pandemia. 
 
TERCERO: Háganse las anotaciones correspondientes en el 
programa "Justicia Siglo XXI". 
 
Esta sentencia se aprobó en Sala de Decisión, tal como consta 
en el Acta 13 de la fecha. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

Firmado Por: 
 

LUIS JAVIER ROSERO VILLOTA  
MAGISTRADO TRIBUNAL O CONSEJO SECCIONAL 

DESPACHO 001 SECCION PRIMERA TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO QUINDIO 

 
JUAN CARLOS BOTINA GOMEZ  

MAGISTRADO TRIBUNAL O CONSEJO SECCIONAL 
DESPACHO 003 SECCION PRIMERA TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO QUINDIO 
 

LUIS CARLOS ALZATE RIOS  



Página 30 de 30 
Tutela 
Sentencia Segunda Instancia 
63001-3333-003-2021-00044-01.   
ABEL DARÍO QUICENO MORENO Vs COLPENSIONES y otros 
 

 

 

 MAGISTRADO 
TRIBUNAL 04 ADMINISTRATIVO  MIXTO DE LA CIUDAD 
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Número de Radicado 20214011453442 

Bogotá D. C.,10/08/2021 

Nota: Para uso exclusivo de los despachos judiciales. Al utilizar este buzón no es necesario realizar 
también la notificación por correo certificado o medio físico.

A través de este buzón se recibe el auto admisorio de la demanda, el escrito de demanda y/o el 
mandamiento de pago en contra de entidades públicas del orden nacional, distintas de la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado, tal como lo dispone el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012, 
modificatorio del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011.

Los incisos 6 y 7 del artículo 612 ya citado, establecen lo siguiente: 

“(…) En los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción en donde sea demandada una entidad 
pública, deberá notificarse también a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en los mismos 
términos y para los mismos efectos previstos en este artículo. En este evento se aplicará también lo 
dispuesto en el inciso anterior.

La notificación de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado se hará en los términos 
establecidos y con la remisión de los documentos a que se refiere este artículo para la parte demandada”.
Los despachos judiciales podrán incluir en este buzón otras providencias proferidas contra entidades 
públicas del orden nacional, con carácter meramente informativo.

Ver Circular Externa No. 01 del 17 de febrero de 2017 Ver

AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO
Carrera 7 No 75 - 66 piso 2 y 3
Bogotá D.C., Colombia
PBX. 255 8955 
www.defensajuridica.gov.co 

https://www.defensajuridica.gov.co/normatividad/circulares/Lists/Circulares 2017/Attachments/1/circular_externa_01_17_febrero_2017.pdf


INFORMACIÓN RADICADA POR EL USUARIO

Datos del Despacho Judicial
Despacho Judicial JUZGADO 3 LABORAL DE CIRCUITO DE ARMENIA

Datos del Proceso Judicial
Código Único del Proceso – CUP 63001310500320210011700

DEMANDADO
Entidad Nacional: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

– REGIONAL EJE CAFETERO

DEMANDANTE: Tipo de 
Persona

Persona Natural: ABEL DARIO QUICENO MORENO

Anexos
Seleccione tipo de anexo 1. Notificación Art. 612 C.G.P.
Auto admisorio de la demanda 2021401145344200001
Demanda 2021401145344200002
Subsanación de la demanda No tiene
Mandamiento de pago No tiene

Ha aceptado condiciones
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